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PRESENTE.-

La Comisión de Justicia, con fundamento en lo dispuesto por el artículo 64 fracción I de la Constitución Política del Estado de Chihuahua, los artículos 87 y 111 de la Ley Orgánica, así como por los artículos 80 y 81 del Reglamento Interior y de Prácticas Parlamentarias, ambos ordenamientos del Poder Legislativo del Estado de Chihuahua, somete a la consideración del Pleno el presente Dictamen con carácter de Decreto, elaborado con base en los siguientes:
ANTECEDENTES

I.- Con fecha veintiuno de mayo del año dos mil catorce, se recibió por parte de esta Soberanía, Iniciativa con carácter de Decreto presentada por América Victoria Aguilar Gil y Héctor Hugo Avitia Corral, integrantes del Grupo Parlamentario del Partido del Trabajo; Hortensia Aragón Castillo y Luis Javier Mendoza Valdez, integrantes del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución Democrática; Tania Teporaca Romero del Hierro, integrante del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional y Fernando Mariano Reyes Ramírez, representante del Partido Movimiento Ciudadano; todas y todos, integrantes de la Sexagésima Cuarta Legislatura. Dicha iniciativa fue reincorporada al proceso legislativo de la Sexagésima Quinta Legislatura a petición del Coordinador del Grupo Parlamentario del Partido del Trabajo, Diputado Rubén Aguilar Jiménez el día veinte de octubre del año dos mil dieciséis, y pretende adicionar un artículo al Código Penal del Estado de Chihuahua, a efecto de tipificar el Delito de Feminicidio.
II.- Con fecha dieciocho de octubre del año dos mil dieciséis se recibió por parte de esta Soberanía, Iniciativa con carácter de Decreto presentada por la Diputada Leticia Ortega Máynez y el Diputado Pedro Torres Estrada, ambos por la Sexagésima Quinta Legislatura e integrantes del Grupo Parlamentario Movimiento de Regeneración Nacional; Iniciativa por medio de la cual proponen reformar el artículo 126 y adicionar el artículo 126 Bis del Código Penal del Estado, a fin de tipificar el Feminicidio.

III.- Con fecha treinta de junio del año dos mil diecisiete se recibió por parte de esta Soberanía, Iniciativa con carácter de Decreto presentada por el Gobernador Constitucional del Estado de Chihuahua, Lic. Javier Corral Jurado; Iniciativa por medio de la cual propone reformar y derogar diversas disposiciones del Código Penal del Estado de Chihuahua, para tipificar el delito de feminicidio.
IV.- La Presidencia del H. Congreso del Estado, con fecha veinte de octubre del año dos mil dieciséis y en uso de las facultades que le confiere el artículo 75, fracción XIII, de la Ley Orgánica del Poder Legislativo, tuvo a bien turnar a esta Comisión de Dictamen Legislativo la Iniciativa de mérito, referida en el punto I de antecedentes, a efecto de proceder al estudio, análisis y elaboración del dictamen correspondiente. 

De igual forma, en fecha veinte de octubre del año dos mil dieciséis y en uso de las facultades ya referidas, la Presidencia del H. Congreso del Estado, turna a esta Comisión de Dictamen la Iniciativa II de antecedentes.

Así mismo, en fecha treinta de junio del año dos mil diecisiete y en uso de las facultades ya referidas, la Presidencia del H. Congreso del Estado, turna a esta Comisión de Dictamen la Iniciativa III de antecedentes.

V.- La Iniciativa referida en el punto I de antecedentes se sustenta en los siguientes argumentos:
“En las últimas dos décadas, en México y específicamente en nuestro Estado, se ha  acrecentado el homicidio en contra de las mujeres, nuestras mujeres, debido a ello la sociedad civil se ha organizado con la finalidad de desplegar una serie de acciones encaminadas, en primera instancia, a que tanto la ciudadanía,  como el gobierno visibilice el problema; y para que, éste sea combatido.  Pues si hablamos de estadísticas, tenemos que en el año 2010, el Estado de Chihuahua se encontraba en el primer lugar, con 32.8 defunciones con presunción de homicidio por cada 100 mil mujeres, un valor de 8.1 veces mayor al promedio nacional. Tan solo en el año 2012, según el Instituto Nacional de Estadística y Geografía (INEGI), se cometieron 269 homicidios en contra de mujeres en el estado de Chihuahua, de los cuales 63 fueron cometidos en la ciudad de Chihuahua y 108 en la ciudad de Juárez. 
Por su parte, la Fiscalía General del Estado de Chihuahua informó que de enero 2011 a junio de 2012 ocurrieron 529 homicidios de mujeres dentro del estado. Aunado a esto, aproximadamente 153 mujeres se encuentran desaparecidas en nuestro estado; En el año 2013 fueron reportadas 932 mujeres desaparecidas, de las cuales 886 fueron recuperadas con vida, 11 sin vida y 35 desaparecidas; sin tomar en cuenta con esto los delitos que no se denuncian y de los cuales la autoridad no tiene conocimiento.
Según estudios realizados este fenómeno se debe a la desigualdad de género que existe, debido a conductas misóginas, auspiciadas por la tolerancia social  e indiferencia del estado. Por ello, la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer define la violencia contra las mismas como cualquier acción o conducta, que basada en su género, cause muerte, daño o sufrimiento físico, sexual o psicológico a la mujer.  Acciones plenamente identificadas en los sucesos tan desafortunados que han venido ocurrido en territorio Chihuahuense.
Es imprescindible señalar la necesidad de tipificar el homicidio de mujeres como tal, es decir, como feminicidio. Lo anterior encuentra  sustento  cuando la Organización de las Naciones Unidas con motivo del 100 aniversario del Día Internacional de la Mujer,  emitió un exhorto a las autoridades mexicanas para “instrumentar una política de Estado para terminar con la violencia contra las mujeres y, particularmente, tipificar el feminicidio en todo el territorio como delito agraviado e intolerable”. 
Así como en las “Observaciones finales del Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer: México”, CEDAW en el 2006,  también expresóla necesidad de tipificar este delito como feminicidio pues “…El Comité insto al Estado Parte a que acelere la aprobación de la enmienda del Código Penal para tipificar el feminicidio como delito”.De igual forma la Comisión Internacional de Derechos Humanos (CIDH), Amnistía Internacional entre otras, señalaron la importancia de su tipificación. 
Bajo este rubro, cabe destacarla sentencia emitida por la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el Caso González y otras, mejor conocido como la sentencia del “campo algodonero”, en la que se reconoció la existencia de una discriminación estructural y una violación sistemática a los derechos humanos de las mujeres, el Estado Mexicano es considerado como responsable de violar el derecho a la vida, a la integridad personal y a la libertad personal en perjuicio de sus víctimas y es condenado por su falta de prevención, atención y sanción.
Por ello la Corte dictó reparaciones específicas en materia de procuración e impartición de justicia como la integración de un banco de información de genética; página electrónica sobre las mujeres desaparecidas; diseño de protocolos especializados con perspectiva de género para la investigación de delitos relacionados con homicidios de mujeres, desapariciones y violencia sexual; diseño e implementación de un mecanismo de búsqueda inmediata de mujeres y niñas; y principalmente la capacitación a funcionarios de gobierno.
Logrando con ello, en primera instancia que dentro de la Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia, se estableciera en su artículo 21 el concepto de violencia feminicida, definida como “la forma extrema de violencia de género contra las mujeres, producto de la violación de sus derechos humanos, en los ámbitos público y privado, conformada por el conjunto de conductas misóginas que pueden conllevar impunidad social y del Estado y puede culminaren homicidio y otras formas de muerte violenta de mujeres”.
Sin embargo, eso no es suficiente pues todas las mujeres tienen derecho al reconocimiento, goce y ejercicio de sus derechos humanos; derecho a que se respete su vida, su integridad física, psíquica y moral, a la libertad, a no ser sometida a torturas, a la protección ante la ley y de la Ley. 
El día de hoy es una demanda social el plasmar en el Código Penal  el feminicidio, para darles certeza y garantía del respeto a sus derechos a todas las mujeres. Por ello reiteramos, es urgente tipificar dentro del Código Penal el Feminicidio, toda vez que resulta insuficiente la identificación de la violencia por cuestiones de género, pues el estado lo debe tener como objetivo dentro de sus políticas públicas y dentro de la impartición de justicia; debe de garantizar los derechos de los individuos, pero sobre todo de los grupos vulnerables, en este caso, las mujeres.  
El Equipo Argentino de Antropología Forense después de iniciar las investigaciones en Cd. Juárez tampoco fue ajeno a esta necesidad y señaló la importancia de: “…la creación de un nuevo título en el Código Penal Federal mexicano y códigos penales estatales sobre delitos de género en el que se aborde el feminicidio bajo la consideración de que es un delito que se ha generalizado”, pues tenemos que el feminicidio tiene características específicas que lo diferencian de cualquier otro tipo penal, no es suficiente colocarlo sólo como agravante.

Considerando el gran número de homicidios efectuados contra las mujeres que se siguen cometiendo en el Estado y  a pesar de las numerosas recomendaciones hechas por las autoridades y por los organismos internacionales, Chihuahua es el único Estado que aún no ha tipificado el delito del feminicidio.”
VI.- La iniciativa referida en el punto número de II de antecedentes se sustenta básicamente en los siguientes motivos: 

“La violencia en la vida cotidiana constituye aquellas situaciones en las que alguien se mueve en relación a otros en el extremo de la exigencia, de la obediencia y del sometimiento, cualquiera que sea la forma como esto ocurra en términos de brusquedad y el espacio relacional en que tenga lugar y que tiende a la destrucción de la autodeterminación como vehículo para conseguir el disciplinamiento.
Introducirse en las causas que generan esta clase de violencia, sin duda discurre por el sendero de análisis propuesto a partir de una visión de género. Lo anterior, porque es necesario entender que las diferencias entre hombres y mujeres no se circunscriben al carácter biológico, pues sobre éste se ha construido una serie de roles, valores, actitudes y símbolos impuestos dicotómicamente a cada sexo a través de la socialización y que hacen creer que los sexos son diametralmente opuestos.
Concepción en la que, históricamente, se anidan las desigualdades de índole social, política, económica y de ejercicio de los derechos, que afectan en mayor medida a las mujeres, debido al desequilibrio en el orden social en donde una parte importante de la población (relacionada con lo femenino) es relegada; mientras que la otra (relativo a lo masculino), reconocida como fuerte y autónoma. 

Este modelo de sociedad acuña identidades que  interiorizan un sistema de creencias, en cuya base se encuentra una serie de tareas y pautas de comportamiento asignadas a las personas según se sexo, que abren una brecha entre lo tradicionalmente establecido para el hombre y aquello que corresponde a la mujer.

El resultado de esa forma de socialización genera estereotipos o construcciones socio-culturales cuyo efecto en la sociedad es particularmente desfavorable para las mujeres, a quienes se coloca en un escaño inferior en el acceso y en el disfrute de los derechos y de las libertades fundamentales. Escenario que permite comprender, sin mucho esfuerzo intelectual, la situación de discriminación y de riesgo en la que se encuentra un gran sector de la población, por su condición biológica a la que, se insiste, se le atribuye una serie de comportamientos y actitudes que tienden a desvalorizar, invisibilizar y minimizar la experiencia que no sea masculina. Por otro lado, perpetua el sexismo que en paráfrasis de la explicación que al respecto otorga la Jurista Alda Facio, éste se funda en mitos y mistificaciones sobre la superioridad del sexo masculino, el cual se beneficia de una serie de privilegios que subordinan al sexo femenino y generan la creencia de que ese servicio deviene “por naturaleza”. 

El sexismo
 abarca todos los ámbitos de la vida y las relaciones humanas, es decir, constituye una forma de socialización y conforma el pilar de una estructura en la que los privilegios para unos y, por tanto, la discriminación de las otras, no son más que la forma “natural” de relacionarse. Lo anterior cobra sentido cuando se analiza la violencia que se ejerce por el sexo masculino, la que se justifica porque es parte de su naturaleza y, por tal razón, debe ser la respuesta que se debe esperar y comprender. 

A partir de la mirada crítica que aporta el género, es posible cuestionar la estructura que sostiene el sexismo y desentrañar las valoraciones que intervienen en el quehacer político, legislativo y jurídico, los que de forma alguna pueden entenderse de contenido neutro.

El sesgo sobre la invisibilización de las desigualdades entre hombres y mujeres en la creación de las políticas públicas, en la elaboración de las leyes y en la valoración probatoria de los Tribunales, ha generado un clima de discriminación que se hace necesario atender, en lo que hoy corresponde, por la vía legislativa, mediante la creación de un tipo penal que sancione la forma más grave de violencia y discriminación en contra de una mujer: la privación de su vida, por razones enmarcadas en el género.

En el camino planteado, el desarrollo histórico de los derechos humanos permite la comprensión y el enjuiciamiento de las cuestiones jurídicas y político- constitucionales. Dicho proceso abarca cuatro etapas: la constitucionalización (derechos fundamentales), la progresiva extensión, la universalización y la especificación.

Para el análisis en progreso, resulta relevante la especificación de determinados derechos, pues aun existe resistencia a ese concepto, debido al entendimiento que  determinados sectores poseen sobre la universalización como unos de sus principios torales. Ambas notas distintivas de los derechos humanos no se excluyen: el primero guarda relación con el reconocimiento sobre condiciones estructurales que colocan a determinado sector de la sociedad en condiciones de vulnerabilidad, justamente por encontrarse en desventaja. Durante el planteamiento anterior se dijo que la serie de creencias y valores de carácter sexista generan privilegios a la esfera masculina, en detrimento de los principales derechos y de las libertades de las mujeres. Realidad que no escapó en el análisis de los derechos humanos, desde donde surgió la necesidad de un régimen protector especial, distinto del que tienen las personas que no se encuentra en estas categorías y cuyo propósito es lograr el equilibrio en la asimetría de poder. Proceso de especificación como lo explica Norberto Bobbio que: “se ha dado… del individuo considerado solamente como ciudadano al individuo considerado en los distintos roles y estatus que puede tener en la sociedad (aunque no se trate sólo de roles sociales, sino también biológicos).
El segundo, hace referencia a la titularidad de estos derechos, dirigido a todos los seres humanos, pero también a los destinatarios (obligados) de éstos, que serían no únicamente las personas en lo individual, sino también los grupos y, principalmente, el Estado.

Este bloque o régimen especial de derechos se recoge en diversos instrumentos internacionales (Convención sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación Contra la Mujer CEDAW y Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer, Convención de Belém Do Para) cuyo eje principal puede resumirse en la visibilización de la discriminación entendida como una conducta sistemáticamente injusta dirigida en contra de un grupo humano determinado: la mujer; así como una de sus más graves manifestaciones: la violencia. El propósito parece evidente, visibilizar los actos injustos que por razones específicas relacionado con el género de las mujeres, se comete en contra de ellas y la obligación del Estado de actuar con debida diligencia en la atención de tales actos.

Resulta innegable que la actividad legislativa constituye un aporte esencial en la respuesta diligente del Estado frente a los actos que segregan y minimizan a sectores de su población. 

Conscientes de que el tema planteado genera un serio  cuestionamiento sobre la distinción entre el delito de homicidio (entendido como quien priva de la vida a otra persona) y el feminicidio, pues en el primer supuesto la otra persona bien puede ser una mujer y por ello entenderse cubierta la protección; vale señalar que la diferencia conceptual estriba justamente en visibilizar que en el segundo, la muerte se comete por razones diversas que, como se dijo, tienen que ver: 1. Con el género de las mujeres. 2. La construcción social que recae sobre aquél. Y, 3. Su aporte a la vulnerabilización de un grupo humano ubicado en desventaja.

Bajo esa guisa, cabe destacar que el estado de Chihuahua es el único el territorio nacional que no ha tipificado el delito de feminicidio, pese a su trágica historia de violencia extrema en contra de la mujer. 

Es deber no sólo legal, sino moral de esta legislatura, el contribuir a la respuesta ante el reclamo de justicia que históricamente abanderan las personas ofendidas por las lamentables muertes de cientos de mujeres en este Estado, y a la sociedad civil, mediante la tipificación de un delito autónomo en el que se visibilice, cuando concurran, las causas sexistas que subyacen en la privación de la vida de una mujer. 

El Código Penal del Estado prevé en el Libro Segundo, Parte Especial, Título Primero, Delitos Contra la Vida e Integridad Corporal; Capítulo I, Homicidio; el artículo 126 que a la letra dice: 

“Cuando la víctima del delito de homicidio sea del sexo femenino o menor de edad, se aplicarán las penas previstas en el segundo párrafo del artículo anterior. 

Si además del homicidio, se cometen en perjuicio de la víctima otros delitos, deberá imponerse pena por cada delito cometido aún y cuando con ello se exceda el máximo de prisión”. 

Norma que recoge un elemento objetivo consistente en el sexo de la víctima (mujer) o la condición atarea de ésta (menor de edad) para agravar la pérdida de la vida. Con ello se pretendió, con vista en el parámetro probatorio, una medida afirmativa para el equilibrio de la asimetría de poder, de manera que tampoco resultara en un esfuerzo no logrado para demostrar por parte de la persecución penal que el crimen se cometió con motivo de odio o misoginia, conceptos doctrinariamente correctos y atingentes, pero de difícil postura probatoria. 

No obstante, el elemento de agravación punitiva en la porción de interés, se dirigió, entonces, a una característica biológica de la persona pasiva, que en su momento se vinculó normativamente con la descripción de la conducta prevista en el numeral 123 de la misma codificación sustantiva:

Artículo 123: “A quien prive de la vida a otra persona, se le impondrá de ocho a veinte años de prisión. Se entenderá la pérdida de la vida en los términos de la Ley General de la salud…”

Vínculo conceptual o de remisión que impide el surgimiento de un delito autónomo que garantice el doble bien jurídico en resguardo: la vida de la mujer y su derecho a vivir sin violencia.

Porción normativa que en escrutinio sometido por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al resolver el amparo 5267/2014,fue del parecer de que el artículo 126 penal resulta discriminatorio y, por ende, contrario a la Constitución y a los Tratados Internacionales suscritos por el Estado Mexicano, habida cuenta que, entre otras consideraciones, estimó que la categoría sospechosa del sexo(incluida como elemento objetivo en la norma en estudio) no está directamente conectada con el mandato de protección específica al derecho de las mujeres a una vida libre de violencia y su discriminación, y tampoco posibilita el nexo entre aquéllas.

Ese máximo órgano precisó, por otra parte, que las medidas penales que proporcionan un tratamiento diferenciado y agravado sobre la violencia contra las mujeres devienen constitucionales debido a que brindan una protección específica conforme a la normativa internacional.

La consecuencia de tal decisión aparece medianamente clara, dado que existe un número importante de causas en los Tribunales Penales del Estado (seguidas bajo la premisa del sexo de la víctima que apuntaló el precepto referido) en los que puede existir una reducción de la penalidad de quienes sí hayan cometido el delito en razón del género de aquélla. Resultado en el que se observa un elevado riesgo de alejarse de los principios establecidos de la igualdad y la no discriminación previstos por los instrumentos internacionales existentes, sin perder de vista la obligación impuesta a nivel internacional por la condena que deriva en contra del Estado Mexicano, en el caso “Campo Algodonero” referida a la urgencia de consolidar una política integral para garantizar que los casos de violencia contra la mujer sean prevenidos, investigados y quienes resulten responsables sancionados. Empero, bajo el panorama actual, se advierte un posible impacto negativo en la sociedad, ante la omisión legislativa sobre la necesidad de desincentivar los “homicidios” recurrentes en contra de mujeres en esta entidad.

Por tanto, urge un tratamiento normativo apropiado para atender los casos en los que mujeres son privadas de la vida por razones que se relacionan en forma directa con su condición de género y en donde el hecho demuestra actos de misoginia y de simbolismo sexista, que permite diferenciarlo del homicidio y bajo elementos cuyo caudal probatorio no represente un freno para su debida tipificación y reproche penal. 

Garantizar el derecho humano de las mujeres a una vida libre de violencia constituye una obligación del Estado. El marco jurídico convencional de protección insta a una actuación estatal diligente. 

En el ámbito Universal de Protección de los Derechos Humanos, la Convención sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación Contra la Mujer (CEDAW por sus siglas en inglés) prevé:

Artículo 1: A los efectos de la presente Convención, la expresión “discriminación contra la mujer” denotará toda distinción, exclusión o restricción basada en el sexo que tenga por objeto o por resultado menoscabar o anular el reconocimiento, goce o ejercicio de la mujer, independientemente de su estado civil, sobre la base de la igualdad del hombre y la mujer, de los derechos humanos y las libertades fundamentales en las esferas política, económica, social, cultural y civil o cualquier otra esfera.

Artículo 2: Los Estados Partes condenan la discriminación contra la mujer en todas sus formas, convienen en seguir, por todos los medios apropiados y sin dilaciones, una política encaminada a eliminar la discriminación contra la mujer y, con tal objeto, se comprometen a:b) Adoptar medidas adecuadas, legislativas y de otro carácter, con las sanciones correspondientes, que prohíban toda discriminación contra la mujer; c) Establecer la protección jurídica de los derechos de la mujer sobre una base de igualdad con los del hombre y garantizar por conducto de los tribunales nacionales o competentes y de otras instituciones públicas, la protección efectiva de la mujer contra todo acto de discriminación.

Artículo 3: Los Estados Partes tomaran en todas las esferas, y en particular en las esferas política, social, económica y cultural, todas las medidas apropiadas, incluso de carácter legislativo, para asegurar el pleno desarrollo y adelanto de la mujer, con el objeto de garantizarle el ejercicio y el goce de los derechos humanos y las libertades fundamentales en igualdad de condiciones con el hombre.

Artículo 4: 1. La adopción por los Estados Partes de medidas especiales de carácter temporal encaminadas a acelerar la igualdad de facto entre el hombre y la mujer no se considerara discriminación en la forma definida en la presente Convención, pero de ningún modo entrañara, como consecuencia, el mantenimiento de normas desiguales o separadas; estas medidas cesaran cuando se hayan alcanzado los objetivos de igualdad de oportunidad y trato. (…)
Artículo 5: Los Estados Partes tomaran todas las medidas apropiadas para: a) Modificar los patrones socioculturales de conducta de hombres y mujeres, con miras a alcanzar la eliminación de los prejuicios y las practicas consuetudinarias y de cualquier otra índole que estén basados en la idea de la inferioridad o superioridad de cualquiera de los sexos o en funciones estereotipadas de hombres y mujeres.

En tanto que, en el ámbito Interamericano de protección a los derechos humanos se adoptó: la Convención Interamericana Para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia Contra la Mujer. “CONVENCIÓN DE BELÉM DO PARÁ”:

Artículo 1: Para los efectos de esta Convención debe entenderse por violencia contra la mujer cualquier acción o conducta, basada en su género, que cause muerte, daño o sufrimiento físico, sexual o psicológico a la mujer, tanto en el ámbito público como en el privado.

Artículo 2: Se entenderá que violencia contra la mujer incluye la violencia física, sexual y psicológica :a. que tenga lugar dentro de la familia o unidad domestica o en cualquier otra relación interpersonal, ya sea que el agresor comparta o haya compartido el mismo domicilio que la mujer, y que comprende, entre otros, violación, maltrato y abuso sexual; b. que tenga lugar en la comunidad y sea perpetrada por cualquier persona y que comprende, entre otros, violación, abuso sexual, tortura, trata de personas, prostitución forzada, secuestro y acoso sexual en el lugar de trabajo, así como en instituciones educativas, establecimientos de salud o cualquier otro lugar, etc. que sea perpetrada o tolerada por el Estado o sus agentes, dondequiera que ocurra.

Artículo 3: Toda mujer tiene derecho a una vida libre de violencia, tanto en el ámbito público como en el privado.

Artículo 4: Toda mujer tiene derecho al reconocimiento, goce, ejercicio y protección de todos los derechos humanos y a las libertades consagradas por los instrumentos regionales e internacionales sobre derechos humanos. Estos derechos comprenden, entre otros: a. el derecho a que se respete su vida; b. el derecho a que se respete su integridad física, psíquica y moral; c. el derecho a la libertad y a la seguridad personales; d. el derecho a no ser sometida a torturas; e. el derecho a que se respete la dignidad inherente a su persona y que se proteja a su familia; f. el derecho a igualdad de protección ante la ley y de la ley;
Artículo 6: El derecho de toda mujer a una vida libre de violencia incluye, entre otros: a. el derecho de la mujer a ser libre de toda forma de discriminación, y b. el derecho de la mujer a ser valorada y educada libre de patrones estereotipados de comportamiento y prácticas sociales y culturales basadas en conceptos de inferioridad o subordinación.

Artículo 7: Los Estados Partes condenan todas las formas de violencia contra la mujer y convienen en adoptar, por todos los medios apropiados y sin dilaciones, políticas orientadas a prevenir, sancionar y erradicar dicha violencia y en llevar a cabo los siguientes: a. abstenerse de cualquier acción o practica de violencia contra la mujer y velar porque las autoridades, sus funcionarios, personal y agentes e instituciones se comporten de conformidad con esta obligación; b. actuar con la debida diligencia para prevenir, investigar y sancionar la violencia contra la mujer; c. incluir en su legislación interna normas penales, civiles y administrativas, así como las de otra naturaleza que sean necesarias para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra la mujer y adoptar las medidas administrativas apropiadas que sean del caso; d. adoptar medidas jurídicas para conminar al agresor a abstenerse de hostigar, intimidar, amenazar, dañar o poner en peligro la vida de la mujer de cualquier forma que atente contra su integridad o perjudique su propiedad; e. tomar todas las medidas apropiadas, incluyendo medidas de tipo legislativo, para modificar o abolir leyes y reglamentos vigentes, o para modificar practicas jurídicas o consuetudinarias que respalden la persistencia o la tolerancia de la violencia contra la mujer; f. establecer procedimientos legales justos y eficaces para la mujer que haya sido sometida a violencia, que incluyan, entre otros, medidas de protección, un juicio oportuno y el acceso efectivo a tales procedimientos; g. establecer los mecanismos judiciales y administrativos necesarios para asegurar quela mujer objeto de violencia tenga acceso efectivo a resarcimiento, reparación del daño u otros medios de compensación justos y eficaces, y h. adoptar las disposiciones legislativas o de otra índole que sean necesarias para hacer efectiva esta Convención.

Ambas Convenciones se vinculan en sus conceptos principales: discriminación y violencia, a través de la Recomendación General 19 en la que se precisó que la discriminación contra la mujer incluye la violencia basada en el género, es decir, “la violencia dirigida contra la mujer porque es mujer o que le afecta de forma desproporcionada”.

Además, de acuerdo con el párrafo décimo de la Recomendación General 25 del Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer, “La situación de la mujer no mejorará mientras las causas  subyacentes de la discriminación contra ella y de su desigualdad no se aborden de manera efectiva. La vida de la mujer y la vida del hombre deben enfocarse teniendo en cuenta su contexto y deben adoptarse medidas para transformar realmente las oportunidades, las instituciones y los sistemas de modo que dejen de basarse en pautas de vida y paradigmas de poder masculinos determinados históricamente”.

Marco jurídico del que se desprenden dos lineamientos importantes: 1. La violencia contra la mujer es una realidad estructurada en la que subyace valores de carácter sexista y misóginos. Y, 2. Fija determinados estándares de actuación estatal para garantizar el derecho de las mujeres a una vida libre de violencia a través de la adopción de medidas concretas, entre las que, por supuesto, se encuentran disposiciones legislativas que prevean sanciones penales.

La estructura asimétrica que coloca a un grupo humano en desventaja (en este caso a las mujeres) reconocida por las normas convencionales, también fue del interés de organismos  internacionales, pues en el contexto lamentable sobre asesinatos y desapariciones de mujeres en Ciudad Juárez, la Relatora Especial sobre los Derechos de la Mujer de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos refirió: que el principal motivo de su misión fue la situación de Ciudad Juárez, donde cientos de mujeres habían sido asesinadas en los últimos doce años. Puntualizó que la violencia contra la mujer atizada por la discriminación por motivo de género y la impunidad es un fenómeno generalizado.

Como se muestra de manera puntual, en sede internacional se reconoce que en esta entidad, existe una base estructural y generalizada que violenta los derechos y las libertades de las mujeres. No sólo ello, el contexto de violencia grave en el Estado de Chihuahua fue particularmente destacado por la Corte Interamericana de Derechos Humanos, máxima intérprete de la Convención Americana de Derechos Humanos, en el caso González y otras (“Campo Algodonero”)en la condena en contra del Estado Mexicano, del dieciséis de noviembre de 2009, en el que sostuvo que los asesinatos de Laura Berenice Ramos Monarrez, Esmeralda Herrera Monrreal y Claudia Ivette González fueron por razones de género, enmarcados dentro de un reconocido contexto de violencia en contra de la mujer en Ciudad Juárez.

Bajo esa perspectiva, algunos sectores aún podrían cuestionar la necesidad de una actividad legislativa dirigida en el marco de la justicia penal a través de la creación de un delito autónomo de feminicidio, bajo el argumento, un tanto confrontado a estas alturas del debate, de diferenciarlos derechos de hombres y mujeres si éstos son inherentes a todo ser humano. Al respecto, cabe recordar la especificidad de los derechos, en el particular, sobre las necesidades de las mujeres no sólo en función de su sexo(asociadas principalmente a la reproducción y maternidad) sino también en función de su género (en donde, entre otras, tales posibilidades, reproducción y maternidad, se vinculan como el “fin natural” de la mujer) cuyo concepto como construcción social permite advertir la condición histórica y sistemática de vulnerabilidad, como se dijo en líneas precedentes, lo que ha llevado a conferir un carácter también específico al reconocimiento y a la protección de la mujer, bajo una especialización de derechos humanos, al pertenecer a un grupo que está expuesto a violaciones específicas y que requiere una protección reforzada, al lidiar con patrones universales de discriminación y de violencia, así como de falta de acceso a la justicia. Situación que obliga a orientar una tutela cada vez más específica.

De tal manera quela no discriminación por género constituye un derecho fundamental que debe permear en toda la actividad estatal. Lo anterior permite vincular la actividad legislativa, a través de la creación de tipos penales, con la exigencia de que sólo se recurra al derecho penal para proteger los bienes jurídicos contra los ataques que perturben gravemente su conservación y goce por parte de las personas
 y con la obligación de tutela específica que se exige. 

Permitir que el derecho penal se encargue, en concordancia con el principio de última ratio, de la protección de la vida y del derecho de las mujeres a una vida libre de violencia, cuando converjan de forma directa razones de género, constituye una tutela debida acorde a los mandatos internacionales de protección específica. A lo que se suma la también determinación de la Corte Interamericana de Derechos Humanos al condenar al Estado Mexicano en el sentencia del uno de agosto del dos mil diez, en el caso Valentina Rosendo Cantú y otra, en la que se evidencia la interpretación y aplicación del derecho, de acuerdo a roles estereotipados sobre el comportamiento de hombres y mujeres y hace énfasis en la legitimidad de tratos diferenciados en las normas, resoluciones y sentencias.  

Es necesario referir que el tipo penal de feminicidio que se propone, respeta la estructura planteada por el Observatorio Nacional del Femenicidio,
 debido a que los elementos que lo integran son de carácter objetivo y, por tanto de razonable demostración probatoria, que permite, por un lado el acceso efectivo a la justicia, y por otro, el respecto al principio de presunción de inocencia y de contradicción, pues el debate consistirá en la demostración o no, de los elementos externos del delito.

Al respecto parece oportuno señalar que un gran sector de la doctrina penal, reconoce como elementos objetivos del delito los siguientes: conducta, bien jurídico, objeto material, resultado, relación de causalidad, medios de comisión, circunstancias de ejecución (lugar, tiempo, modo y ocasión), circunstancias modificativas (atenuantes y agravantes). También se hace necesario precisar que no todos los tipos penales cubren cada uno de los rubros señalados. La clasificación del delito también resulta un tópico pertinente para su debida ubicación. Según su estructura, es posible conocer tipos penales básicos, especiales y complementados.

Los primeros, también llamados fundamentales genéricos o simples se integran con todos los elementos necesarios y suficientes para conformar el tipo delictivo de que se tarta.
Los tipos especiales, satisfacen todos los elementos necesarios y suficientes para integrar el tipo básico a los que se suman otros elementos más que no contiene aquél, en manera de construir y conformar un tipo especial, autónomo. Estos pueden ser privilegiados, cuando se formula autónomamente y se agrega un requisito que implica la disminución o atenuación de la pena. O bien, especial cualificado, cuando se forma autónomamente, y se agrega otro requisito que implica aumento o agravación de la pena. Finalmente, aquéllos complementados, conocidos como circunstanciados o subordinados, que se conforman por el tipo básico a los que se suman otros más que denominados circunstancias cualificantes o atenuantes que inciden en la elevación o diminución de la penalidad.

De manera que, la presente propuesta consiste en adicionar el artículo 126 bis del Código Penal a efecto de incluir en nuestra normatividad sustantiva el delito de Femincidio, el que se propone queda integrado de la siguiente manera:

Artículo 126 bis. Comete el delito de feminicidio quien prive de la vida a una mujer por razones de género. Existen razones de género cuando se acredite cualquiera de los siguientes supuestos:

I. La víctima presente signos de violencia sexual de cualquier tipo.

II. A la víctima se le hayan infringido lesiones infamantes, degradantes o mutilaciones, previas o posteriores a la privación de la vida.

III. Existan antecedentes o datos que establezcan que se han cometido amenazas, acoso, violencia o lesiones del sujeto activo en contra de la víctima.
IV. Exista o haya existido entre el activo y la victima una relación de parentesco por consanguinidad o afinidad, de matrimonio, concubinato, noviazgo, cualquier otra relación de hecho o amistad.

V. Exista o haya existido entre el activo y la victima una relación laboral, docente, o cualquier otro que implique confianza, subordinación o superioridad.

VI. La víctima haya sido privada de su libertad o incomunicada, cualquiera que sea el tiempo previo a la privación de la vida.

VII. El cuerpo de la víctima sea expuesto, depositado, arrojado o exhibido en un lugar público.

A quien cometa el delito de feminicidio se le impondrán de treinta a sesenta años de prisión y el pago de la reparación del daño correspondiente. Además de las sanciones descritas en el presente artículo, el sujeto activo perderá todos los derechos con relación a la víctima, incluidos los de carácter sucesorio.

Se aprecia que el tipo penal propuesto satisface todos los elementos para integrar un tipo penal básico, y existen otros que implican aumento o agravación de la pena. Que lo determina como un tipo penal especial cualificado. El incremento punitivo tiene que ver: 1.Con la calidad de la pasiva que se califica por ser mujer. Y, de forma necesaria 2. Que se le prive de la vida por razones de género.

El elemento normativo se identifica a partir de “razones de género”, punto que permite no sólo diferenciarlo del homicidio, sino agravar su punición, como parte de la tutela debida. Conscientes de la problemática sobre qué debe entenderse “por razones de género” en un juicio penal para su demostración probatoria, en relación con el respeto al principio de intimación, presunción de inocencia y contradictorio; se evocan circunstancias a partir de elementos objetivos:

Fracción I. La víctima presente signos de violencia sexual de cualquier tipo. Uno de los tipos más claros de violencia de género contra las mujeres y niñas es la violencia sexual. De acuerdo con la Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia, la violencia sexual “es cualquier acto que degrada o daña el cuerpo y/o la sexualidad de la víctima y que por tanto atenta contra su libertad, dignidad e integridad física. Es una expresión de abuso de poder que implica la supremacía masculina sobre la mujer, al denigrarla y concebirla como objeto”.

Desde la perspectiva de diversos mecanismos internacionales en materia de derechos humanos, la violencia sexual contra las mujeres no es un problema aislado: es el resultado de una violencia estructural de género y de patrones socioculturales que discriminan a las mujeres; este tipo de violencia justifica la dominación masculina sobre la base de una supuesta inferioridad biológica de las mujeres.

Sobre el particular se debe tener presente que la libertad sexual se ha consolidado como un importante objeto de protección, en donde no se aspira simplemente a garantizar a toda aquella persona que posea la capacidad de autodeterminación sexual su efectivo ejercicio, sino que el objeto es más ambicioso: se quiere asegurar que los comportamientos sexuales en nuestra sociedad tengan siempre lugar en condiciones de libertad individual de quienes participen; por lo que resultan de interés penal todas aquellas conductas que involucren a otras personas en acciones sexuales sin su voluntad.

Con lo anterior se pretende aclarar que el ejercicio de los actos sexuales enmarcados en una concepción patriarcal
 refuerza el abuso de un sexo sobre el otro, e incluso contiene una carga simbólica importante en la que el cuerpo de la mujer se reduce a un objeto de deseo y de satisfacción para la concupiscencia masculina. 

La Corte Interamericana, en los casos de Penal Castro y Castro,
y Valentina Rosendo Cantú e Inés Fernández Ortega
determina como violencia sexual las acciones de naturaleza sexual que se cometen en contra de una persona sin su consentimiento y pueden involucrar la invasión física del cuerpo humano o actos que no [necesariamente] comprenden penetración o contacto físico alguno. La Comisión Interamericana de Derechos Humanos considera que la lista de las agresiones o los delitos de carácter sexual no es limitativa en el entendido de que esta problemática tiene múltiples y diversas manifestaciones.

El sentido principal, estriba en que la violencia de tipo sexual supone una intromisión en la vida privada e íntima (sexual) y anula el derecho de la víctima a tomar decisiones sobre sus funciones corporales. Por tanto la violencia sexual debe de entenderse como toda acción que obliga a una persona a mantener contacto sexualizado, físico o verbal, o a participaren otras interacciones sexuales mediante el uso de la fuerza, la intimidación, la coerción, el chantaje, el soborno, la manipulación, la amenaza o cualquier otro mecanismo que anule o limite la voluntad personal, o como toda conducta que amenace o vulnere el derecho de la mujer a decidir voluntariamente sobre su sexualidad. Los diversos estudios sociológicos antropológicos que analizan el feminicidio, reflejan que en los casos de asesinatos de mujeres, un alto porcentaje de los cuerpos son encontrados con huellas de violencia sexual. Sin embargo, para los operadores jurídicos en casos de feminicidio la violencia sexual desemboca en la acreditación de la violación sexual, y en la mayoría de las ocasiones ésta se desestima por el uso de estigmas en contra de la víctima o por el dicho de los agresores, quienes manifiestan la existencia de relaciones consensuadas entre la víctima y el agresor.

Lo anterior deviene importante en virtud de que no es necesario para la fracción en análisis, que se deba demostrar una previa violación (como tipo penal) en perjuicio de la víctima, basta que existan signos de violencia sexual.

La existencia de tales signos de violencia sexual no se reduce a los casos en que se puede acreditar una violación, sino que va más allá; esta circunstancia permite considerar todos aquellos casos de asesinatos de mujeres en los que los cuerpos reflejan la existencia de violencia sexual como un factor determinante para el feminicidio, independientemente de que se acredite o no una violación. De acuerdo con la experiencia, el delito de homicidio no ha tenido el suficiente alcance para hacer visible la violencia sexual de la que son objeto las mujeres que son privadas de la vida, por lo que esta violencia constituye una de las características que diferencian en mayor medida al feminicidio del homicidio. En muchos de los casos los cuerpos de las mujeres son encontrados desnudos, semidesnudos o con las prendas mal colocadas, características que constituye en sí mismas signos de violencia sexual.

II. A la víctima se le hayan infligido lesiones infamantes, degradantes o mutilaciones, previas o posteriores a la privación de la vida. Esta hipótesis encuentra su justificación en los hallazgos de las investigaciones que documentan las formas en que las mujeres son asesinadas; a través de las variables de los actos violentos presentados en el cuerpo; y en las armas o los medios utilizados para asesinar a las víctimas, los cuales visibilizan la saña y el uso excesivo de la fuerza empleados para asesinar a las mujeres, es decir, el odio o la misoginia. 

De acuerdo con el Diccionario de la lengua española de la Real Academia la palabra infamante, derivada del verbo infamar, significa: 1) que causa deshonra, 2) quitar la fama, honra y estimación a alguien o algo personificado, mientras que la palabra degradante, derivada del verbo degradar, significa 1) privar a alguien de las dignidades, honores, empleos y privilegios que tiene, 2) reducir o desgastar las cualidades inherentes a alguien o algo y 3) humillar, rebajar, envilecer.

Se reconoce que las lesiones infamantes o degradantes se pueden manifestar cuando a la víctima se le hayan infringido —por hacer mención de forma enunciativa más no limitativa— heridas, escoriaciones, contusiones, fracturas, dislocaciones, quemaduras, mutilaciones y cualquier otro tipo de agresión que le dejen huella material.

Esta hipótesis busca visibilizar la saña, la crueldad, el sometimiento y abuso de poder ejercido por los victimarios, es decir, el intento o tratamiento degradante o destructivo hacia los cuerpos de las mujeres. Esta hipótesis no requiere que se acredite la intencionalidad de la conducta, sino el resultado de los actos violentos ocasionados o el intento de los mismos que tenían la finalidad de tratar u ocasionar daño al cuerpo de las víctimas, y no sólo privarlas de su vida. Esta característica de género del tipo penal pretende determinar la existencia de las circunstancias de modo, tiempo y lugar bajo las cuales se desarrolló el asesinato; esto quiere decir que una valoración integral de la misma permitirá determinar, no sólo el grado de saña, sino el sometimiento, la indefensión de la víctima, el lugar y la forma como se desarrolló el delito.

 Además, desde una perspectiva de género la saña está presente a partir de las lesiones que se realizan en el cuerpo de las víctimas en el cual está presente la crueldad, el sometimiento y el abuso de poder ejercido por el agresor sobre el cuerpo de las víctimas; es decir, el tratamiento destructivo hacia los cuerpos de las mujeres.

III. Existan antecedentes o datos de cualquier tipo de violencia en el ámbito familiar, laboral o escolar, del sujeto activo en contra de la víctima. El propósito de esta hipótesis es hacer visibles los casos en que existen antecedentes de cualquier tipo de violencia del sujeto activo en contra de la víctima. Este supuesto no exige un vínculo entre la víctima y el agresor; sin embargo, es más frecuente encontrarse con esta hipótesis en los casos donde sí lo hay, como los ocurridos en el ámbito familiar donde generalmente existe un continuum de violencia previo a la privación de la vida; así como en otros ámbitos en donde actos como el acoso, el hostigamiento o las amenazas constituyen el antecedente que actualizaría la hipótesis.

La violencia contra las mujeres en el ámbito doméstico no representa hechos aislados ni esporádicos, sino que es el resultado de la violencia estructural de discriminación que viven las mujeres, misma que las coloca en una situación de riesgo permanente, de menoscabo a su integridad tanto física como psicológica, a su libertad y su vida. Por lo anterior, esta circunstancia referente a los antecedentes de violencia no parte de la preexistencia de delitos procesalmente determinados, es decir, no exige probar 'antecedentes penales' del agresor por algún delito cometido en perjuicio de la víctima; basta con la existencia de cualquier 'dato' que actualice la hipótesis mediante testimonios, declaraciones, servicios del Estado o cualquier otro indicio o medio de prueba.

Esta fracción tiene como fin visibilizar los diversos antecedentes, contextos e indicadores de riesgo que permiten considerar la existencia de un continuum de violencia; sirve para establecer que la relación entre violencia doméstica/privada y violencia pública sugiere un continuum en el uso de ésta como mecanismo de control sobre las mujeres. Este continuum de violencia no puede ser conceptualmente capturado sino se comprende que los perpetradores operan con base en formas de relaciones de género previamente establecidas, que sólo se exacerban en estos contextos. De esta manera, la violencia contra las mujeres se normaliza y naturaliza haciéndose aceptable e inevitable. Frente a las diversas formas de violencia contra las mujeres es evidente que su reproducción es posible cuando existe un continuum de violencia, elemento común presente en todas las formas de violencia, que se basa en una relación de poder, y en el cual la violencia contra las mujeres no se puede ver de manera individual, sino como una mezclad e acciones o actos que se interrelacionan entre sí, a lo largo de la vida de cualquier mujer. Este tipo de continuum se encuentra presente en el uso de estereotipos de género que, según Rebeca Cook, son los elementos sociales y culturalmente asignados a hombres y mujeres, a partir de las diferencias físicas basadas en su sexo y que pueden tener un efecto negativo en las mujeres, pues históricamente las sociedades les han asignado roles secundarios, menos valorados socialmente y jerárquicamente inferiores.
 De manera que se intenta visibilizar el riesgo no sólo en el ámbito íntimo o privado, sino también en el espacio público. 

IV. Exista o haya existido entre el activo y la víctima una relación de parentesco, por consanguinidad o afinidad, de matrimonio, concubinato, noviazgo o cualquier otra relación de hecho o amistad. Esta hipótesis busca proteger los casos en los que existe una relación entre la víctima y el victimario. Toda vez que en varios feminicidios las mujeres mueren a mano de personas con las que tenían un vínculo sentimental, perpetuado por las relaciones dentro de la pareja y familia, donde además de que se perpetúan los estereotipos de género se mantiene un silencio ante la denuncia.

Se considera que esta hipótesis es una razón de género al creer que las mujeres se sienten en confianza en este tipo de relaciones. En este sentido es preciso señalar que en aproximadamente30% de los casos, las mujeres son asesinadas por un conocido, lo que eleva la cifra de los casos de violencia familiar, sobre todo aquellos cometidos por la pareja o ex pareja de la víctima. Esta hipótesis se traduce como una de las razones de género en virtud de que en muchas ocasiones esa desigualdad entre hombres y mujeres se ve reflejada en las relaciones entre ambos sexos. 

En el caso de la violencia en el ámbito familiar y de pareja, el trato discriminatorio se agudiza en el marco de relaciones asimétricas basadas en estereotipos que desvaloran a las mujeres y permiten el abuso de poder de los hombres sobre las mujeres. Cabe señalar que para la acreditación de esta hipótesis no se requieren elementos o pruebas de carácter formal, es decir, el operador jurídico no necesita acreditar esta hipótesis con actas que acrediten la relación, bastará con las declaraciones de testigos que tuvieran conocimiento de esta relación.

Como ya se mencionó, en la construcción del tipo penal esta razón de género no busca la consecución de un beneficio material e inmediato, sino reconocer la existencia del feminicidio en los casos en que el agresor, la pareja o la familia consideran que la mujer ha infringido los estatutos de comportamiento, y que por esto merecen un castigo. Debido a ello algunos autores consideran que éstos son crímenes pasionales, aunque en realidad tienen que ver con las relaciones desiguales de poder.

Ante este tipo de feminicidios es importante evitar la incorporación de elementos normativos que tengan por fin atenuar la pena, por mencionar el estado de emoción violenta en el que se encontraba el agresor al cometer el feminicidio. De la experiencia en la documentación de casos se sabe que los agresores actúan y justifican su actuar ante la justicia con el estado de emoción violenta. Es necesario recordar que la violencia doméstica se caracteriza por su continuidad, no por las emociones o la voluntad del agresor que cambia según se modifican las relaciones familiares, así como por la percepción del agresor acerca de lo que debería de ser hacer la mujer, para no provocar en él la modificación de sus emociones.
 Es decir se trata de la racionalización de la violencia. 

V. Existan o haya existido entre el activo y la víctima una relación laboral, docente o cualquier otra que implique relación de subordinación o superioridad.  Esta hipótesis supone un contexto de prevalimiento de la situación por parte del actor. Aun cuando no exista de facto una relación de superioridad, el elemento de confianza que puede tener la víctima hacia el activo, coloca a la víctima y al activo en una situación desigual. El objetivo de esta hipótesis es considerar todos aquellos casos en los que la víctima sostenía una relación distinta a la de confianza o a la de subordinación, que en su mayoría se  manifiestan en los ámbitos laboral o docente. 
De manera similar a la hipótesis anterior, estas relaciones reflejan desigualdad de género y son asimétricas, sólo que se presentan más allá del contexto de discriminación dentro de las relaciones familiares o de confianza.

Es necesario tener en cuenta que esta hipótesis fue considerada debido a la situación de vulnerabilidad en que se encuentran las mujeres en estos ámbitos de ver afectada su trayectoria académica o la necesidad de no perder su trabajo.
Las mujeres son sometidas a un contexto de violencia que es permitido en sus centros de trabajo o estudio, situación que las pone en riesgo de ser privadas de su vida. La acreditación de esta hipótesis no requiere el uso de comprobación de medios adicionales, pues basta con la actualización del primer elemento normativo y la acreditación de una relación laboral o académica que la actualice. Se tiene que tener en consideración que ante la ineficacia de las normas que pretendían la igualdad, se plantea que el ordenamiento jurídico desempeñe un papel activo, lo que fomenta las mismas oportunidades  y trato en los centros de trabajo. Lamentablemente la creación de estas normas en poco ha impactado en la erradicación de la desigualdad en los ámbitos laboral y escolar, por el contrario, los agresores abusan de suposición de poder para someter y privar de la vida a las mujeres.

VI. La víctima haya sido privada de su libertad o incomunicada, cualquiera que sea el tiempo previo a la privación de la vida.  Como ya se mencionó, en la construcción del delito de feminicidio lo que no se buscaba era que el operador jurídico se encontrara ante un concurso de delitos o una acreditación de otro delito. Esta hipótesis responde a la situación en la que se encuentran varias mujeres, es decir, son privadas de su libertad por conocidos o desconocidos quienes atentan contra la libertad de tránsito de las víctimas. En esta fracción no es necesaria la acreditación de una temporalidad específica, lo mismo pueden considerarse minutos, horas, días o meses. Esta hipótesis busca visibilizar como feminicidio aquellos casos en los que niñas y mujeres se encuentran desaparecidas, privadas de su libertad o incomunicadas, y cuyos cuerpos son encontrados con posterioridad.

Esta circunstancia tiene relación con otras conductas delictivas como el secuestro, la privación de la libertad, la trata de personas, la pornografía forzada o infantil, el lenocinio o la simple intención de someter a la mujer a un cautiverio.

Es importante señalar que la incomunicación representa el abuso del poder y el control que tiene el sujeto activo sobre la víctima. Ese abuso de poder y control se refleja con la incomunicación previa, con el hecho de mantener sometida y privada de su libertad a la víctima, para después privarla de la vida.

VII. El cuerpo de la víctima sea expuesto, depositado, arrojado o exhibido en un lugar público. Esta circunstancia busca tipificar la tendencia de exhibir el cuerpo de las mujeres como un acto de poder e impunidad, en el que los agresores desechan el cuerpo de las mujeres como algo inservible, sin valor. Representa el control que se tiene sobre las mujeres para privarlas de la vida y muchas veces poder manipular el cuerpo trasladándolo del lugar de los hechos a otro lugar donde es arrojado, lo cual trasgrede el espacio público.

La trasgresión al espacio público conlleva un mensaje de desprecio hacia las mujeres, así como un mensaje de poder, ya que con este acto los agresores demuestran que pueden privar de la vida a una mujer, trasladar su cuerpo, desecharlo y que no tiene consecuencia.

El mensaje enviado a las mujeres es de miedo y de impunidad a la sociedad.

Se establece que el feminicidio se castigará con pena de prisión de treinta a sesenta años además del pago de la reparación del daño correspondiente y la pérdida de los derechos que se tengan sobre la víctima, incluso aquéllos de carácter sucesorio.

Lo anterior nos conduce a reformar el artículo 126 del Código Penal, como consecuencia de lo anterior únicamente pune la hipótesis de privación de vida de un menor de edad.”

VII.- La iniciativa referida en el punto número de III de antecedentes se sustenta básicamente en los siguientes motivos: 
El titular del Poder Ejecutivo del Estado de Chihuahua, respondiendo al compromiso de contar con un proceso participativo en la elaboración de la tipificación del delito de Feminicidio, consultó el contenido de este documento con especialistas, académicas, representantes de la sociedad civil y de distintas instancias gubernamentales, quienes participaron desde su experiencia y aportaron sus saberes técnicos en la elaboración de la presente iniciativa. En especial, se agradece la colaboración y orientación brindada por la oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos en México.

I. Contexto y dimensión de los asesinatos de mujeres con violencia en el país y en Chihuahua.

La violencia y la discriminación contra las mujeres, por el hecho de ser mujeres, es un flagelo que ofende profundamente a la humanidad; nuestro país y el estado de Chihuahua, no han sido ajenos a este fenómeno. Lamentablemente, desde hace décadas, el estado de Chihuahua y los municipios que lo integran se han convertido en un referente de dicha violencia y discriminación contra las mujeres. En repudio a esta situación, en mi gobierno hemos asumido la responsabilidad y nos hemos dado a la tarea de combatir de manera frontal esa violencia para erradicarla de forma definitiva.

Según la Encuesta Nacional sobre la Dinámica de las Relaciones en los Hogares del año 2011 (ENDIREH)
, 46.44% (550,402) de las mujeres Chihuahuenses mayores de 15 años reportaron haber sufrido algún tipo de violencia, sea emocional, económica, física o sexual, a manos de su pareja. Esto ubica a nuestra entidad por encima de la media nacional. Asimismo, la encuesta reveló que el 33.0% de las mujeres en el estado son violentadas en el ámbito comunitario, lo que nos coloca en el quinto lugar a nivel nacional, sobre la media que es de 31.8%.
Así mismo, el Instituto Nacional de Estadística y Geografía (INEGI), informa que entre 2011 y 2015 se registraron 1,177 defunciones de mujeres por homicidio
, en sus estadísticas de mortalidad.

Por su parte, el informe de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos
 destaca que en nuestro estado el 90% de las mujeres víctimas de violencia son menores de 18 años, y que las más afectadas suelen ser mujeres en situación de pobreza, con mayor dificultad en su trayecto de acceso a la justicia.

Tenemos entonces que el panorama de violencia hacia las mujeres que culmina en el asesinato hacia éstas por razones de género, en nuestro país y en el estado, es grave, y requiere de una legislación acorde que visibilice la especificidad y características de la violencia feminicida y que mande un mensaje claro a todos los sectores de la sociedad de que en Chihuahua ya no se tolerarán prácticas violentas machistas que dañen a las mujeres, y menos aquellas que terminen con su vida.

II. Algunos antecedentes.

A principios de la década de los noventas, la feminista Esther Chávez Cano, dio la voz de alarma sobre los asesinatos violentos de mujeres en Ciudad Juárez, Chihuahua, en los cuales niñas y mujeres, principalmente en situación de pobreza, fueron secuestradas, violadas, asesinadas, y finalmente arrojadas en el desierto y en la periferia de la ciudad. El Movimiento Estatal de Mujeres de Chihuahua acompañó estas denuncias.
Así surgió la lucha de las madres de las víctimas y de las organizaciones de la sociedad civil que acompañaron sus demandas, quienes lograron colocar en la agenda nacional e internacional el tema de los feminicidios, hasta volverlo visible. A raíz de esto, comenzó a documentarse el contexto en el que ocurren estos hechos en Ciudad Juárez, un lugar de paso de un alto porcentaje de población flotante que proviene del resto del país y Centroamérica en busca de oportunidades de trabajo en Estado Unidos, con lo que se ocasionó un crecimiento demográfico acelerado y desordenado, en un contexto donde existía poca planeación urbana y una gran carencia en la provisión de servicios a la ciudadanía. 

Aunado a lo anterior, confluyeron una serie de factores geográficos, económicos y sociológicos que abonaron a generar las condiciones sociales para que estos hechos se dieran al alza y de manera impune.

Es en este contexto que, en noviembre del 2001, fueron encontrados restos de mujeres en un campo algodonero frente a la Asociación de Maquiladoras en la confluencia de dos avenidas importantes en Ciudad Juárez. Sin sustento, se asignó identidad a los restos, se detuvo y torturó a dos hombres, quienes después fueron acusados de la comisión de estos asesinatos. La indignación social se hizo saber. Las desapariciones y asesinatos comenzaron a reproducirse en la capital del estado, así como las irregularidades, la impunidad, la negligencia y la descalificación por parte de las autoridades encargadas de la investigación de estos delitos, generando una gran desconfianza en las familias de las víctimas y en la ciudadanía; ni cuando asignan identidad a los restos, ni cuando detienen a probables asesinos, ni cuando dan cifras o explicaciones.

De esta experiencia se pudo observar que en los asesinatos de mujeres está presente la misoginia y la cultura patriarcal, pero también una estructura económica, social y política que sistemáticamente las discrimina y las explota. El Estado ha sido indolente, culpabilizando a las víctimas y trasladando la responsabilidad de la seguridad ciudadana a las familias. Los motivos y los perpetradores han sido diversos, y en la gran mayoría de los casos han sido cobijados por la corrupción y la impunidad.
El Movimiento Estatal de Mujeres de Chihuahua acompañó a las víctimas en su exigencia de justicia, y gracias a su involucramiento, el tema comenzó a ganar notoriedad en el estado de Chihuahua y en el país. Así, comenzaron a multiplicarse las organizaciones, redes y observatorios enfocados a dar seguimiento y a exigir que se atendiera esta problemática. Las mujeres comenzaron a organizarse cada vez más, y a documentar, denunciar, exigir e investigar las causas y los hechos en torno a los asesinatos de mujeres. Asimismo, comenzaron a desplegar un abanico de acciones, fuertes, creativas, constantes y contundentes, para visibilizar y erradicar la situación anómala de asesinatos violentos contra mujeres en la entidad. El activismo trascendió las fronteras y encontró conciencias y oídos receptivos. Es así como la consigna “¡Ni una más!” empezó a resonar por el mundo, en otros idiomas, y su clamor se volvió sinónimo de exigencia, de esperanza y de compromiso. La indignación y la solidaridad comenzaron a instalarse en la ciudadanía. 
En esta etapa de hacer visible el feminicidio, quienes acompañaron a las familias de las mujeres víctimas se valieron de aportes de diversas disciplinas: la antropología, sociología, psicología, ciencias jurídicas, que les permitieron abordar, con juicio crítico, esta problemática. Así, se comenzó a desarrollar el concepto de feminicidio en sus diferentes acepciones como un crimen fálico de supremacía masculina y de terrorismo sexual
 contra las mujeres tolerado por el Estado y otros grupos de poder
; como genocidio contra mujeres que sucede cuando se atenta contra la integridad, la salud, las libertades y la vida de las mujeres
, o el Feminicidio sexual serial, que se da de una forma continua y con marcas de violencia similares en los cuerpos de niñas y mujeres. 

Por su parte, en el año 2007 el escritor Chihuahuense Carlos Montemayor solicitó al pleno de la Academia Mexicana de la Lengua que se considerase el término feminicidio, tanto desde el punto de vista de su importancia social, como de su idoneidad léxica. El pleno de la Academia reconoció la impecable composición de la voz, por ajustarse a la norma culta de su origen latino. No obstante, su incorporación en un diccionario como una nueva voz de la lengua española o como un mexicanismo requería de un proceso particular en las Comisiones de la Academia. No fue sino hasta el año de 2014 que el término finalmente se incorporó al Diccionario de la Real Academia de la Lengua, en su 23ª edición.

En 1998 la Comisión Nacional de Derechos Humanos emitió la primera recomendación en respuesta a esta situación de violencia hacia las mujeres en Ciudad Juárez
. El gobierno estatal en ese momento ignoró, descalificó y se justificó ante esa acción y permaneció inactivo. En el año 2003, esa misma Comisión emitió un informe en ese sentido.

Alrededor de esta época, el Sistema de Naciones Unidas y el Sistema Interamericano de Derechos Humanos comenzaron a realizar misiones en distintos países, incluido México. Como resultado de dichas visitas, México recibió un total de 140 recomendaciones internacionales en el periodo de los años 2000-2006, sólo en el tema de derechos de las mujeres. Por su parte, Amnistía Internacional, la Unión Europea, el Parlamento Europeo y el Congreso de Estados Unidos también emitieron informes y recomendaciones al Estado mexicano por la situación de violencia contra las mujeres que se estaba viviendo en el territorio.
A raíz de estas intervenciones es que la lucha contra el feminicidio se empezó a reconocer como un problema público, político, que debía atenderse, y que requería del involucramiento de las y los familiares de las víctimas, defensoras y defensores de derechos humanos, organizaciones, redes, académicas, artistas, representantes populares, periodistas, mujeres y hombres, que abrieran espacios, impulsaran acciones y propusieran soluciones. En este tenor, se promovió la creación de instancias, programas, fiscalías, comisiones especiales en los congresos, políticas públicas, fondos y leyes orientados a frenar y resolver la problemática del feminicidio. 
Dentro de otras acciones impulsadas por las organizaciones de la sociedad civil, “Justicia Para Nuestras Hijas”, una organización de familiares de mujeres desaparecidas y asesinadas en la Ciudad de Chihuahua, promovió en ese entonces la participación del Equipo Argentino de Antropología Forense, por su capacidad técnica al servicio de los derechos humanos y su ética, para que interviniera en el proceso de identificación de restos humanos. Fue en el año 2005 que iniciaron los trabajos bajo convenio con la Procuraduría de Justicia del Estado. Las mujeres del Equipo Argentino de Antropología Forense, con calidez y respeto, trabajaron con los familiares de las víctimas el proyecto de intervención y les convencieron de permitir les fuesen tomadas muestras para establecer los perfiles genéticos, documentaron la información física sobre sus hijas, y realizaron cruces masivos de perfiles genéticos en laboratorios confiables. Esto contribuyó enormemente a identificar los restos de las víctimas que se fueron encontrando.
Gracias a esta lucha, el feminicidio permaneció como tema central de diagnósticos, tesis, libros, ensayos, investigaciones, documentales, películas, poemas, canciones, obras de teatro, fotografías, pinturas, máscaras, grafiti, carteles y monumentos, tal como es el caso del monumento de la Cruz de Clavos, que a la fecha se exhibe frente al Palacio de Gobierno en la capital del estado. La Cruz de Clavos fue colocada como un recordatorio a los gobernantes de la urgente necesidad de dar cumplimiento a su obligación brindar seguridad, y garantizar el derecho a la vida y la libertad de las mujeres, así como para rendir homenaje a las mujeres y niñas asesinadas. 
En esta coyuntura es que la Corte Interamericana de Derechos Humanos dictó uno de los instrumentos más relevantes del sistema interamericano de derechos humanos en materia de protección a los derechos humanos de las mujeres en nuestro país para dar respuesta a la situación de violencia contra las mujeres en Ciudad Juárez que se relata en párrafos anteriores. 
Como ya se mencionó antes, en diciembre de 2009 este organismo internacional emitió la sentencia de Campo Algodonero, en la que condenó al Estado mexicano por los asesinatos de Claudia Ivette González, Laura Berenice Ramos Monárrez y Esmeralda Herrera Monreal cuyos restos fueron localizados en un campo algodonero de Ciudad Juárez.
 Esta sentencia es emblemática, entre otras consideraciones porque: fortalece los conceptos y metodología de la perspectiva de género en la interpretación judicial para la desaparición, el feminicidio y otros delitos contra las mujeres; confirma la perspectiva de género como característica central de exigencia para evaluar el cumplimiento de las obligaciones del Estado mexicano; y define acciones de reparación de daño y mecanismos de no repetición que obligan a reformar instituciones, crear políticas públicas y programas de prevención y atención. Esta sentencia es considerada como un nuevo punto de partida para la movilización ciudadana, particularmente de las propias mujeres y organizaciones defensoras de sus derechos, ya que abrió las puertas para que estas pudieran presentar iniciativas legislativas y de política pública y exigir el cabal cumplimiento de la sentencia por parte del Estado mexicano.

III. El tipo penal de Feminicidio en el país y en Chihuahua.

Al día de hoy, el estado de Chihuahua es el único de la república mexicana que no contempla en su Código Penal el tipo penal de feminicidio. 
La Doctora en Antropología Social, Rita Laura Segato retoma los aportes de Marcela Lagarde y Julia Monárrez en cuanto al término “feminicidio” y su carácter de sistémico. Adicionalmente señala: 
“En mi caso, he venido insistiendo en la importancia de tipificar los diversos tipos de violencia contra la mujer, marcando la diferencia entre crímenes que pueden ser personalizados, es decir, interpretados a partir de relaciones interpersonales o de móviles de tipo personal por parte del perpetrador, de aquellos que no pueden serlo. Esta tarea es difícil porque parece contrariar la convicción de todas nosotras de que la violencia contra las mujeres debe ser abordada como un resultado de las relaciones de género, es decir, de una estructura única. Esta tipificación, como he venido argumentando, es indispensable tanto para la eficacia de la investigación criminal, como para la comprensión de los crímenes por parte de los jueces y, especialmente, para crear las condiciones de que por lo menos una parte de estos crímenes se tornen jurisdicción de los fueros internacionales de Derechos Humanos y alcancen la condición de imprescriptibles, es decir, QUE NO PRESCRIBAN. Por esta característica y también por el peso simbólico que le confiere la condición de quedar contemplado por una normativa supra-estatal, el tipo de feminicidio que alcance este nivel podrá obtener un gran impacto en la visibilización del carácter violentogénico de las relaciones de género en general y en la desprivatización de todos los crímenes de género, contribuyendo para que el sentido común los retire de la atmósfera intimista a que el sentido común los refiere , del universo de las pasiones privadas a que son siempre restrictos por la imaginación colectiva. …Debemos por lo tanto empeñarnos no sólo en inscribir el término “feminicidio” en el discurso potente de la ley y dotarlo así de eficacia simbólica y performativa, sino también en obtener otras ventajas prácticas que resultan de esa eficacia. Pues leyes específicas obligarán a establecer protocolos detallados para laudos periciales policiales y médico-legales adecuados y eficientes para orientar la investigación de la diversidad de los crímenes contra las mujeres en todos los tipos de situaciones, aún en aquéllas que no sean entendidas, según la definición vigente de “guerra”, como de tipo bélico o de conflicto interno. Como sabemos a partir de la experiencia de Ciudad Juárez, es indispensable que los formularios estén elaborados de manera adecuada para guiar la investigación policial y así disminuir la impunidad…”

Atendiendo a lo anterior, en esta administración queremos dejar claro que no habrá lugar para más simulaciones ni paliativas como los que se han venido utilizando en los últimos años por administraciones pasadas, que han hecho de las instituciones del Estado, por acción u omisión, cómplices de esa violencia y responsables de la impunidad que permitió su crecimiento.
Es impostergable establecer mecanismos eficaces y certeros que se conviertan en herramientas de cambio para transformar una cultura y una sociedad que se han mostrado indiferentes ante estos hechos que laceran profundamente nuestras estructuras sociales.
Aquí y ahora es necesario establecer acciones, incluyendo acciones afirmativas, que contribuyan a trasformar las instituciones, pero también las estructuras sociales e idiosincrasia que imperan en nuestra sociedad, para dejar atrás la indiferencia y la apatía del Gobierno y ahora sí, proteger y garantizar el derecho a vivir libres de violencia, así como el derecho al libre desarrollo de la personalidad y de la consecución de su proyecto de vida en paz y libertad para las chihuahuenses y para sus familias.
El atentado a la dignidad de las mujeres a través de hechos como la violencia familiar, económica, patrimonial, psicológica, sexual, la explotación, el acoso sexual y otros tipos de violencia, se agrava ante la violencia estructural e institucional que persiste contra ellas. En ese tenor es pertinente tener claro el origen y el estado del problema que nos permita generar una solución actual, eficaz y contundente.
Desde una de las aristas del problema, esta iniciativa pretende reformar el Código Penal del Estado de Chihuahua para tipificar el delito de Feminicidio, tomando en consideración la historia, evolución y el estado de las cosas respecto de la violencia de género contra las mujeres y niñas. Para poder afrontar este grave problema, se pondrá en marcha todo el aparato de mi gobierno contra quienes violenten a las mujeres y contra quienes procuren, aprovechen o condonen esa violencia; no se tolerarán hechos de esta índole y actuaremos con firmeza y convicción para fortalecer o crear mecanismos para poner en marcha una política pública integral para un verdadero acceso a la justicia, que sea contundente, pronta y expedita, para prevenir, atender, sancionar y erradicar delitos de esta naturaleza.

IV. El combate a la violencia de género en el Concierto de las Naciones. 

La Declaración Universal de los Derechos Humanos establece en su preámbulo  lo siguiente: “Considerando que la libertad, la justicia y la paz en el mundo tienen por base el reconocimiento de la dignidad intrínseca y de los derechos iguales e inalienables de todos los miembros de la familia humana”; de ahí la ineludible premisa que nos impulsa y nos orienta por el camino de la búsqueda y obtención de la libertad y dignidad de las personas; de manera diáfana en su artículo 1º expone: “Todos los seres humanos nacen libres e iguales en dignidad y derechos y, dotados como están de razón y conciencia, deben comportarse fraternalmente los unos con los otros”.
 En consecuencia, el desconocimiento o el menosprecio de esos derechos humanos han desembocado en actos de barbarie ultrajantes para la conciencia de la humanidad.
Hace varios años que, ante la percepción de la existencia del fenómeno de la violencia contra las mujeres y niñas, la Organización de las Naciones Unidas en el artículo 1 de la Declaración sobre la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer estableció con claridad que la violencia contra las mujeres es "fundamentalmente injusta y constituye una ofensa a la dignidad humana”. Adicionalmente, en este documento se define conceptualmente la violencia contra la mujer de la siguiente manera “todo acto basado en la pertenencia al sexo femenino que tenga o pueda tener como resultado un daño o sufrimiento físico, sexual o psicológico para la mujer, así como las amenazas de tales actos, la coacción o la privación arbitraria de la libertad, tanto si se producen en la vida pública como en la privada”.

Los principios de Igualdad ante la Ley y la no discriminación contra las mujeres, de acuerdo con el Derecho Internacional de los Derechos Humanos, se vienen delineando en diferentes ordenamientos normativos. Por lo que se refiere al principio de no discriminación contra las mujeres, la Convención Americana de Derechos Humanos en su artículo 1, dispone que los Estados Parte se comprometen a lo siguiente:
 "Respetar los derechos y libertades reconocidos en ella y a garantizar su libre y pleno ejercicio a toda persona que esté sujeta a su jurisdicción, sin discriminación alguna por motivos de (...)sexo (...) o cualquier otra condición social."

El artículo 2 impone el imperativo a los Estados Parte de adoptar las medidas legislativas y de otra índole, para incorporar en el derecho interno estos derechos y libertades mediante la adopción medidas legislativas o de otra índole que efectivamente garanticen dichos derechos y libertades.
Asimismo, el 18 de diciembre de 1979 se aprueba la Convención sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación contra la Mujer (CEDAW, por sus siglas en inglés), por parte de la Asamblea General de las Naciones Unidas y entra en vigor como tratado internacional el 3 de septiembre de 1981 tras su ratificación por 20 países, incluido México, y define en su artículo 1 la discriminación contra la mujer de la siguiente manera:
 “A los efectos de la presente Convención, la expresión "discriminación contra la mujer" denotará toda distinción, exclusión a restricción basada en el sexo que tenga por objeto o por resultado menoscabar o anular el reconocimiento, goce o ejercicio por la mujer, independientemente de su estado civil, sobre la base de la igualdad del hombre y la mujer, de los derechos humanos y las libertades fundamentales en las esferas política, económica, social, cultural y civil o en cualquier otra esfera”.

Así las cosas, comienza a consolidarse un cuerpo normativo internacional que obliga a los Estados parte de estos tratados internacionales a brindar condiciones de igualdad y seguridad para las personas, mismas que no han sido cabalmente garantizadas en nuestra sociedad, pues a nadie escapa el creciente índice de feminicidios que asolan a nuestras comunidades, siendo así imperativo que, atendiendo a tales hechos, se implementen acciones contundentes que inhiban y eliminen la violencia contra las mujeres.
En esa tesitura, y ante el creciente número de casos en los que se presentan situaciones de violencia y discriminación hacia las mujeres que encuadran en los hechos descritos en los renglones trascritos de los párrafos anteriores, resulta necesario asumir una actitud activa y propositiva que reafirme y fortalezca mecanismos de atención, combate, sanción y erradicación de esa violencia. Para esos fines, no se deben pasar por alto los lineamientos que nos marca la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia Contra la Mujer, (Convención de Belem Do Para), que a continuación se transcriben:
“Artículo 7. Los Estados Partes condenan todas las formas de violencia contra la mujer y convienen en adoptar, por todos los medios apropiados y sin dilaciones, políticas orientadas a prevenir, sancionar y erradicar dicha violencia y en llevar a cabo lo siguiente:
a. Abstenerse de cualquier acción o práctica de violencia contra la mujer y velar porque las autoridades, sus funcionarios, personal y agentes e instituciones se comporten de conformidad con esta obligación;
b. Actuar con la debida diligencia para prevenir, investigar y sancionar la violencia contra la mujer;
c. Incluir en su legislación interna normas penales, civiles y administrativas, así como las de otra naturaleza que sean necesarias para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra la mujer y adoptar las medidas administrativas apropiadas que sean del caso;
d. Adoptar medidas jurídicas para conminar al agresor a abstenerse de hostigar, intimidar, amenazar, dañar o poner en peligro la vida de la mujer de cualquier forma que atente contra su integridad o perjudique su propiedad;
e. Tomar todas las medidas apropiadas, incluyendo medidas de tipo legislativo, para modificar o abolir leyes y reglamentos vigentes, o para modificar prácticas jurídicas o consuetudinarias que respalden la persistencia o la tolerancia de la violencia contra la mujer;
f. Establecer procedimientos legales justos y eficaces para la mujer que haya sido sometida a violencia, que incluyan, entre otros, medidas de protección, un juicio oportuno y el acceso efectivo a tales procedimientos;
g. Establecer los mecanismos judiciales y administrativos necesarios para asegurar que la mujer objeto de violencia tenga acceso efectivo a resarcimiento, reparación del daño u otros medios de compensación justos y eficaces; y
h. Adoptar las disposiciones legislativas o de otra índole que sean necesarias para hacer efectiva esta Convención.”

En el contexto apuntado, se van definiendo los lineamientos a seguir en nuestro quehacer como autoridades responsables de combatir la violencia de género, sin dejar de lado el marco jurídico nacional e internacional aplicable en virtud de la reforma constitucional de 2011 en materia de derechos humanos, así  como a partir del artículo 1º de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en el que se plantea, no solo el derecho a la igualdad y no discriminación entre las personas, sino también la obligación de todos los las autoridades a todos los niveles de gobierno de promover, respetar, proteger y garantizar esos derechos humanos.
También es pertinente considerar lo dispuesto en la Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia, en la que se enuncian los principios bajo los cuales se deberán formular e implementar las políticas públicas para garantizar el acceso de las mujeres a una vida libre de violencia, a saber: La igualdad jurídica entre la mujer y el hombre, el respeto a la dignidad humana de las mujeres, la no discriminación, y la libertad de las mujeres.

Asimismo, tenemos que la descripción de los tipos y modalidades de la violencia
 contra las mujeres descritos en dicha Ley General, nos muestran una serie de elementos normativos que nos permiten delinear con mayor exactitud el tipo penal que se propone.
En consistencia con lo anterior, la Ley Estatal del Derecho de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia enmarca las atribuciones y directrices a seguir para establecer medidas de carácter legislativo que nos permitan alcanzar el objetivo de eliminar la violencia contra las mujeres.
 

V. Intentos previos de tipificar el feminicidio en el estado de Chihuahua.

El contenido del artículo 126 del Código Penal del Estado de Chihuahua, en los términos redactados actualmente considera al homicidio de mujeres como un “Homicidio Agravado”. En ese sentido el citado artículo señala textualmente que: “cuando la víctima del delito de homicidio sea del sexo femenino o menor de edad, se aplicarán las penas previstas en el segundo párrafo del artículo anterior”
; es decir, de treinta a sesenta años de prisión.
Esta redacción tiene su origen en el Código Penal del Estado de Chihuahua de 04 de marzo de 1987, en donde mediante Decreto No. 790-03 IX P.E., publicado en el Periódico Oficial el 27 de agosto del 2003, se adiciona un artículo 195 bis, que señalaba textualmente: “Cuando la víctima del delito de homicidio sea del sexo femenino, se aplicarán las penas previstas en el artículo 194 ter, según fuera el caso”.

Más adelante, con la reforma publicada el 27 de diciembre de 2006 mediante el Decreto No. 690-06 I P.O. en el Periódico Oficial del Estado, el contenido de dicho artículo 195 bis se integró al artículo 126 del Código Penal del Estado de Chihuahua, vigente actualmente, estableciendo una pena de entre treinta a sesenta años de prisión a quien cometiese el delito de homicidio y la víctima fuese mujer o menor de edad.
Posteriormente, en el año 2009, al revisar la constitucionalidad del citado artículo la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al resolver el amparo directo en revisión 1359/2009, en el que se argmentaba que el artículo 126 del Código Penal del Estado de Chihuahua era violatorio del principio de igualdad ante la ley y discriminatorio, y por lo tanto contravenía los artículos 1º y 4º constitucionales, resolvió lo siguiente:
“…., tratándose de normas diferenciadoras que incidan en el goce de garantías individuales, así como en el caso de aquellas que descansen en algunos de los criterios enumerados en el párrafo tercero del artículo 1° constitucional y que no constituyan acciones afirmativas, se impone la necesidad de usar en el juicio de legitimidad constitucional un canon mucho más estricto, que implique un mayor rigor respecto a las exigencias materiales de la proporcionalidad, dado que en tales casos la propia Constitución impone una regla de tratamiento igual, que sólo admite excepciones cuando se busque satisfacer una finalidad constitucionalmente imperativa y exige medios estrechamente ajustados a esa finalidad”.
“…En este sentido, no se cumplirá el requisito de adecuación cuando la medida legislativa no contribuya de ningún modo a la obtención de su fin inmediato. Tratándose de las prohibiciones concretas de discriminación, en cambio, será necesario analizar con mayor intensidad la adecuación, siendo exigible que la medida esté directamente conectada con el fin perseguido”.
“Finalmente, debe determinarse si la medida legislativa de que se trate resulta proporcional, es decir, establecer si la medida guarda una relación razonable con el fin que se procura alcanzar, lo que supone una ponderación entre las ventajas y desventajas de la medida, a efecto de comprobar que los perjuicios ocasionados por el trato diferenciado no sean desproporcionados con respecto a los objetivos perseguidos. El juicio de proporcionalidad exige comprobar si el trato desigual resulta tolerable, teniendo en cuenta la importancia del fin perseguido, en el entendido de que mientras más alta sea la jerarquía del interés tutelado, mayor puede ser la entidad de la diferenciación.”
“…el artículo 126 del Código Penal del Estado de Chihuahua no viola la garantía de igualdad prevista en el artículo 1° constitucional, en razón de que el legislador, al momento de crear la norma, atendió a la calidad especial del sujeto pasivo, la de tener sexo femenino y ser menor de edad, por lo que incluyó una agravante.
En efecto, cabe agregar que esa protección, que en el caso especial del Estado de Chihuahua se otorga a grupos vulnerables, en este caso a las mujeres, tiene además un sustento en el concierto de Naciones, al encontrar respaldo en ordenamientos internacionales signados por México como la CONVENCION INTERAMERICANA PARA PREVENIR, SANCIONAR Y ERRADICAR LA VIOLENCIA CONTRA LA MUJER.
Aunado a lo anterior cabe señalar que, tal como lo advirtió el Tribunal Colegiado, no se vulnera en forma alguna la garantía de igualdad entre el hombre y la mujer en tanto la agravante no va dirigida a un derecho como sujeto activo del delito sino a una situación vulnerable propia del sujeto pasivo, en este caso, a un grupo socialmente vulnerable en la comunidad específica donde la norma aplica;…
En el criterio apuntado se advierte que la medida legislativa debe ser acorde y estar en consonancia con la finalidad buscada, es decir, la diferenciación en las penas debe tener como fin, garantizar la observancia y goce del derecho de las mujeres a una vida libre de violencia, estableciendo normas penales que den su justa dimensión a la problemática y endurezcan las sanciones contra quienes perpetúen acciones que vulneren o trasgredan esos derechos.
Es así como en la tipificación del Feminicidio se deben describir en el tipo penal los elementos que lo integran y que permitan sustentar y establecer una relación causal con la finalidad que se busca, a fin de establecer una distinción justificada, razonable y objetiva que justifique el establecimiento de una pena diferenciada, de acuerdo con el mandato de interpretación conforme, para dar cumplimiento a esa finalidad imperiosa descrita en nuestra Carta Magna y en los tratados internacionales suscritos por México.
Posteriormente, en el 2014, la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación resolvió el amparo en revisión penal 5267/2014, para efectos de deliberar acerca de la constitucionalidad del artículo 126 del Código Penal del Estado de Chihuahua, y determinar si éste era violatorio del derecho a la igualad y no discriminación, al establecer como agravante para el delito de homicidio el hecho de que la víctima sea del sexo femenino. En dicha determinación el alto tribunal expuso algunas consideraciones que servirán como directrices para poder adecuar la disposición normativa, para lo cual es menester tomar en consideración los argumentos vertidos por el Órgano Jurisdiccional, quien, al entrar al estudio del asunto, delimitó el marco de estudio del asunto de la siguiente manera:

“…
30. Es importante recordar, sin embargo, que no toda diferencia en el trato hacia una persona o grupo de personas es discriminatoria, siendo jurídicamente diferentes la distinción y la discriminación, ya que la primera constituye una diferencia razonable y objetiva, mientras que la segunda constituye una diferencia arbitraria que redunda en detrimento de los derechos humanos. En igual sentido, la Constitución no prohíbe el uso de categorías sospechosas, sino su utilización de forma injustificada. 
31. Una vez establecido que la norma hace una distinción basada en una categoría sospechosa, corresponde realizar un escrutinio estricto de la medida legislativa. Esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia estima conveniente explicar la forma en la que se tiene que realizar el examen de igualdad en estos casos para poder clarificar las diferencias que existen entre un escrutinio ordinario y el que debe aplicarse a las distinciones legislativas que se apoyan en una categoría sospechosa13.
32.
Así, en primer lugar, debe examinarse si la distinción basada en la categoría sospechosa cumple con una finalidad imperiosa desde el punto de vista constitucional. … Dicho de otra forma, la finalidad perseguida no debe ser abiertamente contradictoria con las disposiciones constitucionales. Así, al elevarse la intensidad del escrutinio, debe exigirse que la finalidad tenga un apoyo constitucional claro: debe perseguir un objetivo constitucionalmente importante, es decir, proteger un mandato de rango constitucional14. 
33. En segundo lugar, debe analizarse si la distinción legislativa está estrechamente vinculada con la finalidad constitucionalmente imperiosa. La medida legislativa debe estar directamente conectada con la consecución de los objetivos constitucionales antes señalados; es decir, que la medida debe estar totalmente encaminada a la consecución de la finalidad, sin que se considere suficiente que esté potencialmente conectada con tales objetivos15. 
34.
En tercer y último lugar en cuanto a las gradas del examen de igualdad, la distinción legislativa debe ser la medida menos restrictiva posible para conseguir efectivamente la finalidad imperiosa desde el punto de vista constitucional…”

En virtud de lo antes expuesto, la Primera Sala del Máximo Tribunal se dio a la tarea de llevar a cabo el escrutinio en los términos antes descritos, concluyendo lo siguiente:
“38. ... el artículo 126 del Código Penal para el Estado de Chihuahua establece una agravante del delito de homicidio cuando la víctima sea de sexo femenino. En otros términos, la medida legislativa introduce una diferenciación del trato punitivo en relación con la misma conducta desplegada a partir de una característica del sujeto pasivo, esto es, el sexo. Así, esta Primera Sala considera que el artículo en cuestión se basa en una categoría sospechosa, toda vez que la distinción que traza para calificar el delito de homicidio se apoya en el sexo de la víctima.

…
40. Finalidad constitucionalmente imperiosa. Esta Primera Sala estima que la distinción normativa persigue una finalidad imperiosa, en la medida que busca garantizar el efectivo cumplimiento y respeto del derecho humano de las mujeres a una vida libre de violencia y discriminación, según lo disponen los artículos 1° y 4°, párrafo primero, de la Constitución Federal, y de forma explícita los artículos 2, 6 y 7 de la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer (en adelante “Convención Belém do Pará).

…
45. Por su parte, en el sistema interamericano se adoptó la ya referida Convención Belém do Pará en 1994, ratificada por México en 1998, la cual representa el primer instrumento internacional que afirma de manera contundente que la violencia contra la mujer es una ofensa a la dignidad humana y una manifestación de las relaciones de poder históricamente desiguales entre mujeres y hombres….
46. De lo anterior se desprende que los estándares internacionales en relación con el derecho de las mujeres a una vida libre de violencia son claros en establecer que las autoridades estatales no sólo deben condenar toda violencia basada en el género, sino también están obligadas a tomar medidas concretas para lograrlo, lo que incluye la adopción de disposiciones legislativas que prevean sanciones penales. En esa medida, la intención de la previsión legal examinada encuentra fácil acomodo en el marco constitucional y convencional. Énfasis añadido
48.
En virtud de lo expuesto, es posible afirmar que el artículo 126 del Código Penal para el Estado de Chihuahua responde a una finalidad constitucionalmente imperiosa. Es claro que tal previsión legal encuentra su razón subyacente en la obligación del Estado mexicano de prevenir, atender, sancionar y erradicar la violencia contra las mujeres. Sin embargo, tal mandato debe entenderse utilizando como referencia de interpretación las disposiciones pertinentes de la Convención Belém do Pará y la CEDAW, ya que estos instrumentos complementan el corpus juris internacional en materia de protección de la integridad personal de las mujeres, del cual forma parte la Convención Americana.  

49. La Convención Belém do Pará define la violencia contra la mujer como “cualquier acción o conducta, basada en género, que cause muerte, daño o sufrimiento físico, sexual o psicológico a la mujer, tanto en el ámbito público como en el privado”.  En esa lógica, la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha establecido “que no toda violación de un derecho humano cometida en perjuicio de una mujer conlleva necesariamente una violación de las disposiciones de la Convención Belém do Pará”.  Esto lleva a concluir que la protección específica a la que hemos aludido consiste en actuar contra la violencia que, como manifestación de la discriminación, la situación de desigualdad y las relaciones de poder entre hombres y mujeres, se ejerce en razón de género.  
51. Entonces, retomando el nexo entre violencia y discriminación, debe señalarse que la finalidad constitucionalmente imperiosa es garantizar el derecho humano de las mujeres a una vida libre de violencia y discriminación basada en el género, combatiendo para ello las leyes, costumbres y prácticas que las colocan en una situación de indefensión y desigualdad. Esta especificación no resulta menor, como se verá a continuación.
53. Como sabemos, la diferenciación normativa la sustenta el legislador en su voluntad de sancionar más unas conductas que entiende que son más graves y más reprochables socialmente a partir del contexto en el que se producen. Sin embargo, en el momento en el que la norma jurídica no incorpora el elemento finalista, consistente en que la privación de la vida constituya una manifestación de la discriminación, la situación de desigualdad y las relaciones de poder entre hombres y mujeres, esto es, que el homicidio sea perpetrado en razón de género, entonces la distinción presenta un serio desajuste.
54. Por un lado, la diferenciación normativa resulta claramente sobreinclusiva porque contiene supuestos de inclusión no justificables a la luz de la finalidad indicada. Esto es, su ámbito no se reduce a la acción o conducta basada en género que causa la muerte a una mujer, sino que comprende toda privación de la vida a una persona del sexo femenino. Sin embargo, sólo en los casos relacionados con un contexto de dominación y discriminación, la ofensa o reproche social es mayor, lo que justifica el incremento de la pena. En otros términos, lo que intimida, degrada y cosifica es la “violencia feminicida”  que en su vertiente más extrema termina en la muerte de una persona identificada como mujer, no así toda privación de la vida de una persona de sexo femenino. 
55. En este orden de ideas, para determinar si el homicidio de una mujer fue cometido en razón de género no basta con identificar el sexo de la víctima, sino que se requiere conocer la motivación y el contexto del crimen, para lo que puede ser orientador el tipo de violencia a la que fue sometida. Esta Primera Sala reconoce que tal reconstrucción no está exenta de dificultades probatorias, pero de dicha circunstancia no debiera derivarse sin más la presunción adversa de que todo daño infligido a una mujer tuvo como motivación su género o que se desarrolló en un contexto de dominación, pues la misma no es solamente epistemológicamente falsa sino constitucionalmente inadmisible.  
57. Como señaló el Tribunal Pleno en la Acción de Inconstitucionalidad 8/2014, la discriminación estructural existe cuando el conjunto de prácticas, reproducidas por las instituciones y avaladas por el orden social, provoca que las personas enfrenten distintos escenarios sociales, políticos, económicos y éticos, y diferentes oportunidades de desarrollo y de consecución de sus planes de vida, debido a su pertenencia a grupos en situación de exclusión sistemática, históricamente determinada. El contexto social adverso que enfrentan las personas pertenecientes a estos grupos puede ser producto de condiciones fácticas de desigualdad —como la carencia de recursos— o de condiciones simbólicas de desigualdad producidas por la ausencia en el discurso social dominante de las concepciones, necesidades o aspiraciones de un grupo en situación de opresión o históricamente desaventajado. Precisamente, una de las formas en la que se manifiesta esta discriminación estructural en el caso de las mujeres es la violencia, admitida por el propio Estado mexicano en el contexto chihuahuense en el Caso “Campo Algodonero”, referido en líneas arriba. 
58. De ahí la importancia de que en las medidas penales que proporcionan un tratamiento diferenciado y agravado de la violencia contra las mujeres no se desvincule ésta de los factores contextuales y estructurales que la posibilitan, pues es el nexo entre violencia y discriminación el que debe ser combatido de forma reforzada por el Estado mexicano, no sólo por así haber sido condenado en el sistema interamericano, sino por constituir el mandato previsto en los instrumentos internacionales a los que se ha hecho referencia.”

En ese tenor, de las transcripciones anteriores se desprende que las consideraciones expuestas por la Suprema Corte de Justicia de la Nación trazan la ruta que debe seguirse para incorporar el tipo penal del feminicidio en el Código Penal del Estado de Chihuahua y ponen al descubierto una premisa bajo la cual se identifican las características del sujeto pasivo del delito, como integrante de un grupo en situación de vulnerabilidad de la sociedad, debido a su condición de género, atendiendo a razones estructurales, tradicional y culturalmente enraizadas en la sociedad, que producen estigmatización y discriminación hacia un grupo determinado, en este caso, las mujeres.
Una segunda premisa consiste en que, la finalidad que se pretende con la introducción al Código Penal del Estado de Chihuahua de un tipo penal que sancione aquellas conductas que violen los derechos de las personas integrantes de este grupo en situación de vulnerabilidad para combatir y erradicar el fenómeno psico-social de la violencia de género y de la violencia feminicida, puede lograrse mediante la adopción de medidas legislativas, que den la dimensión y significado que merece una problemática de esta naturaleza, dado que, como hemos visto con anterioridad, el feminicidio es la forma más extrema de violencia contra las mujeres, y que dicha conducta atañe y lastima, no solo a las mujeres, sino a la sociedad en su conjunto. Una forma de lograr su erradicación es a través de la imposición de sanciones y penas tales como la reparación integral del daño y prisión para los culpables de la comisión de esos delitos. 
Una tercera premisa consiste en establecer un nexo de causalidad entre las integrantes del grupo vulnerable, de manera abstracta y general, con la finalidad constitucionalmente imperiosa de combatir y erradicar la discriminación y desigualdad, que se materializa a través de la violencia feminicida. Bajo esta premisa, se parte de la base que dicho nexo causal se puede lograr mediante la descripción típica en las normas penales de aquellas conductas feminicidas que son punibles.
En este sentido, es necesario que la labor legislativa recoja aquellos supuestos normativos o conductas que conforman la definición del tipo penal de feminicidio y que están descritos en diversos tratados internacionales y doctrina jurídica y se introduzcan de manera clara y precisa en el texto legal del Código Penal del Estado de Chihuahua. Esto permitirá, no solo visibilizar esa conducta antijurídica contraria a los derechos humanos de las mujeres, sino también dará un cauce jurídico y acceso a la justicia a las víctimas y sus familias, a través de la sanción de dicha conducta. 

VI. El tipo penal de feminicidio en Chihuahua.

En consideración de lo antes expuesto, en la definición del tipo penal de feminicidio que se propone introducir al Código Penal del Estado de Chihuahua, se debe incorporar la definición del concepto de feminicidio, en sus dimensiones general y específica. En ese sentido, se propone la redacción de un primer párrafo conforme a lo siguiente:
“Feminicidio es la privación de la vida a una mujer por razón de género”

La Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer o Belem Do Pará, establece en su artículo 1º la definición de violencia contra la mujer, señala que esta se entenderá como “cualquier acción o conducta, basada en su género, que cause muerte, daño o sufrimiento físico, sexual o psicológico a la mujer, tanto en el ámbito público como en el privado.”
 
En esta tesitura es necesario establecer la dimensión específica de la definición del tipo penal, en la que se defina qué debemos entender por razón de género, como un elemento ínsito en la conducta reprochada por el injusto penal en comento y que contenga la tipología descrita en líneas precedentes (ej. feminicidio íntimo, sexual sistémico, etc.). Para ello, es necesario integrar un marco jurídico que sancione aquellas conductas atentatorias de los derechos humanos de las mujeres, que les impiden ejercer su libertad y otros derechos que les asisten por el simple hecho de ser personas. Por tal razón, se propone delimitar las acciones o conductas que integran aquella tipología, con la finalidad de otorgar la mayor claridad posible y facilitar la interpretación y aplicación de la norma a las y los impartidores de justicia, en beneficio de las mujeres víctimas y sus familiares. En tal tesitura se propone una redacción que adicione el primer párrafo antes descrito, en los siguientes términos:
A. Se considerará que existe razón de género si se actualiza cualquiera de los siguientes supuestos:

I. La privación de la vida derivó de uno o varios actos desplegados por el activo dirigidos a dominar, subyugar, someter o controlar a una mujer. 
Los bienes jurídicos tutelados que se pretenden proteger con la redacción propuesta son la libertad, el libre albedrío de las mujeres para decidir sobre sí mismas y sus bienes jurídicos, así como la vida, la dignidad y el respeto al libre desarrollo de la personalidad y voluntad, al refrendar el reconocimiento jurídico de las mujeres como personas dotadas de autonomía y voluntad propia. En ese sentido, se considera que la violación a cualquiera de los derechos aquí enunciados, así como a otros derechos reconocidos en la Constitución y tratados internacionales en la materia, constituye una acción severamente reprobada por el gobierno y por la sociedad, y que estos atentados serán repudiados y sancionados como conductas no deseables, mediante la aplicación de penas severas.
Al respecto, Patsilí Toledo Vázquez en su libro titulado Feminicidio
 señala que “En términos generales, respecto de la violencia contra las mujeres se ha dicho que afecta bienes jurídicos fundamentales como la vida, la integridad física y psíquica, la libertad sexual, etc. Sin embargo, el argumento de fondo que impulsa a la adopción de leyes penales especiales en esta materia es que la violencia contra las mujeres no sólo afecta la vida, la integridad física, psíquica o la libertad sexual de las mujeres, sino que existe un elemento adicional que se encuentra dado precisamente por la discriminación y subordinación implícita en la violencia de que ellas son víctimas.”
En concordancia con lo anterior, se debe de entender como ejemplo de aquellos actos, cualquier acción o acciones de dominación del sujeto activo hacia la sujeto pasivo, bajo las cuales éste lleva a cabo actos encaminados a terminar con la vida de una mujer, por considerar, entre otras motivos, que ésta “le fue infiel”, que “no obedecía” sus instrucciones, no “seguía sus indicaciones”, por vestirse “de cierta forma”, por ocupar el espacio público a ciertas horas o en ciertas zonas, por negarse a realizar determinadas conductas o por tener ciertas formas de pensar o de conducirse en sociedad, que el sujeto activo considera inadecuadas o indebidas para una mujer. Ante estas circunstancias, el sujeto activo decide ejercer la forma más extrema de violencia y acabar con la vida de la mujer, como si esta fuera de su propiedad o una “cosa u objeto” de la cual puede disponer, y no una persona con capacidad de decisión y sujeta de derechos.
Es importante agregar que, para que un acto de las características antes descritas pueda encuadrar dentro del supuesto penal referido, será suficiente una sola acción instantánea. No será necesario acreditar que la acción sea continua o recurrente, pues bastará para la consumación del delito que en una sola ocasión el activo lleve a cabo gestiones para acabar con la vida de una mujer, motivado por aquellas u otras razones relacionadas, para que el delito se actualice, se consume y se agoten sus elementos constitutivos.
Asimismo, la Declaración Universal de los Derechos Humanos dispone lo siguiente: 

“Artículo 2.

Toda persona tiene todos los derechos y libertades proclamados en esta Declaración, sin distinción alguna de raza, color, sexo, idioma, religión, opinión política o de cualquier otra índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra condición. Además, no se hará distinción alguna fundada en la condición política, jurídica o internacional del país o territorio de cuya jurisdicción dependa una persona, tanto si se trata de un país independiente, como de un territorio bajo administración fiduciaria, no autónoma o sometida a cualquier otra limitación de soberanía.”

Por su parte, el artículo 1 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos establece lo siguiente:
“Artículo 1o. En los Estados Unidos Mexicanos todas las personas gozarán de los derechos humanos reconocidos en esta Constitución y en los tratados internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte, así como de las garantías para su protección, cuyo ejercicio no podrá restringirse ni suspenderse, salvo en los casos y bajo las condiciones que esta Constitución establece.”

Por su parte, la Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia, define en su artículo 21 la violencia feminicida como:
 “la forma extrema de violencia de género contra las mujeres, producto de la violación de sus derechos humanos, en los ámbitos público y privado, conformada por el conjunto de conductas misóginas que pueden conllevar impunidad social y del Estado y puede culminar en homicidio y otras formas   de muerte violenta de mujeres”.
  
De las disposiciones legales citadas, se desprende que la violencia feminicida que se despliega por parte del activo contra la víctima, es violatoria de sus derechos humanos consagrados en el cuerpo normativo. Las acciones que conducen al feminicidio suceden en un contexto de violencia extrema contra ella, y se verifican a través de actos de poder, misoginia u desprecio, que privan a las mujeres del goce de sus bienes jurídicos protegidos, como son su vida, su libertad y su derecho a la igualdad.
Estos actos violentos a través de los cuales el sujeto activo del delito dispone y atenta contra los bienes jurídicos tutelados inherentes a la mujer, se manifiestan y llevan ínsito el contenido de la voluntad, intencionalidad y el comportamiento del activo, con un elemento finalístico y definitivo, consistente en la decisión de privar de la vida a una mujer, por considerar que ésta le pertenece, y, por lo tanto, es suya para darla por terminada.
Ahora bien, la violencia feminicida no siempre se agota en un momento o de forma instantánea, sino que en ocasiones es la culminación de un continuo de una secuencia de hechos violentos o de violencia de género contra las mujeres. En ese sentido, aquellos actos que se cometen en la antesala del asesinato de una mujer en sí constituyen elementos del delito que configuran un feminicidio, por lo cual se propone la inserción en el tipo penal de una segunda fracción en los siguientes términos:
II. De forma previa o concomitante a la privación de la vida el activo ejerza sobre la pasivo:
En esta fracción segunda se implementan elementos temporales y de medios a través de los cuales la violencia feminicida se manifiesta como corolario de una situación de violencia de género contra la mujer, que ha sufrido antes de que se le cause la muerte y se definen aquellos actos de violencia de cualquier tipo o modalidad que el activo realiza hacia la mujer constitutivos del delito de feminicidio, ya sea previo a causarle la muerte o durante los actos en donde la priva de la vida.
En ese sentido, la CEDAW en su Recomendación General 19 de fecha 29 de enero de 1992 expone los siguiente:
“Recomendaciones concretas
24. a la luz de las observaciones anteriores, el Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer recomienda que:
a)  Los Estados Partes adopten medidas apropiadas y eficaces para combatir todo tipo de violencia basada en el sexo, ejercida mediante actos públicos o privados.
b) Los Estados velen por que las leyes contra la violencia y los malos tratos en la familia, la violación, los ataques sexuales y otro tipo de violencia contra la mujer proteja de manera adecuada a todas las mujeres y respeten su integridad y dignidad. Deben proporcionarse servicios apropiados de protección y apoyo a las víctimas. Es indispensable que se capacite a los funcionarios judiciales, los funcionarios encargados de hacer cumplir la ley y otros funcionarios públicos a fin de lograr la aplicación efectiva de la Convención.…”

En ese tenor, se sugiere que dentro de esta fracción II del tipo penal propuesto, se incluyan otros supuestos de configuración del delito de feminicidio, adicionales a aquellos previstos en la fracción I anterior. Así, se propone que el inciso a) quede redactado en los siguientes términos:
a) Violencia sexual, física, psicológica, económica, patrimonial o de cualquier tipo, en los términos de la Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia y de la Ley Estatal del Derecho de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia.
De la manera apuntada, esta redacción busca garantizar ese acceso de las mujeres a una vida libre de violencia, mediante la sanción a cualquier acto violento que se inflija contra la mujer, ya sea antes o durante la acción de privarla de la vida, incluyendo sin limitar, todos aquellos otros actos que atenten contra la dignidad de la mujer.
Asimismo, en un alto índice de feminicidios se pueden observar rasgos de violencia sexual o explotación, ejercida en contra de las mujeres previo a la privación de la vida. No hay que olvidar lo que menciona Toledo Vázquez al referirse a la cita del Observatorio Nacional del Feminicidio y de la Doctora Julia Monárrez, que en su estudio expone:
“Feminicidio sexual sistémico 
Es el asesinato codificado de niñas y mujeres por ser mujeres, cuyos cuerpos expropiados han sido torturados, violados, asesinados y arrojados en escenarios transgresivos, por hombres que hacen uso de la misoginia y el sexismo, para delinear cruelmente las fronteras de género por medio de un terrorismo de Estado, secundado por los grupos hegemónicos, que refuerza el dominio masculino y sujeta a familiares de víctimas y a todas las mujeres a una inseguridad crónica y profunda, a través de un periodo continuo e ilimitado de impunidad y complicidades (Monárrez Julia E., (2000), La cultura del feminicidio en Ciudad Juárez, 1993-1999. Frontera Norte, núm. 23, vol. 12, enero-junio, p. 87-117)27.” 
 

Es en este contexto que se propone insertar el inciso b) dentro de esta misma fracción II, en los siguientes términos:
b) Explotación, en los términos de lo dispuesto por la Ley General para Prevenir, Sancionar y Erradicar los Delitos en Materia de Trata de Personas y para la Protección y Asistencia a las Víctimas de estos Delitos.
De esta manera se sancionan aquellas conductas que constituyen formas de explotación conforme a las leyes aplicables, y que culminan con la privación de la vida de una mujer que tienen como precedente o antecedente el menoscabo a su libertad y dignidad a través de cualquier forma de explotación.
Este elemento normativo de la explotación, tiene su definición y alcances en lo estipulado en el artículo 10 de la Ley General para Prevenir, Sancionar y Erradicar los Delitos en Materia de Trata de Personas y para la Protección y Asistencia a las Víctimas de estos Delitos. El citado artículo establece textualmente lo siguiente:
“Artículo 10.

Toda acción u omisión dolosa de una o varias personas para captar, enganchar, transportar, transferir, retener, entregar, recibir o alojar a una o varias personas con fines de explotación se le impondrá de 5 a 15 años de prisión y de un mil a veinte mil días multa, sin perjuicio de las sanciones que correspondan para cada uno de los delitos cometidos, previstos y sancionados en esta Ley y en los códigos penales correspondientes.
Se entenderá por explotación de una persona a:

I. La esclavitud, de conformidad con el artículo 11 de la presente Ley;

II. La condición de siervo, de conformidad con el artículo 12 de la presente Ley;

III. La prostitución ajena u otras formas de explotación sexual, en los términos de los artículos 13 a 

20 de la presente Ley;

IV. La explotación laboral, en los términos del artículo 21 de la presente Ley;

V. El trabajo o servicios forzados, en los términos del artículo 22 de la presente Ley;

VI. La mendicidad forzosa, en los términos del artículo 24 de la presente Ley;

VII. La utilización de personas menores de dieciocho años en actividades delictivas, en los términos del artículo 25 de la presente Ley;

VIII. La adopción ilegal de persona menor de dieciocho años, en los términos de los artículos 26 y 27 de la presente Ley;

IX. El matrimonio forzoso o servil, en los términos del artículo 28 de la presente Ley, así como la situación prevista en el artículo 29;

X. Tráfico de órganos, tejidos y células de seres humanos vivos, en los términos del artículo 30 de la presente Ley; y

XI. Experimentación biomédica ilícita en seres humanos, en los términos del artículo 31 de la presente Ley.”

En ese sentido, la experiencia ha demostrado que, en muchos casos, la violencia feminicida se manifiesta de manera previa o simultánea a la comisión del delito de feminicidio, pero en algunas ocasiones, ésta se ejerce también aún después de que se comete el delito tras causarles la muerte. En ambos escenarios, esa forma de violencia se manifiesta mediante la realización de actos que denigran y menoscaban la dignidad de las mujeres, inclusive muchas veces con actos que constituyen verdaderos mensajes de violencia contra ellas por parte de sus perpetradores, quienes mutilan sus miembros, genitales, extremidades o inclusive llegan a causarles lesiones infamantes o degradantes. Por esas razones, se propone insertar en este dispositivo las fracciones III y IV, para quedar en los siguientes términos: 
III. De forma previa, concomitante o con posterioridad a la privación de la vida, infligirle cualquier lesión, mutilación o acto que denigre o humille su condición de mujer. 
IV. Conforme a alguno de los supuestos previstos en las fracciones I, II y III anteriores, y con posterioridad a la privación de la vida, el activo realice alguna de las siguientes acciones respecto al cuerpo o restos de la víctima:
a) Inhumarlo u ocultarlo. 

Esta acción reiterada en muchos de los casos por los sujetos activos de los delitos dificulta la labor de investigación o en ocasiones la localización de las mujeres, por esta razón es que se propone su incorporación en el catálogo de delitos. Finalmente, dicha acción suele revelar el ánimo del perpetrador de mantener ocultos los restos de las víctimas obstaculizando así la investigación e impidiendo el adecuado acceso a la justicia, tanto de la víctima, como de sus familiares. Asimismo, da muestra de un estado de ánimo del sujeto activo mediante el ejercicio de poder aun sobre los restos de la víctima, sabedor de que él y solo él conocer el lugar en donde ésta se encuentra oculta y que quizá permanecerá sin ser localizada. Esto a su vez ocasiona sufrimiento a los familiares y personas cercanas a la víctima, quienes viven en la incertidumbre, la zozobra y el infinito dolor de desconocer su paradero.
En otras ocasiones, los sujetos activos del delito atentan contra la dignidad de las mujeres aun después de causarles la muerte. Por esta razón, se propone la inclusión en esta fracción IV de un inciso b) que establezca lo siguiente: 
b) Actos de necrofilia.

Finalmente, en esta fracción se propone la inclusión de un tercer inciso c) que sancione la conducta que, tras la privación de la vida de una mujer, tenga como objeto o resultado el causarle deshonra y atentar contra su dignidad, depositándola o arrojándola en un lugar público para exhibirla, y también mediante estas acciones atentar contra su condición de mujer. En tal virtud, se propone la siguiente redacción:
c) Exhibirlo, arrojarlo o depositarlo en un lugar público o abierto.

Por otra parte, se propone incluir en este artículo un Apartado B en el que se establezcan las penas que corresponden a las conductas que encuadran en los supuestos establecidos en las fracciones I, II, III y IV del Apartado A, en los siguientes términos:
B. A quien cometa feminicidio se le impondrá:

I. Prisión de treinta a cuarenta años si se actualiza alguno de los supuestos previstos en la fracción I del apartado A.

II. Prisión de cuarenta a cincuenta años si se verifica alguno de los supuestos previstos en las fracciones II, III o IV anteriores. 

III. Si se presenta alguna calificativa del artículo 136 de este Código la pena será de cincuenta a setenta años de prisión.

En los términos descritos, se propone la tipificación del feminicidio en el Código Penal Estatal en su forma básica. No obstante, se considera que, aun dentro de esta reprobable acción de privar de la vida a una mujer por su condición de género, hay ciertas circunstancias que se adhieren al tipo penal y que lo agravan en razón de diversas circunstancias procuradas o aprovechadas por el sujeto activo, que revisten un grado de intensidad superior al mencionado en líneas procedentes. Por tal motivo, se propone incluir un párrafo adicional a la fracción III del Apartado B del presente artículo, conforme a lo siguiente:
La misma pena señalada en la presente fracción se impondrá al responsable en los siguientes casos: 

a) cuando exista o haya existido entre el activo y la víctima una relación de parentesco por consanguineidad o afinidad, de matrimonio, concubinato, noviazgo, amistad, relación laboral o cualquier otra que implique cercanía, confianza, subordinación, autoridad o cercanía.
El hogar y la familia son los entornos y el núcleo social en los cuales los seres humanos esperamos encontrar la mayor seguridad y bienestar; en ese sentido, es de nuestros padres, hermanos, esposos, concubinos o demás parientes, de quienes se espera recibir respeto, cariño y seguridad por parte de la víctima. Por esas razones, es inaceptable y muy grave que la violencia de género o la violencia feminicida tengan lugar en estos ámbitos. Por ello es que en esta iniciativa se proponen sanciones severas para quienes, aprovechando o procurando la cercanía que se finca en el seno de estas organizaciones o circunstancias, ejerzan estos tipos de violencia.
Para efectos de la presente, se debe entender por “relación de cercanía”, aquella que tenga que ver con una proximidad o intercambio cotidiano, o con cierto grado de contacto habitual entre la mujer víctima y el activo, ya sea en un mismo espacio físico, o través de medios de comunicación electrónicos.
b) Cuando se causen a la víctima lesiones infamantes o degradantes.

Cuando la privación de la vida de una mujer por el hecho de ser mujer, además conlleve una agresión con la intensión o efecto de causar deshonra o denigración de su condición, se pone en manifiesto una actitud machista y misógina en el activo, quien se muestra proclive a manifestar su superioridad sobre la víctima causándole daños que trascienden a su muerte, o bien, que buscan descreditar y deshonrar a ésta. Por ello, se considera que la pena debe agravarse y la sanción debe ser mayor que en otros casos, ya que la conducta desplegada por el activo revela una mayor gravedad en el contexto de la violencia feminicida, pues con sus acciones deja entrever el desprecio hacia la víctima.
c) Que haya sido incomunicada.

En muchos de los casos, la privación de la vida de una mujer por razones de género es precedida de la desaparición de la víctima. Para efectos de la presente iniciativa, la desaparición debe entenderse como aquella situación en la que la víctima es sustraída por el activo de forma tal que abandona su entorno cercano de familia, o de amistad, o de personas con quienes la víctima convive directa y cotidianamente, impidiendo de esta forma la comunicación entre la víctima y sus seres allegados. Asimismo, resulta necesario tener en consideración la desesperación, la incertidumbre, el sufrimiento y el trauma que representa para los familiares de las víctimas el hecho de que repentinamente dejen de ver a uno de sus seres queridos y desconozcan por completo su paradero, su estado físico y su estado emocional.
En otras ocasiones, la víctima es forzada mediante amenazas o coacciones a no regresar a su entorno, y a cortar la comunicación directa con sus seres queridos o allegados, razones que también están contenidas en el concepto de “incomunicación” a que se refiere el inciso c) de la fracción III del Apartado B de la presente iniciativa, y que, en ambos casos, revela una mayor gravedad y reprochabilidad, que aquellos casos en los que no está presente este elemento. Por esa razón, las penas a imponerse deben ser más altas, en proporción a la conducta desplegada.
Una consideración especial y una sanción más severa deberá ser atribuida a quien atente contra la vida de mujeres pertenecientes a aquellos grupos que ese encuentran aún en una situación mayor vulnerabilidad por su condición de género, su edad, su pertenencia étnica, y por su estado de salud física o mental. Por esas razones, se propone agravar la pena a quienes priven de la vida a mujeres o niñas que pertenezcan a alguna comunidad indígena o tengan alguna discapacidad física, mental, intelectual o sensorial, que las coloquen en una situación aún mayor de vulnerabilidad. Por tal motivo, se propone incluir en el presente Apartado B una fracción IV en los siguientes términos:
 IV. Cuando la víctima sea niña o indígena, o se encuentre embarazada o tenga alguna discapacidad física, mental, intelectual o sensorial, la pena será de sesenta a cien años de prisión.
En un párrafo adicional se propone plasmar la necesidad de que la pena que deba aplicar el Tribunal que conozca de estos casos, sea integral y con perspectiva de género, conforme al Protocolo para Juzgar con Perspectiva de Género emitido por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, o cualquier otro que lo sustituya, y que comprenda todos aquellos rubros aplicables que se establecen en las diferentes resoluciones jurisprudenciales, tanto de la Corte Interamericana de Derechos Humanos como de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. En ese tenor, proponemos la inclusión del párrafo siguiente:
La reparación del daño será integral y comprenderá además del daño moral, las medidas de restitución, rehabilitación, compensación, satisfacción y medidas de no repetición en los términos de la Ley General de Víctimas, en su dimensión individual, colectiva material, moral y simbólica
Igualmente, por tratarse de un hecho tan grave, se propone que cuando el delito de feminicidio concurra con algún otro delito, las penas se acumulen íntegramente y de manera proporcional, aun y cuando con esto se rebasen las penas máximas dispuestas en el Código Penal. Por ello se propone la siguiente redacción:
Cuando concurra con el feminicidio algún otro delito, la pena de prisión se acumulará, aun cuando se rebase el máximo descrito en este Código.
VI.- La Comisión de Justicia, después de entrar al estudio y análisis de los planteamientos enunciados en la Iniciativa referida, tiene a bien formular las siguientes:
CONSIDERACIONES

I.- El Honorable Congreso del Estado, a través de esta Comisión, es competente para conocer y resolver sobre las Iniciativas de antecedentes.

II.- Antecedentes.
Es imposible tratar el tema del Feminicidio en Chihuahua sin referirnos al caso González y otras (Campo Algodonero) Vs México, sin embargo antes de estos hechos ya se había visibilizado la conducta feminicida en el mundo; recordemos que la violencia contra las mujeres se ha manifestado a través de la historia de formas distintas, según la época y el contexto.
1. En 1976 ante el primer Tribunal Internacional de Crímenes Contra Mujeres en Bruselas, Diana Russell utilizó el término “femicide” vinculándolo directamente a la violencia de género
, aunque ella misma en “Definición de feminicidio y conceptos relacionados” argumenta que ha estado en uso desde hace más de dos siglos y apareció por primera vez en la literatura, en A Satirical View of London (Inglaterra, 1801) para denominar “el asesinato de una mujer”
. Desde entonces se ha venido redefiniendo el término, incluso por la misma Russell quien junto a Jane Caputi definen el concepto en los años 90´s como “el asesinato de mujeres por hombres motivado por el odio, desprecio, placer o sentido de posesión hacia las mujeres”
; por ende, como podemos apreciar estos son los primeros antecedentes conceptuales del feminicidio, en donde, desde la década de los 90´s ya se visibilizaba las distintas formas de violencia contra las mujeres, entre ellas, la privación de la vida como una manifestación de discriminación en una situación de desigualdad y abuso de poder del hombre hacia la mujer. Sin embargo el término aun no había sido desarrollado en virtud de que esta forma extrema de violencia que se estaba visibilizando era traducida literalmente de “femicide” que significa femicidio.
2. En México en 1975, se realizó la 1ra. Conferencia Internacional de la Mujer, donde se adquirieron diversos compromisos internacionales, que nos obligaron a examinar el tema de la discriminación contra la mujer, obligándonos a analizar patrones culturales.
  
De igual forma en México, durante el año 1994 se comenzó a discernir el concepto por la antropóloga
 e investigadora catedrática de la Facultad de Antropología y Sociología de la Universidad Nacional Autónoma de México (UNAM)
, Marcela Lagarde. La antropóloga, en el peritaje realizado en el caso González y otras vs. México (Campo Algodonero), resuelto por la Corte Interamericana de Derechos Humanos en su sentencia de noviembre de 2009, menciona:
“La categoría feminicidio es parte del bagaje teórico feminista. La desarrollé a partir del trabajo de Diana Russell y Jill Radford, expuesto en su texto Femicide. The politics of woman killing.  La traducción de femicide es femicidio. 

Transité de femicide a feminicidio, porque en castellano femicidio es una voz homóloga a homicidio y sólo significa asesinato de mujeres. Nuestras autoras definen al femicidio como crimen de odio contra las mujeres, como el conjunto de formas de violencia que, en ocasiones, concluyen en asesinatos e incluso en suicidios. 
Identifico un asunto más para que crímenes de este tipo se extiendan en el tiempo: es la inexistencia o debilidad del estado de derecho, en la cual se reproducen la violencia sin límite y los asesinatos sin castigo. Por eso, para diferenciar los términos, preferí la voz feminicidio y así denominar el conjunto de delitos de lesa humanidad que contienen los crímenes, los secuestros y las desapariciones de niñas y mujeres en un cuadro de colapso institucional. Se trata de una fractura del estado de derecho que favorece la impunidad.”

Y es así que en México se comienzan a analizar estos patrones culturales bajo el entendimiento del Feminicidio, ya que como se dijo anteriormente, este fenómeno era conocido como Femicidio, es decir, “asesinato de mujeres”, siendo que al Feminicidio lo caracteriza un elemento adicional.

Ciudad Juárez fue relevante para la visibilización del Feminicidio como una de las formas más extremas de violencia contra las mujeres; esta problemática se empezó a documentar a partir de los crímenes que se veían reflejados a través de la relación víctima–victimario o por el tipo de agresiones en los cuerpos de las mujeres
, esto es, ahora el crimen es visto desde otra perspectiva y no solo como un asesinato de mujer.

Marcela Lagarde nos dice que “No todos los crímenes son concertados o realizados por asesinos seriales, los hay individuales; algunos son cometidos por conocidos: parejas, parientes, novios, esposos, acompañantes, familiares, visitas, colegas y compañeros de trabajo; también son perpetrados por desconocidos y anónimos, por grupos mafiosos de delincuentes ligados a modos de vida violentos y criminales tolerados por las autoridades. 
Sin embargo, todos los crímenes tienen en común que las mujeres son usables, prescindibles, maltratables y desechables. Todos coinciden en su infinita crueldad, y son crímenes de odio contra las mujeres, crímenes misóginos acunados en una enorme tolerancia -e impulso social y estatal- a la violencia genérica contra las mujeres, y a la violencia masculina como parte de la condición de género de los hombres.”

Ahora bien, bajo esta perspectiva es que se empiezan a visualizar datos, como el hecho de que tan solo en ciudad Juárez Chihuahua, entre 1993 y mayo del año 2004, el Gobierno del Estado reveló que se registraron 334 homicidios de mujeres, muchos de ellos realizados en un contexto de violencia hacia las mujeres asesinadas, circunstancia aunada a concepciones fuertemente arraigadas en la opinión pública sobre las posibles causas de los homicidios, complicando así la clasificación de los móviles, sin embargo se pudieron obtener datos como
:

Que aproximadamente 66% de los homicidios son el resultado de violencia familiar (en la que el cónyuge, novio, o bien algún pariente cercano, estuvo involucrado en el homicidio), el 8% tienen un móvil desconocido y el 26% tiene connotaciones de índole sexual violento.
 De igual forma en este periodo se reportaron 4,454 desapariciones, los cuales fueron investigados por el Estado, esclareciendo la mayoría, quedando pendientes 41 reportes.
 
Circunstancias que no distan mucho de la actualidad, ya que según datos del INEGI en 2011, 63 de cada 100 mujeres de 15 y más años, declaró haber padecido algún incidente de violencia, ya sea por parte de su pareja o de cualquier otra u otras personas
. 

Se estima que en el país, entre el año 1990 y 2006 asesinaron en promedio 3.5 mujeres por día; durante los años 2007-2012, el promedio pasó a 6 asesinatos diarios y durante los años 2013-2015, asciende a cerca de 7 homicidios de mujeres, diariamente.
Y esto es aún peor, ya que entre las mujeres de 15 a 29 años de edad, esta es la principal causa de muerte; así es, el asesinato representa el 10.0% del total de las defunciones de este grupo etario; le sigue el suicidio y después otras causas como enfermedad renal crónica y accidentes vehiculares. Por lo que resaltamos, el homicidio es la principal causa de muerte entre estas niñas y mujeres jóvenes
.  
3.  El 22 de septiembre de 2001 en ciudad Juárez Chihuahua, Laura Berenice Ramos Monarrez, desapareció a la edad de 17 años
. Era estudiante de una preparatoria donde ya habían desaparecido y asesinado a otras jóvenes
.

El 10 de octubre de 2001, Claudia Ivette González, desapareció en Ciudad Juárez
 a la edad de 20 años; laboraba en la maquiladora en donde el día de su desaparición llegó dos minutos tarde a su turno, por lo que el guardia no la dejó entrar
.
El 29 de octubre de 2001, a la edad de 14 años, Esmeralda Herrera Monreal, desapareció en ciudad Juárez Chihuahua
. Hacía dos meses que había llegado a la ciudad, con su madre, hermanos y sobrinos, trabajaba como empleada doméstica y estaba pronta su celebración de quince años.

El 6 de noviembre del mismo año, sus cuerpos fueron encontrados en un campo algodonero de ciudad Juárez Chihuahua; ese mismo día y el siguiente, localizaron cinco cuerpos más de mujeres.

El 6 de marzo de 2002, Benita Monarrez Salgado, madre de Laura Berenice Ramos Monarrez; Josefina González Rodríguez, madre de Claudia Ivette González; Irma Monreal, madre de Esmeralda Herrera Monreal y la “Red Ciudadana de No Violencia y por la Dignidad Humana”, presentaron denuncia ante Comisión Interamericana de Derechos Humanos, alegando la responsabilidad internacional de los Estados Unidos Mexicanos por las irregularidades en la investigación.

La Comisión Interamericana concluyó que: 

“La falta de medidas de protección a las víctimas, dos de las cuales eran menores de edad; la falta de prevención de estos crímenes, pese al pleno conocimiento de la existencia de un patrón de violencia de género que había dejado centenares de mujeres y niñas asesinadas; la falta de respuesta de las autoridades frente a la desaparición de las víctimas; la falta de debida diligencia en la investigación de los homicidios de Claudia Ivette González, Esmeralda Herrera Monreal y Laura Berenice Ramos Monárrez, así como la denegación de justicia y la falta de reparación adecuada a favor de sus familiares, constituyen violaciones a los derechos protegidos por los artículos 4 (derecho a la vida), 5 (derecho a la integridad personal), 8 (derecho a las garantías judiciales, 19 (derechos del niño) y 25 (derecho a la protección judicial) de la Convención Americana sobre Derechos Humanos; incumplimiento de la obligación general de respeto y garantía de los derechos humanos establecida en el artículo 1.1 del tratado; incumplimiento del deber de adoptar medidas legislativas y de otro carácter para contemplada en el artículo 2 del mismo instrumento; e incumplimiento de las obligaciones que derivan del artículo 7 de la Convención de Belém do Pará.”

Conclusiones que fueron presentadas en su demanda ante la Corte Interamericana de Derechos Humanos el 4 de noviembre de 2007, al considerar que el Estado Mexicano no estaba cumpliendo con su recomendación, es por ello que demandó a México por la responsabilidad internacional de “la desaparición y ulterior muerte de “las jóvenes González, Herrera y Ramos”.
El 16 de noviembre de 2009 la Corte emitió sentencia en donde condenó al Estado por diversos motivos, como el de violar los derechos a la vida, integridad personal y libertad personal y la obligación de adoptar disposiciones de derecho interno. Así como por incumplir con su deber de investigar -y con ello su deber de garantizar- los derechos a la vida, integridad personal y libertad personal, violando con ello los derechos de acceso a la justicia y protección judicial; de igual forma se estableció que el Estado violó el deber de no discriminación contenido en el artículo 1.1 de la Convención Americana, en relación con el deber de garantía de los derechos a la vida, integridad personal y libertad personal, en perjuicio de “las jóvenes González, Herrera y Ramos”. También violó los derechos del niño, consagrados en el artículo 19 de la Convención Americana
. 
Todo ello trajo aparejado una serie de disposiciones para el debido cumplimiento de la sentencia
, de las cuales algunas aun se encuentran en vía de cumplimiento.   

Como podemos apreciar desde la primera visibilización en la literatura inglesa en 1801 para denominar “el asesinato de una mujer”
, pasando por el año 1976, fecha en que fuera acuñado el término “femicide” vinculándolo directamente a la violencia de género
, hasta nuestros días, esta forma extrema de violencia contra las mujeres se sigue reflejando y de formas cada vez más perversas y con un grado de permisividad del Estado, ya que aún no se cumple en la totalidad con la Sentencia del “Campo Algodonero”, en virtud de que continúan en procedimiento de supervisión de cumplimiento algunos puntos resolutivos, y otros, como el punto 18
, que si bien la Corte resaltara la coordinación entre programas de cooperación internacional e instituciones nacionales con la finalidad de lograr la estandarización de protocolos
, cierto es que en Chihuahua, aún falta la adopción de un protocolo ad hoc; además un protocolo de investigación facilitaría la identificación de los homicidios perpetuados por razones de género, y en cuadyuvancia con medidas legislativas penales que tutelen estos bienes jurídicos, nos facilitarían la identificación de esta forma extrema de violencia contra las mujeres. 

III.- Marco Normativo.
Si bien ya se han mencionado diversos instrumentos jurídicos en los antecedentes de las iniciativas que motivan las presentes consideraciones, estimamos necesario enfatizar en algunos y mencionar otros para dejar rastro del presente, y facilitar cualquier entendimiento que se pretenda realizar respecto al bien jurídico que hoy tutelamos con esta medida legislativa.  

Pero antes, debemos entender que para prevenir y sancionar la desaparición y posterior muerte de las mujeres por razón de género, no solo se debe tutelar la vida, sino otros bienes jurídicos, debido a que el problema lesivo es multifactorial, ya que estas conductas no solo afectan la vida, la integridad física y psíquica y la libertad sexual, sino que también son cometidas con base en la discriminación y subordinación implícita contra las mujeres
, sucesos de violencia contra las mujeres que son cometidos por razón de género a consecuencia de una situación estructurada y de fenómenos sociológicos y culturales arraigados en un contexto social de violencia y discriminación basado en el género
.     

Marcela Lagarde nos menciona en su informe que:

“Para que se dé el feminicidio concurren de manera criminal, el silencio, la omisión, la negligencia y la colusión de autoridades encargadas de prevenir e impedir estos crímenes. 

Hay feminicidio cuando el Estado no brinda garantías a las mujeres y no crea condiciones de seguridad para sus vidas en la comunidad, en la casa, ni en los espacios de trabajo, tránsito o de esparcimiento. 

Sucede, cuando las autoridades no realizan con eficiencia sus funciones. Si el Estado falla, la delincuencia prolifera y el feminicidio no llega a su fin. Por eso señalamos que es un crimen de Estado. 

Asimismo, se conforma por el ambiente ideológico y social de machismo y misoginia, de violencia normalizada contra las mujeres, por ausencias legales y de políticas de gobierno. Esto genera una convivencia insegura para las mujeres, pone en riesgo la vida y favorece el conjunto de crímenes que exigimos esclarecer y eliminar.
”
Es por ello la armonía que debe existir en todos los ámbitos, tanto del Estado como de la Población. De ahí que coexistan varios instrumentos jurídicos que pretenden prevenir y sancionar las diversas manifestaciones de la violencia contra las mujeres. 

1. Internacional.
A. La sentencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el Caso González y Otras (“Campo Algodonero”) Vs. México nos indica el marco jurídico internacional, ya que dispone en los puntos 3 a 10 de los resolutivos de su sentencia, los derechos y garantías violadas con el debido fundamento, estableciendo como preceptos de violación los artículos 1.1, 2, 4.1, 5.1, 5.2, 7.1, 8.1, 19 y 25.1 de la Convención Americana de los Derechos Humanos y los artículos 7.b y 7.c de la Convención Belém do Pará.
El 18 de diciembre de 1979, la Asamblea General de las Naciones Unidas aprobó la Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer, que entró en vigor como tratado internacional el 3 de septiembre de 1981
. Instrumento que contribuye en la obligatoriedad de los Estados parte de adoptar medidas para brindar condiciones de igualdad y seguridad de las mujeres; desde entonces se ha venido realizando una serie de recomendaciones u observaciones como el exhorto al Estado Mexicano que hace CEDAW en las Observaciones finales del Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer el 52º período de sesiones 2012, que en su párrafo 12 inciso b  menciona
  “b) Invertir los efectos negativos de esta estrategia para las mujeres y las muchachas y cumplir sus obligaciones de diligencia debida para prevenir la violencia contra las mujeres, incluida la violencia doméstica, las desapariciones forzosas, las torturas y los asesinatos, en particular el feminicidio;…” 
B. Como recordamos, la mayor parte de los feminicidios en el país se da bajo el contexto de la violencia domestica o familiar, y derivado de todos aquellos instrumentos internacionales, la vizibilización del problema y discernimiento en la década de los noventas (cuando se empiezan a recabar datos), es que se empiezan a generar leyes no punitivas, pero si sancionadoras, para proteger a las mujeres frente a actos de violencia y prevenir la extrema violencia –Feminicidio-;
 de ahí que se empezaron a desarrollar leyes contra la violencia doméstica o intrafamiliar en América Latina y fueran conocidas como “leyes de primera generación”, mismas que se enuncian a continuación:

1. Argentina. 1994 Protección contra la Violencia Familiar;
2. Bolivia. 1995 Contra la violencia en la familia o Doméstica; 
3. Brasil. 1996 Ley para Prevenir, Remediar y Sancionar la Violencia Intrafamiliar; 
4. Chile. 1994 Ley de Violencia Intrafamiliar;
5. Colombia. 1996 Ley 294 para prevenir, remediar y sancionar la violencia intrafamiliar;
6. Costa Rica. 1996 Ley contra la Violencia Doméstica;
7. Ecuador 1995. Ley contra la Violencia a la Mujer y a la Familia;
8. El Salvador 1996. Ley contra la Violencia Intrafamiliar; 
9. Guatemala. 1996 Ley para prevenir, erradicar y sancionar la Violencia Intrafamiliar;
10.  Honduras. 1997 Ley contra la violencia doméstica 
11.  México. 1996 Ley de asistencia y prevención de la violencia familiar para el Distrito Federal y otros 22 estados;
12.  Nicaragua. 1996 Ley 230 para la prevención y sanción de la violencia intrafamiliar;
13.  Paraguay. 2000 Ley contra la Violencia Doméstica;
14.  Perú. 1997 Sobre la Política del Estado y la Sociedad contra la Violencia Familiar; 
15.  República Dominicana. 1997 Ley contra la violencia intrafamiliar; 
16.  Uruguay. 2002 Ley de Prevención, detección temprana, atención y erradicación de la violencia doméstica; y 
17. Venezuela. 1998 Sobre Violencia contra la Mujer y la Familia.

Posterior, es que se empiezan a desarrollar las leyes conocidas como de “Segunda Generación” siendo estas las de carácter punitivo, es decir aquellas que sancionan o trasladan penalmente esas conductas de violencia hacia las mujeres, transitando de esos ámbitos regulatorios civiles y familiares al penal, además se amplía el concepto de violencia contras las mujeres, incorporándose otros tipos de violencia como la sexual u obstétrica, entre otras; instrumentos jurídicos que se enuncian a continuación:

1. Argentina. 2009. Ley de protección integral para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra las mujeres en los ámbitos en que desarrollen sus relaciones interpersonales; 
2. Brasil. 2006. Ley 11340 (LEY MARÍA DA PENHA); 
3. Colombia. 2008. Ley 1257 Violencia contra las Mujeres; 
4. Costa Rica. 2007. Ley de penalización de violencia contra las mujeres; 
5. Chile. 1999. Ley sobre Delitos Sexuales; 
6. El Salvador. 2011. Ley especial integral para una vida libre de violencia para las mujeres; 
7. Guatemala. 2008. Ley contra el femicidio y otras formas de violencia contra la mujer; 
8. México. 2007. Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia; 

9. Nicaragua. 2011. Ley integral contra la violencia hacia la mujer y reformas a la ley 641; 
10. Panamá. 2001. Ley 38 sobre Violencia Intrafamiliar; 
11. República Bolivariana de Venezuela. 2007. Ley Orgánica sobre el Derecho de las Mujeres a una vida libre de Violencia; 
12. Nicaragua. 1996. Ley 230 para la prevención y sanción de la violencia intrafamiliar; 
13. Paraguay. 2000. Ley contra la Violencia Doméstica; 
14. Perú. 1997. Sobre la Política del Estado y la Sociedad contra la Violencia Familiar; 
15. República Dominicana. 1997. Ley contra la violencia intrafamiliar; 

16.  Uruguay. 2002. Ley de Prevención, detección temprana, atención y erradicación de la violencia doméstica; y 
17.  Venezuela. 1998. Sobre Violencia contra la Mujer y la Familia.

Posterior, tenemos que algunos países de América Latina y el Caribe han tomado la determinación de tipificar la forma extrema de violencia hacia las mujeres, algunos la han denominado Femicidio y otros Feminicidio
, diferencias en las que no aunaremos en virtud de explicaciones vertidas con anterioridad, sin embargo han quedado denominadas de la siguiente forma:

1. Chile. Reforma del Código Penal (artículo 390).
 
2. Costa Rica. Ley de Penalización de la Violencia Contra las Mujeres.
 
3. El Salvador. Ley Especial Integral para una Vida Libre de Violencia para las Mujeres.
 

4. Guatemala. Ley contra el femicidio y otras formas de violencia contra la Mujer.
 
5. México. Reforma del Código Penal Federal (artículo 325)
 

6. Nicaragua. Ley Integral contra la violencia hacia las Mujeres.
 
7. Perú. Reforma del Código Penal (artículo 107).
 
2. Nacional.

Como podemos apreciar en México durante el año 2007 se crea la Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia, la cual en su artículo 1 establece: 

“ARTÍCULO 1. La presente ley tiene por objeto …. prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra las mujeres, así como los principios y modalidades para garantizar su acceso a una vida libre de violencia que favorezca su desarrollo y bienestar conforme a los principios de igualdad y de no discriminación, …” 
Y para el caso que nos ocupa, su artículo 21 define la Violencia Feminicida como: 

“La forma extrema de violencia de género contra las mujeres, producto de la violación de sus derechos humanos, en los ámbitos público y privado, conformada por el conjunto de conductas misóginas que pueden conllevar impunidad social y del Estado y puede culminar en homicidio y otras formas de muerte violenta de mujeres.” 
Aunado a el artículo segundo de dicho instrumento general, que nos obliga a expedir normas de cualquier carácter (Civil, Familiar, Penal, Administrativo, etc.), para garantizar el derecho de las mujeres a una vida libre de violencia, de conformidad con los Tratados Internacionales enunciados anteriormente, es que en el Código Penal Federal se encuentra tipificado el Feminicidio en su artículo 325. 

Es importante resaltar que esta obligación de adopción normativa proviene de inciso c. del artículo 7 de la Convención de Belém Do Pará, para que establezcamos medidas jurídicas, ya sea penales, civiles y administrativas necesarias para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contralas mujeres; disposición violentada por el Estado Mexicano de acuerdo a la sentencia del “Campo Algodonero”.

De ahí que la mayoría de las entidades federativas del Estado Mexicano hayan tomado la determinación política de tipificar el feminicidio; dicha composición típica ha variado, esencialmente en los elementos descriptivos que tienden a objetivar la razón de género, mismas descripciones que a la fecha se encuentran desarrolladas de la siguiente forma:

Entidad Federativa:

	1. Aguascalientes

	ARTÍCULO 107.- Homicidio y lesiones calificados. El Homicidio Doloso y las Lesiones Dolosas serán considerados como calificados,….
VII. En caso de Feminicidio. En el caso de Homicidio Doloso Calificado a que se refieren las Fracciones I a la III, se aplicará al responsable de 15 a 40 años de prisión, de 150 a 500 días multa y pago total de la reparación de los daños y perjuicios ocasionados. En el caso de las Fracciones IV a la VII se aplicará al responsable de 20 a 50 años de prisión, de 500 a 1000 días de multa y pago total de la reparación de los daños y perjuicios ocasionados, privándose además al responsable de los derechos familiares que le correspondan, incluidos los de derecho sucesorio.

ARTÍCULO 113.- Feminicidio. Existe Homicidio calificado como Feminicidio cuando un hombre prive de la vida a una mujer por razones de género. Existen razones de género cuando se presente cualquiera de los siguientes supuestos:  

I. La víctima presente signos de violencia sexual de cualquier tipo; 

II. A la víctima se le hayan infligido lesiones infamantes, degradantes o mutilaciones, previas a la privación de la vida; o 

III. La víctima haya sido incomunicada, cualquiera que sea el tiempo previo a su fallecimiento.


	2. Baja California 

	ARTÍCULO 129.- FEMINICIDIO: Comete el delito de Feminicidio el que dolosamente prive de la vida a una o varias mujeres por razones de Género. Se considera que existen razones de género, cuando se de una o más de las siguientes circunstancias: 
I.- Haya existido entre el activo y la víctima una relación de parentesco por consanguinidad o afinidad, de matrimonio, concubinato, noviazgo o amistad;

II.- Haya existido entre el activo y la víctima una relación laboral, docente, o cualquier otra que implique confianza, subordinación o superioridad;

III. La víctima presente signos de violencia sexual de cualquier tipo;

IV. A la víctima se le hayan infringido lesiones infamantes, degradantes o mutilaciones previa o posterior a la privación de la vida;

V. Existan antecedentes de amenazas, acoso o lesiones del sujeto activo en contra de la víctima;

VI. El cuerpo de la víctima sea expuesto o arrojado en un lugar público; 

VII. La víctima haya sido incomunicada. 

A quien cometa el delito de feminicidio se le impondrá una sanción de veinte a  a cincuenta años de prisión, además de una multa de 200 a 500 días de salario mínimo vigente.

Además de las sanciones descritas en el presente artículo, el sujeto activo perderá todos los derechos con relación a la víctima, incluidos los de carácter sucesorio.


	3. Baja California Sur

	Artículo 130. Homicidio agravado por feminicidio. Cuando el homicidio sea ejecutado dolosamente, por la condición de género de la víctima y por ende, este recaiga sobre el pasivo por su condición de mujer, se le impondrá de veinticinco a cincuenta años de prisión, así como la pérdida del derecho a heredar que pudiera tener respecto a la víctima.

Existen razones de género de parte del sujeto activo, cuando concurra alguna de las siguientes circunstancias:

I. 
La víctima presente signos de violencia sexual de cualquier tipo; 

II. 
A la víctima se le hayan infligido lesiones infamantes, degradantes o mutilaciones, previas o posteriores a la privación de la vida; 

III. 
Existan datos que establezcan que se han cometido amenazas, acoso, violencia o lesiones del sujeto activo en contra de la víctima; 

IV. 
El cuerpo de la víctima sea expuesto, depositado o arrojado en un lugar público; 

V. 
Exista antecedente de violencia en el ámbito familiar, laboral, vecinal, escolar  del sujeto activo en contra de la víctima; o

VI. 
La víctima haya sido incomunicada, cualquiera que sea el tiempo previo a su fallecimiento; 

Si en la comisión de este delito concurre alguna circunstancia calificativa de las previstas en el artículo 144 de este Código, se impondrán las penas del homicidio calificado, pudiéndose aumentar la pena hasta en un tercio.


	4. Campeche

	ARTÍCULO 160.- Comete el delito de feminicidio quien priva de la vida a una mujer por razones de género. Se considera que existen razones de género cuando concurra alguna de las siguientes circunstancias:

 I. La víctima presente signos de violencia sexual de cualquier tipo; 

II. A la víctima se le hayan infligido lesiones o mutilaciones infamantes o degradantes, previas o posteriores a la privación de la vida o actos de necrofilia; 

III. Existan antecedentes o datos de cualquier tipo de violencia en el ámbito familiar, laboral o escolar, del sujeto activo en contra de la víctima; 

IV. Existan datos que establezcan que hubo amenazas relacionadas con el hecho delictuoso, acoso o lesiones del sujeto activo en contra de la víctima;

 V. La víctima haya sido incomunicada, cualquiera que sea el tiempo previo a la privación de la vida; 

VI. El cuerpo de la víctima sea expuesto o exhibido en un lugar público. 

El delito de feminicidio se sancionará conforme a lo dispuesto por la Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia.


	5. Chiapas

	Artículo 164 Bis.- Comete el delito de feminicidio y se sancionará con prisión de veinticinco a sesenta años, a quien por razones de género prive de la vida a una mujer. Serán consideradas razones de género las siguientes: 

I. Exista o haya existido entre el activo y la víctima una relación de parentesco por consanguinidad o afinidad, conyugal, concubinato, noviazgo o cualquier otra relación de hecho.

II. Exista o haya existido entre el activo y la víctima una relación laboral, docente o cualquiera que implique subordinación o superioridad. 

III. La víctima presente signos de violencia sexual de cualquier tipo. 

IV. A la víctima se le hayan infligido lesiones o mutilaciones, previas o posteriores a la privación de la vida. 

V. Existan datos o antecedentes que establezcan que se han cometido amenazas, acoso, violencia o lesiones de cualquier tipo del sujeto activo en contra de la víctima. 

VI. El cuerpo de la víctima sea expuesto, depositado o arrojado en lugar público. 

VII. La víctima haya sido incomunicada, cualquiera que sea el tiempo previo a la privación de su vida.

 En el caso de la fracción I se impondrá además de la pena, la pérdida de derechos con respecto a la víctima y ofendidos, incluidos los de carácter sucesorio.


	6. Chihuahua

	Artículo 126.  Cuando la víctima del delito de homicidio sea del sexo femenino o menor de edad, se aplicarán las penas previstas en el segundo párrafo del artículo anterior.   

Si además del homicidio, se cometen en perjuicio de la víctima otros delitos, deberá imponerse pena por cada delito cometido aún y cuando con ello se exceda el máximo de la pena de prisión.
 

	7. Ciudad de México

	Artículo 148 Bis. Comete el delito de feminicidio quien, por razones de género, prive de la vida a una mujer. Existen razones de género cuando se presente cualquiera de los siguientes supuestos: 

I. La víctima presente signos de violencia sexual de cualquier tipo;

II. A la víctima se le hayan infligido lesiones infamantes, degradantes o mutilaciones, previas o posteriores a la privación de la vida; 

III. Existan datos que establezcan que se han cometido amenazas, acoso, violencia o lesiones del sujeto activo en contra de la víctima; 

IV. El cuerpo de la víctima sea expuesto, depositado o arrojado en un lugar público; o

V. La víctima haya sido incomunicada, cualquiera que sea el tiempo previo a su fallecimiento. 

A quien cometa feminicidio se le impondrán de veinte a cincuenta años de prisión. 

Si entre el activo y la víctima existió una relación sentimental, afectiva o de confianza; de parentesco, laboral, docente o cualquiera que implique subordinación o superioridad, y se acredita cualquiera de los supuestos establecidos en las fracciones anteriores, se impondrán de treinta a sesenta años de prisión.


	8. Coahuila

	ARTÍCULO 336 BIS 1. FEMINICIDIO. Se aplicará prisión de veinte a cincuenta años y multa, al que prive de la vida a una mujer por razón de género. Se considera que existe razón de género cuando concurra cualquiera de las siguientes circunstancias: 

I.- Presente signos de violencia sexual de cualquier tipo, previa o posterior a la privación de la vida de la víctima infligida por el sujeto activo; 

II.- Se le haya infligido por el sujeto activo una o más lesiones o mutilaciones infamantes o degradantes en zonas genitales o en cualquier otra, previa o posteriormente a la privación de la vida;

III.- Existan antecedentes o datos de cualquier tipo de violencia o discriminación por género en el ámbito familiar, laboral, o escolar, del sujeto activo contra la víctima; 

IV.- Haya existido entre el sujeto activo y la víctima una relación sentimental, afectiva o de confianza; 

V.- El cuerpo sea expuesto, depositado o arrojado en un lugar público, en circunstancias que degraden o menosprecien a la víctima. 

Además de la sanción anterior, el sujeto activo perderá todos los derechos con relación a la víctima, incluidos los de carácter sucesorio. En caso de que no se acredite el feminicidio, se aplicarán las reglas del homicidio. Al servidor público que con motivo de sus funciones y atribuciones conozca del delito de feminicidio y por acción u omisión realice prácticas dilatorias en la procuración y administración de justicia se le impondrán de cinco a diez años de prisión, de quinientos a mil días multa e inhabilitación del cargo o comisión que desempeñe de cinco a diez años.


	9. Colima

	ARTÍCULO 124 Bis. Comete el delito de feminicidio quien prive de la vida a una mujer por razones de género. Existen razones de género cuando se acredite cualquiera de los siguientes supuestos: 

I. La víctima presente signos de violencia sexual de cualquier tipo; Código Penal para el Estado de Colima Dirección de Procesos Legislativos

II. A la víctima se le hayan infligido lesiones infamantes, degradantes o mutilaciones, previas o posteriores a la privación de la vida; 

III. Existan antecedentes o datos que establezcan que se han cometido amenazas, acoso, violencia o lesiones del sujeto activo en contra de la víctima;

IV. Existan antecedentes o datos de cualquier tipo de violencia en el ámbito familiar, laboral o escolar, del sujeto activo en contra de la víctima; 

V. Exista o haya existido entre el activo y la víctima una relación de parentesco por consanguinidad o afinidad, de matrimonio, concubinato, sociedad de convivencia, noviazgo, cualquier otra relación de hecho o amistad; 

VI. Exista o haya existido entre el activo y la víctima una relación laboral, docente, o cualquier otro que implique confianza, subordinación o superioridad; 

VII. La víctima haya sido incomunicada, cualquiera que sea el tiempo previo a la privación de la vida; 

VIII. El cuerpo de la víctima sea expuesto, depositado, arrojado o exhibido en un lugar público; o

IX. Cuando la víctima se haya encontrado en un estado de indefensión, entiéndase éste como la situación de desprotección real o incapacidad que imposibilite su defensa. 

Ya sea por la dificultad de comunicación para recibir auxilio, por razón de la distancia a un lugar habitado o por que exista algún impedimento físico o material para solicitar el auxilio. 

A quien cometa feminicidio se le impondrán de treinta y cinco a cincuenta años de prisión, multa por el importe equivalente de mil a mil quinientas unidades de medida y actualización, y privación de derechos que le pudieran corresponder en relación a la víctima, incluidos los de carácter sucesorio.


	10. Durango

	Artículo 137. A quien cometa homicidio calificado se le impondrá de veinte a cincuenta años de prisión y multa de mil cuatrocientos cuarenta a tres mil seiscientos días de salario. Cuando el homicidio tenga características propias de feminicidio se impondrá de veinte a sesenta años de prisión y de mil quinientos días a cuatro mil días multa. En el caso de feminicidio, si entre el activo y la víctima existió una relación sentimental, afectiva o de confianza; de parentesco, laboral, docente o cualquiera que implique subordinación o superioridad, se impondrán de treinta a sesenta años de prisión y multa de dos mil ciento setenta a cuatro mil seiscientos veinte días de salario.

Artículo 147 Bis. Se entiende que hay feminicidio cuando se presentan algunas de las circunstancias siguientes: 

I. El cuerpo de la víctima presente signos de violencia sexual de cualquier tipo; 

II. A la víctima se le hayan inferido lesiones infamantes, degradantes o mutilaciones, antes o después de haberla privado de la vida; 

III. Existan datos que establezcan que se han cometido amenazas, acoso, violencia o lesiones del sujeto activo en contra de la víctima; 

IV. El cuerpo de la víctima sea expuesto, depositado o arrojado en un lugar público; o 

V. La víctima haya sido incomunicada sin ánimo de obtención de lucro, cualquiera que sea el tiempo previo a su fallecimiento.


	11. Guanajuato

	ARTÍCULO 153-a.- Habrá feminicidio cuando la víctima del homicidio sea mujer y la privación de la vida se cometa por razones de género, considerándose que existen éstas, cuando ocurra alguno de los siguientes supuestos en agravio de la víctima: 

I. Que haya sido incomunicada; 

II. Que haya sido violentada sexualmente; 

III. Que haya sido vejada; 

IV. Que se le hayan infligido lesiones o mutilaciones, infamantes o degradantes aún respecto del cadáver; 

V. Que haya existido amenazas, acoso, lesiones o violencia en el ámbito familiar, laboral o escolar o cualquier otro que implique supra o subordinación del sujeto activo en contra de ella; 

VI. Que exista o haya existido con el activo relación íntima, de convivencia, de confianza, noviazgo, parentesco, matrimonio o concubinato; o 

VII. Que su cuerpo sea expuesto o arrojado en un lugar público. 

Al responsable de feminicidio se le impondrá de treinta a sesenta años de prisión y de trescientos a seiscientos días multa. 

Si concurre con el mismo u otro delito, se acumularán las penas que por cada uno se impongan. La de prisión no podrá exceder de setenta años. 
ARTÍCULO 153-a-1.- Si no se llegaren a probar los supuestos establecidos en el artículo 153-a, pero quien fue privada de la vida hubiere sido mujer, se aplicarán las sanciones del homicidio según la clasificación que le corresponda.


	12. Guerrero

	Artículo 135. Feminicidio 

Comete el delito de feminicidio quien, por razones de género, prive de la vida a una mujer.

 Existen razones de género cuando ocurra cualquiera de los supuestos siguientes: 

I. La víctima presente señales de violencia sexual de cualquier tipo; 

II. A la víctima se le hayan ocasionado lesiones o mutilaciones denigrantes o degradantes, previas o posteriores a la privación de la vida, así como actos de necrofilia; 

III. Existan antecedentes o datos de cualquier tipo de violencia, cometido en el ámbito familiar, laboral o escolar, cometido por el sujeto activo en contra de la víctima; 

IV. Existan datos o referencias que establezcan que hubo amenazas relacionadas con el hecho delictuoso, acoso o lesiones del sujeto activo en contra de la víctima; 

V. Haya existido entre el sujeto activo y la víctima una relación de familia, sentimental, afectiva o de confianza; 

VI. El cuerpo de la víctima sea expuesto, arrojado o exhibido en un lugar público, con el objeto de denigrarla, debido a su calidad de mujer; 

VII. La víctima haya sido incomunicada, cualquiera que sea el tiempo, previo a la privación de la vida; 

A quien cometa el delito de feminicidio se le impondrán de veinte a sesenta años  de prisión. 

Además de las sanciones señaladas en el presente artículo, la persona sentenciada perderá todos sus derechos con relación a la víctima, incluidos los de carácter familiar y sucesorio.


	13. Hidalgo

	Artículo 139 Bis.- Comete el delito de feminicidio quien por razones de género prive de la vida a una mujer y se le impondrá sanción de veinticinco a cincuenta años de prisión y de 300 a 500 días multa. Se entiende que existen razones de género, cuando estemos en presencia de cualquiera de las siguientes circunstancias: 

I.- La víctima presente signos de violencia sexual de cualquier tipo; 

II.- A la víctima se le hayan infligido lesiones infamantes, degradantes o mutilaciones, previamente a la privación de la vida, o se realicen marcas infamantes o degradantes sobre el cadáver o éste sea mutilado; 

III.- Existan datos que establezcan que se han cometido amenazas, hostigamiento o aprovechamiento sexual, violencia o lesiones del sujeto activo en contra de la víctima; 

IV.- El cuerpo de la víctima sea expuesto o arrojado en un lugar público; 

V.- La víctima haya sido incomunicada, cualquiera que sea el tiempo previo a su fallecimiento; 

VI.- Habiendo existido entre el activo y la víctima alguna de las siguientes relaciones: sentimental, afectiva, de confianza, de parentesco o de hecho; o 

VII.- Habiendo existido entre el activo y la víctima una relación laboral o docente que implique subordinación o superioridad. 

En caso de que no se acredite el feminicidio, se observarán las disposiciones previstas para el delito de homicidio.


	14. Jalisco

	Artículo 232-Bis. Se impondrán de cuarenta a setenta años de prisión y multa de quinientos a mil veces el valor diario de la Unidad de Medida y Actualización, a la persona que cometa el delito de feminicidio.

Comete el delito de feminicidio quien prive de la vida a una mujer por razones de género. Se considera que existen razones de género cuando concurra alguna de las siguientes conductas o circunstancias: 

I. Cuando exista o haya existido entre el activo y la víctima una relación de parentesco por consanguinidad o afinidad, de matrimonio, concubinato, sociedad de convivencia, noviazgo, amistad o cualquier otra relación de hecho;

II. Cuando exista o haya existido entre el activo y la víctima una relación laboral, docente o cualquiera otra que implique confianza, subordinación o superioridad;

III. Cuando el sujeto activo haya cometido actos de odio o misogenia contra la víctima;

IV. Cuando el sujeto activo haya realizado actos de violencia familiar en contra de la víctima;
V. Cuando de la escena del  hecho se desprendan indicios de humillación o denigración de parte del sujeto activo hacia la víctima;

VI. Cuando el sujeto activo haya infligido lesiones infamantes, degradantes o mutilaciones a la víctima, previas o posteriores a la privación de la vida;

VII. Cuando la víctima presente signos de violencia sexual de cualquier tipo, infligidos por el o los autores del fenimicidio; 

VIII. Cuando el sujeto activo actúe por motivos de homofobia;

IX. Cuando existan antecedentes de amenazas, acoso o lesiones del sujeto activo contra la víctima;

X. Cuando el cuerpo de la víctima sea expuesto o arrojado en lugar público; o

XI. Cuando la víctima haya sido incomunicada, cualquiera que sea el tiempo previo a la privación de la vida. 

En caso de que no se acredite el feminicidio se aplicarán las reglas del homicidio o parricidio, según corresponda.

Además de las sanciones descritas en el presente artículo, el sujeto activo perderá todos los derechos con relación a la víctima. 


	15. Estado de México

	Artículo 281. Comete el delito de feminicidio quien prive de la vida a una mujer por razones de género. Se considera que existen razones de género cuando concurra alguna de las siguientes circunstancias: 

I. La víctima presente signos de violencia sexual de cualquier tipo. 

II. A la víctima se le hayan infligido lesiones o mutilaciones infamantes o degradantes, previas o posteriores a la privación de la vida o actos de necrofilia.

III. Existan antecedentes, datos o medios de prueba de cualquier tipo de violencia en el ámbito familiar, laboral o escolar, del sujeto activo en contra de la víctima. 

IV. Haya existido entre el activo y la víctima una relación sentimental, afectiva o de confianza. 

V. Existan datos o medios de prueba que establezcan que hubo amenazas relacionadas con el hecho delictuoso, acoso o lesiones del sujeto activo en contra de la víctima. 

VI. La víctima haya sido incomunicada, cualquiera que sea el tiempo previo a la privación de la vida. 

VII. El cuerpo de la víctima sea expuesto o exhibido en un lugar público.

VIII. Como resultado de violencia de género, pudiendo ser el sujeto activo persona conocida o desconocida y sin ningún tipo de relación. 

En los casos a que se refiere este artículo, la penalidad será de cuarenta a setenta años de prisión o prisión vitalicia y de setecientos a cinco mil días multa.

Además de las sanciones descritas en el presente artículo, el sujeto activo perderá todos los derechos con relación a la víctima, incluidos los de carácter sucesorio. 

La pena se agravará hasta en un tercio cuando la víctima sea mujer menor de edad, embarazada o discapacitada, así como cuando el sujeto activo sea servidor público y haya cometido la conducta valiéndose de esta condición. En caso que no se acredite que existieron razones de género al privar de la vida a una mujer, al momento de resolver, para la imposición de las sanciones penales correspondientes, el juez aplicará las disposiciones señaladas en los artículos 242, fracción II y 245 fracción V, inciso d) de este ordenamiento. 

Se entenderá como homicidio doloso, la privación de la vida de una mujer por razones de género, para los efectos de: 1) La imposición de la prisión preventiva oficiosa. 2) La remisión parcial de la pena, tratamiento preliberacional, libertad condicionada al sistema de localización y rastreo y libertad condicional.


	16. Michoacán 

	Artículo 120. Feminicidio El homicidio doloso de una mujer, se considerará feminicidio cuando se actualice alguna de las siguientes circunstancias: 

I. Cuando existan con antelación actos que constituya violencia familiar o institucional del sujeto activo hacia la mujer; 

II. Cuando el sujeto activo realice actos de violencia sexual, actos crueles, degradantes, mutile el cuerpo de la mujer, previo o posterior a la privación de la vida;

III. Cuando la víctima presenta indicios de violencia física reiterada por parte del sujeto activo; 

IV. Cuando existan antecedentes de violencia psicológica o abuso sexual del sujeto activo contra la mujer; y, 

V. Cuando el cuerpo de la víctima sea expuesto de manera degradante en un lugar público. El feminicidio se considerará homicidio calificado.

Artículo 122. Homicidio calificado A quien cometa el delito de homicidio calificado se le impondrá de veinte a cuarenta años de prisión.


	17. Morelos

	Artículo 213 Quintus.- Comete el delito de feminicidio quien, por razones de género, prive de la vida a una mujer. Existen razones de género cuando se acredite cualquiera de las siguientes hipótesis: 

I. Hay o se haya dado, entre el activo y la víctima una relación de parentesco por consanguinidad o afinidad, de matrimonio, concubinato, noviazgo, cualquier otra relación de hecho; 

II. Hay o se haya dado, entre el activo y la víctima una relación laboral, docente, o cualquier otro que implique confianza, subordinación o superioridad; 

III. La víctima presente signos de violencia sexual de cualquier tipo; 

IV. A la víctima se le hayan infligido lesiones infamantes, degradantes o mutilaciones, previa o posterior a la privación de la vida; 

V. Consten antecedentes de amenazas, acoso o lesiones del sujeto activo en contra de la víctima; VI. El cuerpo de la víctima sea expuesto o arrojado en un lugar público; o

VII. La víctima haya sido incomunicada.

A quien cometa delito de feminicidio se le impondrá una sanción de 30 a 70 años de prisión. 

En el caso de la fracción I se le impondrá además de la pena, la pérdida de derechos con respecto a la víctima y ofendidos, incluidos los de carácter sucesorio.


	18. Nayarit

	ARTÍCULO 361 Bis.- Se impondrán de treinta a cincuenta años de prisión y multa de quinientos a mil días, a quien cometa el delito de feminicidio. Comete el delito de feminicidio quien prive de la vida a una mujer por razones de género. Se considera que existen motivos de género, cuando se acredite alguna de las circunstancias siguientes:

I.La víctima presente signos recientes de violencia sexual de cualquier tipo;

II. A la víctima se le hayan infligido lesiones infamantes, degradantes o mutilaciones, previas o posteriores a la privación de la vida o actos de necrofilia; 

III. Existan antecedentes o indicios legalmente preconstituidos de amenazas, acoso, hostigamiento, violencia intrafamiliar o lesiones del sujeto activo en contra de la víctima; 

IV. El cuerpo de la víctima sea expuesto o arrojado en un lugar público; 

V. Cuando el sujeto activo haya cometido sobre la víctima otro delito de tipo sexual; 

VI. El homicidio se cometa para ocultar una violación o evitar que se denuncie o sancione dicho ilícito;

VII. La víctima haya sido incomunicada o privada de su libertad, de cualquier forma, o 

VIII. Que se cometa por odio, aversión obsesiva, discriminación o dominio hacia la mujer. En caso que no se acredite el feminicidio se aplicarán las reglas del homicidio.

Artículo 361 Ter.- Se impondrá de treinta y cinco a sesenta años de prisión y multa de seiscientos a mil doscientos días, cuando entre el responsable y la víctima de feminicidio, se actualice alguno de los supuestos siguientes:

I. Que exista o haya existido una relación de parentesco por consanguinidad, matrimonio o concubinato;

II. Que exista una relación de noviazgo, amistad o cualquier otra relación sentimental de hecho, laboral, docente, vecinal o cualquier otra que implique confianza, subordinación, superioridad o ventaja; 
III. Que el sujeto activo sea padrastro, hijastro o hermanastro de la víctima, o 
IV. Que la víctima se encuentre en estado de gravidez. Tratándose de una relación de parentesco, se impondrá además de la prisión, la pérdida de derechos con respecto a la víctima u ofendidos, incluidos los de carácter sucesorio. 

Artículo 361 Quáter.- Al servidor público que retarde o entorpezca maliciosamente o por negligencia la procuración o administración de justicia en el delito de feminicidio, se le impondrá pena de prisión de tres a ocho años y de quinientos a mil quinientos días de multa, además será destituido e inhabilitado de tres a diez años para desempeñar otro empleo, cargo o comisión públicos.


	19. Nuevo León

	ARTÍCULO 331 BIS 2.- COMETE EL DELITO DE FEMINICIDIO QUIEN PRIVE DE LA VIDA A UNA MUJER POR RAZONES DE GÉNERO. SE CONSIDERA QUE EXISTEN RAZONES DE GÉNERO CUANDO CONCURRA ALGUNA DE LAS SIGUIENTES CIRCUNSTANCIAS:

I. LA VICTIMA PRESENTE SIGNOS DE VIOLENCIA SEXUAL DE CUALQUIER TIPO;

II. A LA VÍCTIMA SE LE HAYAN INFLIGIDO ACTOS INFAMANTES, DEGRADANTES O MUTILACIONES, DE MANERA PREVIA O POSTERIOR A LA PRIVACIÓN DE LA VIDA, O ACTOS DE NECROFILIA;

III. EXISTAN ANTECEDENTES O DATOS DE CUALQUIER TIPO DE VIOLENCIA EN EL ÁMBITO FAMILIAR, LABORAL O ESCOLAR, DEL SUJETO ACTIVO EN CONTRA DE LA VÍCTIMA;

IV. HAYA EXISTIDO ENTRE EL SUJETO ACTIVO Y LA VÍCTIMA UNA RELACIÓN SENTIMENTAL, AFECTIVA O DE CONFIANZA;

V. EXISTAN DATOS QUE ESTABLEZCAN QUE HUBO AMENAZAS RELACIONADAS CON EL HECHO DELICTUOSO, ACOSO O LESIONES DEL SUJETO ACTIVO EN CONTRA DE LA VÍCTIMA;

VI. LA VÍCTIMA HAYA SIDO INCOMUNICADA, CUALQUIERA QUE SEA EL TIEMPO PREVIO A LA PRIVACIÓN DE LA VIDA; Y

VII. EL CUERPO DE LA VÍCTIMA SEA EXPUESTO O EXHIBIDO EN UN LUGAR PÚBLICO.
SI ADEMÁS DEL FEMINICIDIO, RESULTA DELITO DIVERSO, SE APLICARÁN LAS REGLAS DEL CONCURSO DE DELITOS.

EN CASO DE QUE NO SE ACREDITE EL FEMINICIDIO, SE APLICARÁN LAS REGLAS DEL HOMICIDIO.

ARTÍCULO 331 BIS 3.- A QUIEN COMETA EL DELITO DE FEMINICIDIO SE LE IMPONDRÁ UNA SANCIÓN DE CUARENTA A SESENTA AÑOS DE PRISIÓN Y MULTA DE CUATRO MIL A OCHO MIL CUOTAS.

ADEMÁS DE LA SANCIÓN PREVISTA POR ÉSTE ARTÍCULO, EL SUJETO ACTIVO PERDERÁ TODOS LOS DERECHOS CIVILES CON RELACIÓN A LA VÍCTIMA, INCLUIDOS LOS SUCESORIOS.


	20. Oaxaca

	ARTÍCULO 411.- Comete el delito de feminicidio quien prive de la vida a una mujer por razones de género. Se entiende por razones de género cuando ocurra cualquiera de las siguientes circunstancias: 

I.- La víctima presente signos de violencia sexual de cualquier tipo; 

II.- A la víctima se le hayan infligido heridas, escoriaciones, contusiones, fracturas, dislocaciones, quemaduras, mutilaciones con implicaciones sexuales o que le genere sufrimiento. 

III.- Existan antecedentes o indicios anteriores de amenazas, acoso o maltrato del sujeto activo en contra de la víctima; 

IV.- El cadáver o restos de la víctima hayan sido enterrados u ocultados; 

V.- El cadáver o restos de la víctima hayan sido expuesto en lugar público; 

VI.- La víctima haya sido incomunicada o privada de su libertad, y 

VII.- Por desprecio u odio a la víctima motivado por discriminación o misoginia. Se entiende por misoginia las conductas de odio contra la mujer que se manifiestan mediante actos violentos o crueles contra ella. 

ARTÍCULO 412.- A quien cometa el delito de feminicidio se le impondrá una sanción de cuarenta a sesenta años de prisión y multa de quinientos a mil salarios mínimos. Si entre el activo y la víctima existió una relación de parentesco por consanguinidad o afinidad, adopción, matrimonio, concubinato, relación de convivencia, noviazgo, amistad, laboral, docente, tutela o cualquier otra que implique confianza, además de la pena que le corresponda, se le impondrá hasta un tercio más de la misma. Se impondrá hasta dos tercios de la pena cuando el sujeto activo se encuentre en servicio o se haya desempeñado dentro de los cinco años anteriores a la comisión del delito como servidor público integrante de las corporaciones de seguridad pública, de las instituciones de procuración e impartición de justicia o de las fuerzas armadas.


	21. Puebla 

	Artículo 331.- Al responsable de un homicidio calificado se le impondrá de veinte a cincuenta años de prisión. El homicidio de una mujer cometido por odio en razón de género, se sancionará como feminicidio.  

Artículo 338.- Comete el delito de feminicidio quien prive de la vida a una mujer por razones de género. Se considera que existen razones de género cuando con la privación de la vida concurra alguna de las siguientes circunstancias: 

I.- Que el sujeto activo lo cometa por odio o aversión a las mujeres;

II.- Que el sujeto activo lo cometa por celos extremos respecto a la víctima; 

III.- Cuando existan datos que establezcan en la víctima, lesiones o mutilaciones infamantes o degradantes, previas o posteriores a la privación de la vida, violencia sexual, actos de necrofilia, tormentos o tratos crueles, inhumanos o degradantes; 

IV.- Que existan antecedentes o datos de violencia en el ámbito familiar, laboral, escolar o cualquier otro del sujeto activo en contra de la víctima; 

V.- Se deroga;

VI.- Haya existido entre el activo y la víctima una relación sentimental, afectiva o de confianza; Se presumirá que existió una relación sentimental entre el activo y la víctima cuando sea o haya sido concubina, amasia o novia, del sujeto activo o que ésta haya tenido una relación de hecho por la cual vivieran juntos o relaciones sexuales estables o de forma casual. 

VII.- Existan datos que establezcan que hubo amenazas relacionadas con el hecho delictuoso, acoso o lesiones del sujeto activo en contra de la víctima;

VIII.- Que la víctima haya sido incomunicada, cualquiera que sea el tiempo previo a la privación de la vida; 

IX.- Que el cuerpo de la víctima sea expuesto o exhibido en un lugar público; o 

X.- Que la víctima tenga parentesco con el victimario.

338 Bis.- A quien cometa el delito de feminicidio, se le impondrá una sanción de cuarenta a sesenta años de prisión y multa de quinientos a mil días de salario. En caso de que no se acredite el feminicidio, se aplicarán las reglas del homicidio, sin menoscabo de observar alguna circunstancia que agrave o atenúe la sanción conforme a lo establecido en las Secciones Segunda y Cuarta. 

338 Ter.- Además de las sanciones descritas en el artículo anterior, el sujeto activo perderá todos los derechos con relación a la víctima, incluidos los de carácter sucesorio.

338 Quáter.- Además de las penas aplicables por el concurso real, si la víctima se encuentra embarazada, el delito de Feminicidio se sancionará con una pena de cincuenta a setenta años de prisión.


	22. Queretaro 

	ARTÍCULO 126 BIS.- Al que prive de la vida a una mujer por razones derivadas de su género, se le impondrán de 20 a 50 años de prisión y de quinientos a setecientos cincuenta días multa. Se considera que existen razones de género, en cualquiera de las circunstancias siguientes: 
I. La víctima presente signos de violencia sexual de cualquier tipo; 

II. A la víctima se le hayan infligido lesiones o mutilaciones infamantes o marcas degradantes, previas o posteriores a la privación de la vida o actos de necrofilia; 

III. Existan datos que establezcan que hubo amenazas, acoso o lesiones del sujeto activo en contra de la víctima; 

IV. El cuerpo de la víctima haya sido expuesto, depositado o arrojado en un lugar público o paraje despoblado o exhibido por cualquier medio; 
V. Existan antecedentes o datos de cualquier tipo de violencia, en el ámbito familiar, laboral, escolar o vecinal del sujeto activo en contra de la víctima; 
VI. La víctima haya sido incomunicada, cualquiera que sea el tiempo previo a la privación de la vida; y  

VII. Existan evidencias de que la víctima sufrió violencia física ejercida por persona con la que la haya tenido parentesco por consanguinidad, por afinidad o civil, relación de matrimonio, concubinato, noviazgo o amistad o de subordinación o superioridad que impliquen confianza. 
Además de las sanciones descritas en el presente artículo, el sujeto activo perderá todos los derechos con relación a la víctima, incluidos los de carácter sucesorio. En caso de que no se acredite el feminicidio, se aplicarán las reglas del homicidio. 
Al servidor público que retarde o entorpezca maliciosamente o por negligencia la procuración o administración de justicia, se le impondrá pena de prisión de 3 a 8 años y de quinientos a setecientos cincuenta días multa; además, será destituido e inhabilitado de 3 a 10 años para desempeñar otro empleo, cargo o comisión públicos.


	23. Quintana Roo

	ARTÍCULO 89 BIS. Comete delito de feminicidio, el que dolosamente prive de la vida a una mujer por razones de género. Se le impondrá prisión de veinticinco a cincuenta años y de mil quinientos a tres mil días multa. Existen razones de género cuando se presente cualquiera de los siguientes supuestos:
 I.- Que existan antecedentes o datos de cualquier tipo de violencia en el ámbito familiar, laboral o escolar, del sujeto activo en contra de la víctima. 
II.- Que el cuerpo de la víctima presente signos de violencia sexual de cualquier tipo. 
III.- Que a la víctima se le hayan infligido lesiones o mutilaciones infamantes o degradantes, previas o posteriores a la privación de la vida o actos de necrofilia. 
IV.- Que existan antecedentes o datos que establezcan que hubo amenazas relacionadas con el hecho delictuoso, acoso u hostigamiento sexual, o lesiones del sujeto activo en contra de la víctima.
V.- Que el cuerpo de la víctima sea expuesto o exhibido en un lugar público.
VI.- Que el activo haya obligado a la víctima a ejercer la prostitución, o haya ejercido actos de trata de personas en agravio de la víctima.
 VII.- Que haya existido entre el activo y la victima una relación sentimental, afectiva o de confianza.
 VIII.- Que la víctima haya sido incomunicada, cualquiera que sea el tiempo previo a la privación de la vida. 
Además de la sanción anterior el sujeto activo perderá todos los derechos con relación a la víctima, incluido los de carácter sucesorio. 
En caso de que no se acredite el feminicidio, se aplicarán las reglas del homicidio. En la configuración del delito, no es necesario que se acredite la personalidad misógina del inculpado.
ARTÍCULO 89 TER. Se impondrán de dos a cinco años de prisión, de mil a cinco mil días multa y destitución e inhabilitación del cargo o comisión de cinco a diez años, al servidor público que con motivo de sus funciones y atribuciones tenga a su cargo la investigación o impartición de justicia del delito señalado en el artículo anterior y realice cualquiera de las 36 siguientes conductas: 
I. Omita realizar las diligencias y actuaciones correspondientes para integrar la carpeta de investigación, en los términos que establecen el Código Penal para el Estado Libre y Soberano de Quintana Roo y el Código Nacional de Procedimientos Penales, sin causa justificada.
II. Efectúe actos de discriminación, coacción e intimidación, contra el denunciante u ofendido del delito, o; 
      III. Retarde o entorpezca intencionalmente o por negligencia la procuración o administración de justicia, sin causa justificada. 


	24. San Luis Potosí 

	ARTÍCULO 135. Comete el delito de feminicidio, quien priva de la vida a una mujer por razones de género. Se considera que existen razones de género cuando ocurra cualquiera de las siguientes circunstancias: 

I. Exista, o haya existido una relación de parentesco; afecto; docente; o laboral, o cualquier otra que implique amistad, confianza, subordinación, o superioridad, entre la víctima y el agresor; 

II. Exista en la víctima signos de violencia sexual de cualquier tipo; 

III. Se halla infligido a la víctima, lesiones, o mutilaciones infamantes o degradantes, previas o posteriores a la privación de la vida; o actos de necrofilia; o que generen sufrimiento; 

IV. Existen antecedentes de violencia, sexual, física, psicológica, patrimonial, económica, o de cualquier indicio de amenaza, producidas en el ámbito, familiar; laboral; o escolar, del sujeto activo en contra de la víctima. 

V. Existan datos que establezcan que hubo amenazas, acoso o violencia sexual, relacionados con el hecho delictuoso, del sujeto activo en contra de la víctima;

VI. La victima haya sido incomunicada, o privada de su libertad, cualquiera que sea el tiempo previo a la privación de la vida, y 

VII. El cuerpo de la víctima sea expuesto de cualquier forma, depositado, o arrojado en un lugar público. 

Este delito se sancionará con una pena de veinte a cincuenta años de prisión, y sanción pecuniaria de dos mil a cinco mil unidades de Medida de Actualización. Además de las sanciones señaladas en el presente artículo, el sujeto activo perderá los derechos con relación a la víctima, incluidos los de carácter sucesorio. 
Igualmente al servidor público que retarde o entorpezca maliciosamente, o por negligencia la procuración o impartición de justicia, tratándose de este delito, se le impondrá pena de prisión de cuatro a ocho años, y multa de quinientos a mil unidades de Medida de Actualización, además será destituido, e inhabilitado de tres a diez años para desempeñar otro empleo, cargo o comisión público. En el caso de que no se acredite el delito de feminicidio, se aplicarán las reglas del delito de homicidio.


	25. Sinaloa

	ARTÍCULO 134 Bis. Comete el delito de feminicidio quien por razones de género, prive de la vida a una mujer. Existen razones de género cuando se presente cualquiera de los siguientes supuestos: 

I. La víctima presente signos de violencia sexual de cualquier tipo; 

II. Cuando se haya realizado por violencia familiar; 

III. A la víctima se le hayan infligido lesiones infamantes, degradantes o mutilaciones, previas o posteriores a la privación de la vida; 

IV. Existan datos de prueba que establezcan que se han cometido amenazas, acoso, violencia o lesiones del sujeto activo en contra de la víctima; 

V. El cuerpo de la víctima sea expuesto, depositado o arrojado en un lugar público; 

VI. Cuando la víctima se haya encontrado en estado de indefensión, entendiéndose ésta como la situación de desprotección real o incapacidad que imposibilite su defensa; o 

VII. La víctima haya sido incomunicada, cualquiera que sea el tiempo previo a su fallecimiento. 

A quien cometa feminicidio se le impondrán de veintidós a cincuenta años de prisión. Si entre el activo y la víctima existió una relación de matrimonio, concubinato o hecho; de parentesco, laboral, docente o cualquiera que implique subordinación o superioridad, y se acredita cualquiera de los supuestos establecidos en las fracciones anteriores, se impondrán de treinta a cincuenta y cinco años de prisión. En caso de que no se acredite el feminicidio, se aplicarán las reglas del homicidio.


	26. Sonora 

	ARTÍCULO 263 BIS 1.- Comete el delito de feminicidio quien prive de la vida a una mujer por razones de género. Se considera que existen razones de género, cuando concurra alguno de los siguientes supuestos:

I.- La víctima presente algún signo de violencia sexual de cualquier tipo;

II.- A la víctima se le hayan infligido lesiones o mutilaciones infamantes o degradantes, previas o posteriores a la privación de la vida o actos de necrofilia;

III.- Existan antecedentes o datos de cualquier tipo de violencia, en cualquier ámbito, del sujeto activo en contra de la víctima;

IV.- Haya existido entre el activo y la víctima una relación sentimental, afectiva o de confianza; 

V.- Exista algún dato que establezca que hubo alguna amenaza relacionada con el hecho delictuoso, acoso o lesiones del sujeto activo en contra de la víctima;

VI.- La víctima haya sido incomunicada, cualquiera que sea el tiempo, previo a la privación de la vida; 

VII.- El cuerpo de la víctima sea expuesto o exhibido en un lugar público; o 

VIII.- Quien se aproveche del estado de indefensión o falta de apoyo de una mujer que se encuentra sola, ya sea por la dificultad de comunicación para recibir auxilio, por razón de la distancia a un lugar habitado o porque exista algún impedimento físico o material para solicitar el auxilio. A quien cometa el delito de feminicidio se le impondrán de treinta a sesenta años de prisión y de quinientos a mil días multa. Además de las sanciones descritas en el presente artículo, el sujeto activo perderá todos los derechos con relación a la víctima, incluidos los de carácter sucesorio. 

ARTÍCULO 263 BIS 2.- En el delito de feminicidio se observará lo que señalan los artículos 252 BIS, 252 TER, 253, 254 y 255. En caso de que no se acredite el feminicidio, se aplicarán las reglas del homicidio. 

ARTÍCULO 263 BIS 3.- Al servidor público que maliciosamente o por negligencia, retarde o entorpezca la procuración o administración de justicia, se le sancionará conforme a lo establecido en el artículo 193 fracción VII de éste Código Penal.


	27. Tabasco

	Artículo 115 Bis. Se considera feminicidio el homicidio de una mujer realizado por razones de género. Existen razones de género cuando concurra cualquiera de las circunstancias siguientes: 

I. Haya existido entre el activo y la víctima una relación de parentesco por consanguinidad o afinidad, de matrimonio, concubinato, sociedad de convivencia, noviazgo, o cualquier otra relación de hecho o amistad; 
II. Haya existido entre el activo y la víctima una relación laboral, docente, o cualquier otra que implique confianza, subordinación o superioridad; 

III. El sujeto activo haya abusado de su cargo público para la comisión del delito; 

IV. La víctima presente signos de violencia sexual de cualquier tipo; 

V. A la víctima se le hayan infligido lesiones infamantes o degradantes, o mutilaciones, previa o posteriormente a la privación de la vida, o actos de necrofilia; 

VI. Existan antecedentes o datos de cualquier tipo de violencia sexual, física, psicológica, patrimonial o económica, en el ámbito familiar, laboral o escolar, generada por el sujeto activo en contra de la víctima; 

VII. Existan antecedentes o datos que establezcan que se cometieron amenazas relacionadas con el hecho delictuoso, asedio, acoso o lesiones del sujeto activo en contra de la víctima; 

VIII. La víctima haya sido incomunicada, cualquiera que sea el tiempo previo a la privación de la vida; o 
IX. El cuerpo de la víctima sea expuesto o exhibido en lugar público

A quien cometa el delito de feminicidio se le impondrán de cuarenta a sesenta años de prisión y de quinientos a mil días multa.

Además de la sanción anterior, el sujeto activo perderá todos los derechos con relación a la víctima, incluidos los de carácter sucesorio. Si además del feminicidio, resulta delito diverso, se estará a las reglas del concurso de delitos. 

En caso de que no se acredite el feminicidio, se aplicarán las reglas del homicidio. 
Al servidor público que retarde o entorpezca maliciosamente o por negligencia la procuración o administración de justicia respecto del feminicidio, se le impondrá pena de prisión de tres a ocho años y de quinientos a mil quinientos días multa; además será destituido e inhabilitado de tres a diez años para desempeñar otro empleo, cargo o comisión públicos.


	28. Tamaulipas

	ARTÍCULO 337 Bis.- Comete el delito de feminicidio quien prive de la vida a una mujer por razones de género. Se considera que existen razones de género cuando concurra alguna de las siguientes circunstancias: 

l.- La víctima presente signos de violencia sexual de cualquier tipo; 

II.- A la víctima se le hayan infligido lesiones o mutilaciones infamantes o degradantes, previas o posteriores a la privación de la vida o actos de necrofilia;

III.- Existan antecedentes o datos de cualquier tipo de violencia en el ámbito familiar, laboral o escolar, del sujeto activo en contra de la víctima; 

IV.- Haya existido entre el activo y la víctima una relación sentimental, afectiva o de confianza; 

V.- Existan datos que establezcan que hubo amenazas relacionadas con el hecho delictuoso, acoso o lesiones del sujeto activo en contra de la víctima; 

VI.- La víctima haya sido incomunicada, cualquiera que sea el tiempo previo a la privación de la vida; 

VII.- El cuerpo de la víctima sea expuesto o exhibido en un lugar público.

A quien cometa el delito de feminicidio se le impondrán de cuarenta a cincuenta años de prisión y de quinientos a mil días multa. 

Además de las sanciones descritas en el presente artículo, el sujeto activo perderá todos los derechos con relación a la víctima, incluidos los de carácter sucesorio. 

Así también se le condenará a la pérdida de la patria potestad en el caso de que tenga hijos con la víctima. En caso de que no se acredite el feminicidio, se aplicarán las reglas del homicidio. Al servidor público que retarde o entorpezca maliciosamente o por negligencia la procuración o administración de justicia se le impondrá pena de prisión de tres a ocho años y de quinientos a mil quinientos días multa, además será destituido e inhabilitado de tres a diez años para desempeñar otro empleo, cargo o comisión públicos.


	29. Tlaxcala

	Artículo 229. Comete el delito de feminicidio quien, por razones de género, prive de la vida a una mujer. Existen razones de género cuando se presente cualquiera de los siguientes supuestos: 

I. Se actualice violencia de género; entendiéndose por ésta, la comisión del delito asociada a la exclusión, subordinación, discriminación o explotación de la sujeto pasivo; 

II. El sujeto activo haya ejecutado conductas sexuales, crueles o degradantes, o mutile a la pasivo o el cadáver de ésta; 

III. Existan antecedentes o datos de cualquier tipo de violencia en el ámbito familiar, laboral o escolar, del sujeto activo en contra de la víctima; 

IV. Existan datos que establezcan que hubo amenazas relacionadas con el hecho delictuoso, acoso, violencia, o lesiones del sujeto activo en contra de la víctima; o 

V. El cadáver de la víctima sea expuesto, depositado o arrojado en un lugar público. 

Artículo 229 bis. A quien cometa feminicidio se le impondrán de treinta a setenta años de prisión y multa de dos mil ciento setenta a cuatro mil seiscientos veinte días de salario. Si entre el activo y la víctima existió una relación sentimental, afectiva, de confianza o de parentesco, laboral, docente o cualquiera que implique subordinación o superioridad, y se acredita cualquiera de los supuestos establecidos en el artículo anterior, se impondrán de cuarenta a setenta años de prisión y multa de dos mil ciento setenta a cuatro mil seiscientos veinte días de salario. 

Artículo 229 ter. Además de las sanciones descritas en el artículo anterior, el sujeto activo será condenado a la pérdida de los derechos que le asistieran con relación a los bienes o patrimonio de la víctima, al momento de cometer el delito; así como los que hubiera tenido respecto a su persona, si no se consumare, quedando en tentativa.


	30. Veracruz 

	Artículo 367 Bis.- Comete el delito de feminicidio quien por razones de género priva de la vida a una mujer. Existen razones de género cuando se presenta alguna de las siguientes circunstancias: 

I. Exista o haya existido entre el activo y la víctima una relación de parentesco por consanguinidad o afinidad, de matrimonio, concubinato, noviazgo o cualquier otra relación de hecho o amistad; 

II. Exista o haya existido entre el activo y la víctima una relación laboral, escolar, o cualquier otra que implique confianza, subordinación o superioridad; III. La víctima presente signos de violencia sexual de cualquier tipo; 

IV. A la víctima se le hayan infligido lesiones infamantes, degradantes o mutilaciones previamente a la privación de la vida, o se realicen marcas infamantes o degradantes sobre el cadáver, o éste sea mutilado; 

V. Hayan existido amenazas, acoso o lesiones del sujeto activo en contra de la víctima; 

VI. El cuerpo de la víctima sea expuesto o arrojado en un lugar público; o VII. La víctima haya sido incomunicada.

A quien cometa el delito de feminicidio se le impondrá una sanción de cuarenta a setenta años de prisión. Además de la sanción descrita en el presente artículo, el imputado perderá todos los derechos con relación a la víctima. 
Para el supuesto de la fracción I perderá también los derechos de familia y los de carácter sucesorio. 
En la configuración del delito, no es necesario que se acredite la personalidad misógina del inculpado.


	31. Yucatán

	Artículo 394 Quinquies.- Comete el delito de feminicidio quien dolosamente prive de la vida a una mujer por razones de género. Se considera que existen razones de género cuando concurra alguna de las circunstancias siguientes: 

I.- La víctima presente signos de violencia sexual de cualquier tipo, previas o posteriores a la privación de la vida. 

II.- A la víctima se le hayan practicado mutilaciones genitales o de cualquier otro tipo, cuando estas impliquen menosprecio a la mujer o a su cuerpo. 

III.- Existan antecedentes de violencia familiar, laboral o escolar, motivada por razones de género, del sujeto activo en contra de la víctima. 

IV.- La pretensión infructuosa del sujeto activo de establecer o restablecer una relación de pareja o de intimidad con la víctima.

A quien cometa el delito de feminicidio se le impondrán de treinta a cuarenta años de prisión y de quinientos a mil días multa. Si entre el sujeto activo y la víctima existió una relación de parentesco por consanguinidad en línea recta, sin limitación de grado, o colateral hasta el cuarto grado o por afinidad hasta el cuarto grado; laboral, docente o sentimental, se impondrá una pena de prisión de treinta a cincuenta años de prisión y de quinientos a mil días multa. 

Además de las sanciones descritas en este artículo, el sujeto activo perderá todos los derechos con relación a la víctima, incluidos los de carácter sucesorio. En caso de que no se acredite el feminicidio, se aplicarán las reglas del homicidio.

Artículo 394 Sexies.- Al servidor público que retarde o entorpezca maliciosamente o por negligencia la procuración o administración de justicia, cuando se trate de la investigación de un delito de feminicidio, se le impondrán de tres a ocho años de prisión y de quinientos a mil quinientos días multa, además será destituido e inhabilitado de tres a diez años para desempeñar otro empleo, cargo o comisión públicos.


	32. Zacatecas

	Artículo 309 Bis Comete el delito de feminicidio quien prive de la vida a una mujer por razones de género. A quien cometa el delito de feminicidio se le impondrán de veinte a cincuenta años de prisión y multa de doscientas a trescientas sesenta y cinco cuotas. 
Se considera que existen razones de género cuando concurra alguna de las siguientes circunstancias: 
I. La víctima presente signos de violencia sexual de cualquier tipo; 

II. A la víctima se le hayan infligido lesiones o mutilaciones infamantes o degradantes, previas o posteriores a la privación de la vida o actos de necrofilia; 

III. Existan antecedentes o datos de cualquier tipo de violencia de género del sujeto activo en contra de la víctima; se entenderá por violencia de género en los términos definidos por la Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia; 

IV. Haya existido entre el activo y la víctima una relación sentimental, afectiva, de confianza, de parentesco por consanguinidad o afinidad; de matrimonio; de concubinato; noviazgo o cualquier otra relación de hecho o amistad; 

V. Se haya dado entre el activo y la víctima una relación laboral, docente o cualquiera que implique subordinación o superioridad o inclusive cuando implique deber de brindar cuidados; 

VI. Existan datos que establezcan que hubo amenazas relacionadas con el hecho delictuoso, acoso o lesiones del sujeto activo en contra de la víctima; 

VII. La víctima haya sido incomunicada, cualquiera que sea el tiempo previo a la privación de la vida; 

VIII. El cuerpo de la víctima sea expuesto o exhibido en un lugar público. 

… 

Además de las sanciones descritas en el presente artículo, el sujeto activo perderá todos los derechos con relación a la víctima, incluidos los de carácter sucesorio. La reparación del daño a la que alude el artículo 34 del presente código, en los casos de feminicidio deberá determinarse conforme al principio de integralidad contenido en la Ley General de Víctimas, así como atendiendo los parámetros de dicha norma. 
En caso de que no se acredite el feminicidio, se aplicarán las reglas del homicidio. 
Al servidor público que retarde o entorpezca maliciosamente o por negligencia la procuración o administración de justicia se le impondrá pena de prisión de tres a ocho años y de doscientos cincuenta a trescientos sesenta y cinco días de multa, además será destituido e inhabilitado de tres a diez años para desempeñar otro empleo, cargo o comisión públicos.



· Código Penal Federal

Capítulo V
Feminicidio
“Artículo 325. Comete el delito de feminicidio quien prive de la vida a una mujer por razones de género. Se considera que existen razones de género cuando concurra alguna de las siguientes circunstancias: 

I. La víctima presente signos de violencia sexual de cualquier tipo;
II. A la víctima se le hayan infligido lesiones o mutilaciones infamantes o degradantes, previas o posteriores a la privación de la vida o actos de necrofilia; 
III. Existan antecedentes o datos de cualquier tipo de violencia en el ámbito familiar, laboral o escolar, del sujeto activo en contra de la víctima; 
IV. Haya existido entre el activo y la víctima una relación sentimental, afectiva o de confianza; 
V. Existan datos que establezcan que hubo amenazas relacionadas con el hecho delictuoso, acoso o lesiones del sujeto activo en contra de la víctima; 
VI. La víctima haya sido incomunicada, cualquiera que sea el tiempo previo a la privación de la vida; 
VII. El cuerpo de la víctima sea expuesto o exhibido en un lugar público. A quien cometa el delito de feminicidio se le impondrán de cuarenta a sesenta años de prisión y de quinientos a mil días multa

Además de las sanciones descritas en el presente artículo, el sujeto activo perderá todos los derechos con relación a la víctima, incluidos los de carácter sucesorio. 
En caso de que no se acredite el feminicidio, se aplicarán las reglas del homicidio. 
Al servidor público que retarde o entorpezca maliciosamente o por negligencia la procuración o administración de justicia se le impondrá pena de prisión de tres a ocho años y de quinientos a mil quinientos días multa, además será destituido e inhabilitado de tres a diez años para desempeñar otro empleo, cargo o comisión públicos.”

3. Estado de Chihuahua.

Al igual que la Federación, Chihuahua cuenta con una Ley Estatal del Derecho de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia, publicada en el Periódico Oficial del Estado No. 7, del 24 de enero de 2007 y una Ley de Igualdad Entre Mujeres y Hombres del Estado de Chihuahua publicada en el Periódico Oficial del Estado No. 43, del 29 de mayo de 2010. Ambos instrumentos pretenden garantizar el derecho de las mujeres a una vida libre de violencia, esto sin referirnos a las normas penales que sancionan conductas como la violencia familiar o delitos de índole sexual o acciones administrativas
.

Esto es, en décadas y formas similares a lo acontecido internacional y nacionalmente, es que el Estado de Chihuahua ha reaccionado para prevenir, sancionar y erradicar las diferentes formas de manifestación de la violencia contra las mujeres.
 

Sin embargo, respecto a las sanciones penales debemos trasladarnos un poco a la historia y recordar que en: 

1. La década de los 90´ se estaba acuñando la definición de feminicidio; 

2. El año 2001, se descubren cuerpos de mujeres en un “Campo Algodonero de ciudad Juárez”;

3. Se denuncia en el año 2002 al Estado Mexicano ante la Comisión Interamericana por “la desaparición y ulterior muerte” de las jóvenes González, Herrera y Ramos,  responsabilizando a México.
4. El año 2003, Chihuahua adiciona el artículo 195 bis. al Código Penal, para agravar la pena del homicidio cuando la víctima sea mujer.

5. El año 2005, la Comisión Interamericana admite las denuncias contra el Estado Mexicano.

6. El año 2007 la CIDH presentó demanda ante la Corte Interamericana de Derechos Humanos.
7. El año 2009, la Corte emite la sentencia contra el Estado Mexicano.
Lo anterior expone que si bien la violencia extrema contra las mujeres ya se había visibilizado en la década de los 90´, la definición de Feminicidio no había madurado internacionalmente, ya que el primer país en sancionar esta conducta penalmente fue Costa Rica en el año 2007
, y a nivel nacional todavía no se alcanzaba a visualizar penalmente por diversos motivos
; contrario a lo que sucedía en el Estado, sin embargo, un detonante para el legislador local en el año 2003, fue el caso emblemático acontecido en ciudad Juárez, que si bien no lo contemplaron como un feminicidio, si resultaba ser un mensaje de tutela al bien jurídico.
Dicha disposición que agravaba la penalidad del homicidio cuando la víctima fuera mujer, causo un acalorado debate al interior del parlamento estatal, se discutieron diversas figuras, como la reparación del daño, entre otras, pero reiteramos, no se contemplaba como un feminicidio, además, estábamos a seis años de que fuéramos condenados por la Corte Interamericana a raíz de los homicidios cometidos contra las mujeres por razones de género.

Y fue hasta el año 2007, que se contemplara el término “Violencia Feminicida” en la “Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de violencia”, y hasta el año 2009 con la Sentencia de la Corte Interamericana fue que se dio ese antes y después para el reconocimiento del término de Feminicidio
. 
De ahí que consideremos que la reforma del año 2003 en donde Chihuahua adiciona el artículo 195 bis. al Código Penal, para agravar la pena del homicidio cuando la víctima sea mujer, podría haber sido el parte-aguas de la tutela penal del Feminicidio, claro, visto con la perspectiva de aquel momento y bajo un tejido de violencia contra las mujeres por razones de género a consecuencia de una situación estructurada y de fenómenos sociológicos y culturales arraigados en un contexto social de violencia y discriminación basado en el género
. Aun así, podríamos inferir que fueron los primeros pasos en el mundo, para sancionar penalmente esta forma extrema de violencia.

IV.- Ahora sabemos que la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer, define la violencia contra las mujeres como: "cualquier acción o conducta, basada en género, que cause muerte, daño o sufrimiento físico, sexual o psicológico a la mujer, tanto en el ámbito público como en el privado". Bajo esta tesitura, la concreta tutela a la que alude dicho instrumento internacional consiste en actuar contra la violencia que, como manifestación de la discriminación, la situación de desigualdad y las relaciones de poder entre hombres y mujeres, se ejerce en razón de género
. Por ende, para poder determinar si un homicidio fue cometido por razones de género, no basta con conocer el sexo de la víctima, sino que se requiere conocer la motivación y el contexto del crimen, pues es lo que revela si la privación de la vida constituye una manifestación de la discriminación, la situación de desigualdad y las relaciones de poder entre hombres y mujeres
. 

Es por ello que ahora, después todo aquel transito histórico-doctrinal
, jurídico
, de datos
,
 y resoluciones
, que nos obligan a reformularnos la conceptualización de la tutela jurídica en nuestro marco legal estatal para actuar contra esa forma de violencia como manifestación de la discriminación, la situación de desigualdad y las relaciones de poder entre hombres y mujeres ejercida en razón de género
, y que llega a la extrema violencia contra las mujeres.   
Aunado a que en el párrafo 4. de los Puntos Resolutivos de la sentencia caso González y otras vs. México “Campo Algodonero” refiere:

“4. El Estado violó los derechos a la vida, integridad personal y libertad personal reconocidos en los artículos 4.1, 5.1, 5.2 y 7.1 de la Convención Americana, en relación con la obligación general de garantía contemplada en el artículo 1.1 y la obligación de adoptar disposiciones de derecho interno contemplada en el artículo 2 de la misma, así como con las obligaciones contempladas en el artículo 7.b y 7.c de la Convención Belém do Pará, en perjuicio de Claudia Ivette González, Laura Berenice Ramos Monárrez y Esmeralda Herrera Monreal, en los términos de los párrafos 243 a 286 de la presente Sentencia.”
En armonía con los párrafos 243 y 245 de supra sentencia: 

 “243. La Corte reitera que no basta que los Estados se abstengan de violar los derechos, sino que es imperativa la adopción de medidas positivas, determinables en función de las particulares necesidades de protección del sujeto de derecho, ya sea por su condición personal o por la situación específica en que se encuentre.
245. Asimismo, el Tribunal ha establecido que el derecho a la vida juega un papel fundamental en la Convención Americana, por ser el presupuesto esencial para el ejercicio de los demás derechos. Los Estados tienen la obligación de garantizar la creación de las condiciones que se requieran para que no se produzcan violaciones de ese derecho inalienable y, en particular, el deber de impedir que sus agentes atenten contra él. La observancia del artículo 4, relacionado con el artículo 1.1 de la Convención Americana, no sólo presupone que ninguna persona sea privada de su vida arbitrariamente (obligación negativa), sino que además requiere que los Estados adopten todas las medidas apropiadas para proteger y preservar el derecho a la vida (obligación positiva), conforme al deber de garantizar el pleno y libre ejercicio de los derechos de todas las personas bajo su jurisdicción.”
Aunado al referido artículo 7 c. de la Convención Belém do Pará:
Artículo 7  Los Estados Partes condenan todas las formas de violencia contra la mujer y convienen en adoptar, por todos los medios apropiados y sin dilaciones, políticas orientadas a prevenir, sancionar y erradicar dicha violencia y en llevar a cabo lo siguiente:

 a. y b. 
 
c. incluir en su legislación interna normas penales, civiles y administrativas, así como las de otra naturaleza que sean necesarias para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra la mujer y adoptar las medidas administrativas apropiadas que sean del caso;
d. a h. …” 
De ahí que, una medida positiva, dirigida a proteger y preservar el derecho a una vida libre de violencia, sería la adopción de una norma interna penal (Feminicidio) que coadyuve en la prevención, sanción y erradicación de la violencia extrema contra las mujeres.
V.- Ahora bien, de los antecedes –exposiciones de motivos de las iniciativas- podemos apreciar la concordancia de tipificar el feminicidio en el Estado, conclusión a la que se llega desde diferentes perspectivas y la necesidad de tutela, coincidiendo en que esta forma de manifestación violenta, proviene de la misoginia y la cultura patriarcal, y para ello, expresan diversos motivos que van desde las primeras visibilizaciones del Feminicidio, hasta las actuales manifestaciones de violencia contra las mujeres.
Esta Comisión de Justicia está de acuerdo con los motivos expresados por las y los iniciadores en sus iniciativas y que sustentan el inicio del proceso legislativo para poder tipificar el Feminicidio en el Estado de Chihuahua; desde que fueron turnados dichos asuntos, se empezó a trabajar armoniosamente para obtener el tipo penal que pudiera sancionar esta conducta contra las mujeres. 

Es por ello que en fecha 23 de noviembre de 2016, se realizó la primer reunión de Comisión de Justicia, donde las y los legisladores presentes, después de haber debatido sobre la incorporación o no de la nueva hipótesis normativa punitiva, llegan al acuerdo de continuar analizando el tema escuchando las aportaciones de la sociedad y personal gubernamental; de ahí que se llegó al consenso de establecer foros y la instalación de una Mesa Técnica con la participación de diversas instituciones públicas, privadas o personas que de alguna forma contribuyan con sus experiencias y conocimientos a la redacción del tipo penal.   
El día 8 de marzo del 2017 y 17 de marzo del mismo año, se llevaron a cabo los foros “Tipificación del Feminicidio” en las ciudades de Chihuahua y Juárez, respectivamente, en las instalaciones del Auditorio “Dr Rodolfo Cruz Miramontes” de la Facultad de Derecho Campus 1 de la Universidad Autónoma de Chihuahua y en la Sala de Usos Múltiples del Centro Cultural Universitario.  En dichos foros, se escucharon posturas desde diversos ángulos, esto es, desde la perspectiva de las organizaciones no gubernamentales, jurisdiccional, ministerial, derecho humanista, y toda aquella persona interesada en realizar alguna aportación, y con ello, existió un intercambio de observaciones y experiencias entorno al Feminicidio. 
El día 19 de abril de 2017, se instaló la Mesa Técnica Redactora para Tipificar el Feminicidio en donde participaron diversas personas representantes de organizaciones civiles como: 
· Mujeres por México en Chihuahua A.C. 

· Justicia para Nuestras Hijas A.C. 

· Barra Mexicana de Abogados Chihuahua.

· Foro Colegio de Abogados de Chihuahua.

· Abogadas Demócratas.

· Centro de Atención a las Mujeres Trabajadoras A.C.

· Ecos de Mirabal.

· Movimiento de Mujeres de Chihuahua.

· Círculo de Estudios de Género A.C.

· Observatorio Ciudadano Nacional del Feminicidio.

· Transforma A.C. 

También participaron instituciones públicas, como:

· La Fiscalía General del Estado:

· La Fiscalía de Distrito Zona Centro.

· La Fiscalía Especializada en Atención a Mujeres Víctimas del Delito por razones de Género.
· La Dirección General Jurídica.

· La Comisión Ejecutiva de Atención a Víctimas.
· La Comisión Estatal de los Derechos Humanos.

· Instituto Chihuahuense de las Mujeres.

· Tribunal Superior de Justicia del Estado. 

· Las y los asesores de los diversos grupos y representantes de partidos políticos al interior del Congreso del Estado. 
· Legisladoras y legisladores. 

Y en sí, toda aquella persona que con sus conocimientos quisiera contribuir en la redacción del tipo penal, tiempo en el que se desarrollaron diversas reuniones concluyendo el día 30 de agosto del 2017.

Desde la instalación de la Mesa –con independencia de las aportaciones realizadas a la Mesa por cada uno de los participantes-, el Observatorio Ciudadano Nacional del Feminicidio compartió información como el “Estudio de la Implementación del Tipo Penal de Feminicidio en Mexico: Causas y Consecuencias 2012-2013” (Anexo 1), “Tipificación del Feminicidio en México, Experiencias desde el Observatorio Ciudadano Nacional del Feminicidio” (Anexo 2) y “Tipos Penales de Feminicidio a Nivel Nacional” (Anexo 3); de igual forma, la Comisión Estatal de los Derechos Humanos emitió una propuesta (Anexo 4); así mismo Mujeres por México en Chihuahua A.C. (Anexo 5) y la Barra y Foro de Abogad@s de Chihuahua (Anexo 6). Documentos que se fueron integrando al debate de la creación del tipo penal. 

De lo anterior, primero se tomó como documentos base las iniciativas I y II de antecedentes, en comunión con la propuesta del Observatorio Ciudadano Nacional del Feminicidio, por tener desarrollado un cuerpo descriptivo del tipo penal y las demás observaciones se irían incorporando; cómo podemos apreciar, la Iniciativa III de antecedentes fue presentada el día 30 de junio de 2017, por lo que en esa fecha se integra la propuesta a los trabajos de redacción.

	Iniciativas para Tipificar el Feminicidio al Congreso del Estado de Chihuahua

	(Asunto 51) PT


	(Asunto 46) MORENA


	Observatorio Ciudadano Nacional del Feminicidio


	Artículo 126- Bis.-Comete el delito de feminicidio quien prive de la vida a una mujer por razones de género pudiendo ser el sujeto activo persona conocida o desconocida y sin ningún tipo de relación. Se considera que existen razones de género cuando concurra alguna de las siguientes circunstancias: 

I. La víctima presente signos de violencia sexual de cualquier tipo;

II. A la víctima se le hayan infligido lesiones o mutilaciones infamantes o degradantes, previas o posteriores a la privación de la vida o actos de necrofilia; 

III. Existan antecedentes o datos de cualquier tipo de violencia, en el ámbito familiar, laboral o escolar, del sujeto activo en contra de la víctima; 

IV. Haya existido entre el activo y la víctima una relación sentimental, afectiva, de confianza o haya estado vinculada con el sujeto activo con antelación;

V. Existan datos que establezcan que hubo amenazas relacionadas con el hecho delictuoso, acoso o lesiones del sujeto activo en contra de la víctima;

VIII. El cuerpo de la víctima sea expuesto o exhibido en un lugar público.

VII. La víctima haya sido incomunicada, cualquiera que sea el tiempo previo a la privación de la vida; 

VI. Cuando el sujeto activo haya cometido actos de odio o misoginia contra de la victima 

A quien cometa el delito de feminicidio se le impondrán de cuarenta a sesenta años de prisión y de quinientos a mil días multa.

Si además del homicidio, se cometen en perjuicio de la víctima otros delitos, deberá imponerse pena por cada delito cometido aún y cuando con ello se exceda el máximo de la pena de prisión. 

Además de las sanciones descritas en el presente artículo, el sujeto activo perderá todos los derechos con relación a la víctima, incluidos los de carácter sucesorio. 

En caso de que no se acredite el feminicidio, se aplicarán las penas para homicidio contra victimas del sexo femenino que contempla el propio Código Penal. 

Al servidor público que retarde o entorpezca maliciosamente o por negligencia la procuración o administración de justicia se le impondrá pena de prisión de tres a ocho años y de quinientos a mil quinientos días multa, además será destituido e inhabilitado de tres a diez años para desempeñar otro empleo, cargo o comisión públicos.
	ARTÍCULO 126. Cuando la víctima del delito de homicidio sea menor de edad, se aplicarán las penas previstas en el segundo párrafo del artículo anterior. 

Si además del homicidio, se comete en perjuicio de la víctima otros delitos, deberá imponerse pena por cada delito cometido aún y cuando con ello exceda el máximo de la pena de prisión.

Artículo 126 Bis. Comete el delito de feminicidio quien prive de la vida a una mujer por razones de género. Existen razones de género cuando se acredite cualquiera de los siguientes supuestos:

I. La víctima presente signos de violencia sexual de cualquier tipo.

II. A la víctima se le hayan infringido lesiones infamantes, degradantes o mutilaciones, previas o posteriores a la privación de la vida.

III. Existan antecedentes o datos que establezcan que se han cometido amenazas, acoso, violencia o lesiones del sujeto activo en contra de la víctima.

IV. Exista o haya existido entre el activo y la víctima una relación de parentesco por consanguinidad o afinidad, de matrimonio, concubinato, noviazgo, cualquier otra relación de hecho o amistad.

V. Exista o haya existido entre el activo y la víctima una relación laboral, docente, o cualquier otro que implique confianza, subordinación o superioridad.

VI. La víctima haya sido privada de su libertad o incomunicada, cualquiera que sea el tiempo previo a la privación de la vida.

VII. El cuerpo de la víctima sea expuesto, depositado, arrojado o exhibido en un lugar público. 

A quien cometa el delito de feminicidio se le impondrán de treinta a sesenta años de prisión y el pago de la reparación del daño correspondiente. 
Además de las sanciones descritas en el presente artículo, el sujeto activo perderá todos los derechos con relación a la víctima, incluidos los de carácter sucesorio.
	Artículo….. Comete el delito de feminicidio quien prive de la vida a una mujer por razones de género. Existen razones de género cuando se acredite cualquiera de los siguientes supuestos: 

I. La víctima presente signos de violencia sexual de cualquier tipo.

 II. A la víctima se le hayan infringido lesiones infamantes, degradantes o mutilaciones, previas o posteriores a la privación de la vida. 

III. Existan antecedentes o datos que establezcan que se han cometido amenazas, acoso, violencia o lesiones del sujeto activo en contra de la víctima. 

IV. Exista o haya existido entre el activo y la victima una relación de parentesco por consanguinidad o afinidad, de matrimonio, concubinato, sociedad de convivencia, noviazgo, cualquier otra relación de hecho o amistad. 

V. Exista o haya existido entre el activo y la victima una relación laboral, docente, o cualquier otro que implique confianza, subordinación o superioridad. 

VI. La víctima haya sido incomunicada, cualquiera que sea el tiempo previo a la privación de la vida. 

VII. El cuerpo de la víctima sea expuesto, depositado, arrojado o exhibido en un lugar público. 

VIII. Cuando la víctima se haya encontrado en un estado de indefensión, entiéndase éste como la situación de desprotección real o incapacidad que imposibilite su defensa. Ya sea por la dificultad de comunicación para recibir auxilio, por razón de la distancia a un lugar habitado o por que exista algún impedimento físico o material para solicitar el auxilio.

 A quien cometa el delito de feminicidio se le impondrán de cuarenta a sesenta años de prisión y el pago de la reparación del daño correspondiente. 
Además de las sanciones descritas en el presente artículo, el sujeto activo perderá todos los derechos con relación a la víctima, incluidos los de carácter sucesorio.



Siendo la propuesta de redacción de la Iniciativa III de antecedentes la siguiente:

“Artículo 126 bis. Feminicidio es la privación de la vida a una mujer por razón de género. 
A. Se considerará que existe razón de género si se actualiza cualquiera de los siguientes supuestos:
I. La privación de la vida derivó de uno o varios actos desplegados por el activo dirigidos a dominar, subyugar, someter o controlar a una mujer.
II. De forma previa o concomitante a la privación de la vida el activo ejerza sobre la pasivo:
a) Violencia sexual, física, psicológica, económica, patrimonial o de cualquier tipo, en los términos de la Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia y de la Ley Estatal del Derecho de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia.
b) Explotación, en los términos de lo dispuesto por la Ley General para Prevenir, Sancionar y Erradicar los Delitos en Materia de Trata de Personas y para la Protección y Asistencia a las Víctimas de estos Delitos.
III. De forma previa, concomitante o con posterioridad a la privación de la vida, infligirle cualquier lesión, mutilación o acto que denigre o humille su condición de mujer.
IV. Conforme a alguno de los supuestos previstos en las fracciones I, II y III anteriores, y con posterioridad a la privación de la vida, el activo realice alguna de las siguientes acciones respecto al cuerpo o restos de la víctima:

a) Inhumarlo u ocultarlo.

b) Actos de necrofilia.

c) Exhibirlo, arrojarlo o depositarlo en un lugar público o abierto.

B. A quien cometa feminicidio se le impondrá:

I. Prisión de treinta a cuarenta años si se actualiza alguno de los supuestos previstos en la fracción I del apartado A.

II. Prisión de cuarenta a cincuenta años si se verifica alguno de los supuestos previstos en las fracciones II, III o IV anteriores. 

III. Si se presenta alguna calificativa del artículo 136 de este Código la pena será de cincuenta a setenta años de prisión.

La misma pena señalada en la presente fracción se impondrá al responsable en los siguientes casos:

a) Cuando exista o haya existido entre el activo y la víctima una relación de parentesco por consanguineidad o afinidad, de matrimonio, concubinato, noviazgo, amistad, laboral o cualquier otra que implique confianza, subordinación, autoridad o cercanía. 

b. Cuando se causen a la víctima lesiones infamantes o degradantes.

c. Que haya sido incomunicada.

IV. Cuando la víctima sea niña o indígena, o se encuentre embarazada o tenga alguna discapacidad física, mental, intelectual o sensorial, la pena será de sesenta a cien años de prisión.

La reparación del daño será integral y comprenderá además del daño moral, las medidas de restitución, rehabilitación, compensación, satisfacción y medidas de no repetición en los términos de la Ley General de Víctimas, en su dimensión individual, colectiva, material, moral y simbólica

Cuando concurra algún otro delito la pena de prisión se acumulará aun cuando se rebase el máximo descrito en este Código. 

Una vez que el Ministerio Público tenga conocimiento de un hecho probablemente constitutivo de delito de feminicidio deberá dictar las órdenes de protección y medidas cautelares que sean necesarias para salvaguardar la seguridad de los familiares de las víctimas  y de los testigos, dentro de los cinco días siguientes las someterá al escrutinio del juez de control que corresponda quien confirmará provisionalmente dichas medidas, dándole un término de un mes al ministerio público para exponga las razones y datos de investigación que revelen el riesgo de los intervinientes para que dichas medidas continúen hasta en tanto concluya el procedimiento.”
El día 30 de octubre de 2017, a la conclusión de los trabajos de la Mesa Técnica Redactora, la Comisión de Justicia recibe la propuesta de redacción del tipo penal de Feminicidio.

VI.- En cuanto a la composición elemental del Feminicidio resaltamos lo siguiente:

1. El primero aspecto a considerar para determinar si se legislaba o no, era saber si este trato diferenciado trasgredía los derechos fundamentales de igualdad y no discriminación entre el varón y la mujer; para ello debimos identificar si esta distinción legislativa apoyada en la categoría sospechosa, cumplía con una finalidad imperiosa y no solo con una finalidad constitucionalmente valida, de ahí que, la primer etapa fue identificar los fines perseguidos por este legislador
, siendo estos, los de buscar lograr un mayor alcance y protección de los derechos de las mujeres, en especial, el derecho a vivir libres de cualquier tipo de violencia
, de forma que las conductas delictivas que atenten contra su vida deben ser sustentadas y motivadas en razones de género; de ahí que consideremos que la finalidad resulta ser imperiosa, ya que pretende tutelar el efectivo cumplimiento y respeto del derecho humano de las mujeres a una vida libre de violencia y discriminación
.

2. Posteriormente se examinó si esta medida legislativa era la idónea para alcanzar el fin perseguido
, es decir, se analizó si la distinción está estrechamente vinculada con la finalidad imperiosa, esto es, debe estar totalmente encaminada a tutelar, el derecho a vivir libres de cualquier tipo de violencia, en especifico la forma extrema de violencia de género contra las mujeres; de ahí que esta Comisión considera que la distinción legislativa es la idónea para alcanzar el fin perseguido al reconocer que esta forma extrema de violencia no solo afecta la vida, la integridad física, psíquica y libertad sexual, sino que también son cometidos con base en la discriminación y subordinación implícita contra las mujeres, es decir, por razones de género
, esto es, al establecer ese elemento finalista consistente en que la privación de la vida sea por razones de género, constitucionalmente se conecta la finalidad imperiosa con la distinción legislativa
. 

3. Posteriormente se debatió la proporcionalidad de la medida, es decir, si la distinción legislativa es la medida menos restrictiva para conseguir la finalidad imperiosa
, y aun y cuando existen otros instrumentos jurídicos como la Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia, la homologa Ley Estatal, o diversas disposiciones penales, como la violencia familiar, el homicidio o los delitos sexuales, todos con sus atenuantes y agravantes; estas medidas no han resultado ser las idóneas -como se ha mencionado en las consideraciones-, para conseguir la finalidad imperiosa
, por ende es que se considera que la distinción legislativa es necesaria ya que no existen otros medios idóneos para sancionar la forma extrema de violencia de género contra las mujeres. Además, la medida cumple con ese requisito de proporcionalidad al generar la misma situación jurídica para todas las mujeres que se ubiquen en dichas hipótesis
. 

De ahí que esta Comisión de Justicia considera que la distinción legislativa, apoyada en “esta categoría sospechosa”, cumple con el test de escrutinio estricto
, por ende, no transgrede los derechos de igualdad y no discriminación entre el varón y la mujer; y para ello habremos de apoyarnos en la Tesis Aislada de la Décima Época, bajo el número de registro: 2011230, emitida por la Primera Sala en materia Constitucional que la letra menciona:
“FEMINICIDIO. EL ARTÍCULO 153-A DEL CÓDIGO PENAL DEL ESTADO DE GUANAJUATO, QUE TIPIFICA EL DELITO DE HOMICIDIO POR CUESTIONES DE GÉNERO, NO TRANSGREDE LOS DERECHOS FUNDAMENTALES DE IGUALDAD Y NO DISCRIMINACIÓN ENTRE EL VARÓN Y LA MUJER.

Esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha sostenido que el análisis de constitucionalidad para establecer si un trato diferenciado es discriminatorio, requiere lo siguiente: 1) determinar si la finalidad es objetiva y constitucionalmente válida, en razón de que los medios escogidos por el legislador no sólo deben guardar relación con los fines buscados por la norma, sino compartir su carácter de legitimidad; 2) examinar la racionalidad de la medida, esto es, que exista una relación de índole instrumental entre los medios utilizados y el fin pretendido; y, 3) valorar que se cumpla con una relación de proporcionalidad, la cual propiamente sopesa la relación de medios afines, para determinar si en aras de un fin constitucionalmente válido no se afectan innecesaria o excesivamente otros bienes o derechos protegidos por la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, verificando, en su caso, si pudiera existir alguna vía menos gravosa para el derecho. Ahora bien, el artículo 153-a del Código Penal del Estado de Guanajuato, que prevé que habrá feminicidio cuando la víctima del homicidio sea mujer y la privación de la vida se cometa por razones de género, las cuales están establecidas en el propio precepto, responde a una finalidad constitucional, pues busca lograr un mayor alcance y protección de los derechos de las mujeres, en especial, el derecho a vivir libres de cualquier tipo de violencia, de forma que las conductas delictivas que atenten contra su vida, deben estar sustentadas y motivadas en razones de género. Esto es, el legislador estatal, en aras de crear mecanismos jurídicos para que no se atente contra la vida de las mujeres, adicionó al código referido la descripción típica de feminicidio, con lo que reconoció que estas conductas afectan no sólo la vida, la integridad física, psíquica y la libertad sexual, sino que también son cometidas con base en la discriminación y subordinación implícita contra las mujeres, es decir, por razones de género; de ahí que el citado precepto legal constituye una medida objetiva y racional, ya que se garantiza la equidad al establecer mecanismos de protección a la integridad de las mujeres que han sufrido violencia. Además, aun cuando la tipificación del delito de feminicidio en el artículo impugnado sólo está dirigida al género "mujer", la distinción no es ofensiva, pues tiende a equilibrar el ejercicio de los derechos civiles, políticos, económicos, sociales y culturales y, por ende, cumple con el requisito de proporcionalidad, al generar la misma situación jurídica para todas las mujeres que se ubiquen en dicha hipótesis. Por tanto, el citado precepto legal, al tipificar el delito de homicidio por razones de género, no transgrede los principios de igualdad y no discriminación entre el varón y la mujer, contenidos en los artículos 1o. y 4o. de la Constitución Federal.”

4. Otro aspecto ventilado durante el debate era determinar si desde la perspectiva penal era necesaria la medida legislativa, para lo cual debemos saber que el derecho penal protege -a través de la pena y las medidas (la amenaza)- los más fundamentales valores del orden social, contra los ataques, que desde el punto de vista de la convivencia, aparecen como socialmente más intolerables,
 por ende, aquellas conductas antijurídicas que son realizadas por razones de género, es decir, que el elemento finalista del injusto es motivado –incitado- por el género, son comportamientos intolerables que requieren la intervención y tutela penal para lograr un mayor alcance y protección de los derechos de las mujeres, en especial, el derecho a vivir libres de cualquier tipo de violencia.

De ahí que, con independencia del carácter fragmentario y subsidiario del principio de intervención mínima – que en una u otra medida se han justificado en las consideraciones del presente, solo mencionaremos la de carácter de ultima ratio. 

El Observatorio Ciudadano Nacional del Feminicidio, refiere –citando a C. Roxin, en Iniciación al Derecho Penal de hoy- que este principio de ultima ratio, considera que la utilización del Derecho Penal está justificada cuando el comportamiento prohibido perjudique de una manera desmedida la convivencia libre y pacífica de las y los ciudadanos y cuando no sean adecuadas otras medidas jurídico-sociales menos radicales para impedirlo
; Raúl González-Salas Campos, nos dice que ha de ser el último recurso que el derecho debe tener para proteger el orden jurídico, es decir, antes de aplicar una pena se deben agotar otros medios jurídicos, cuando así sea razonable, para salvaguardar los bienes jurídicos; y solamente cuando estos fallen, se podrá acudir a la pena y al derecho penal como última instancia protectora de aquellos.
 
El Observatorio Ciudadano Nacional del Feminicidio nos dice que se cumple con este principio porque se “trata de una conducta cuya gravedad no sólo se encuentra en su naturaleza, sino también en su incremento como resultado de la impunidad, motivada a su vez por la discriminación. Las mismas razones corroboran la inexistencia de un medio menos lesivo para combatir esta problemática”
. A lo que esta comisión agregaría, que como pudimos apreciar en las legislaciones de “Primera y Segunda Generación” –referidas con anterioridad-, y los datos que refieren la violencia contra las mujeres, en especial la violencia domestica, sexual y feminicida, en armonía con los antecedentes históricos del acuñamiento del feminicidio, nos permiten establecer que se han agotado otros medios jurídicos para salvaguardar el derecho a una vida libre de violencia; y estos por si solos no han dado los resultados queridos, es por ello que se acude al derecho penal como última instancia protectora de estos bienes jurídicos.

Ahora bien, durante los trabajos de la Mesa Técnica Redactora del Feminicidio se debatió desde si se consideraría un tipo penal autónomo o complementario del homicidio hasta que penalidad -guardando los criterios de proporcionalidad-,  se aplicaría.

Para ello la Barra y el Foro de abogados dentro de su propuesta nos señalan que se entiende por tipo penal autónomo
 y complementario
, con sus diversas complicaciones. De ahí que, por un lado podríamos considerar que al homicidio se le están agregando elementos complementarios o características distintivas
: Que la víctima sea mujer y la privación de la vida sea por razones de género, considerándolo un tipo complementado; por otro lado, lo consideran como una configuración típica autónoma o tipo penal autónomo porque no depende del homicidio en virtud del bien jurídico que se tutela. De igual forma se considera que al agregarse estas características complementarias al homicidio, es decir que si bien participa del tipo básico del homicidio del cual deriva, también lo es que se le agregan elementos distintivos, los cuales en su conjunto –incluido la privación de la vida-  representa una estructura jurídica unitaria, contenido y ámbito de aplicación propios y marco de punibilidad autónomo
, por ende podría ser un tipo especial
.  

Con independencia de que la doctrina lo considere tipo básico, complementado o especial, lo cierto es que el Feminicidio se compone de tres elementos
: privación de la vida, sujeto pasivo mujer y debe existir alguna razón de género en su comisión; y cómo podemos apreciar, la anterior descripción deriva del tipo básico del que se nutre, porque así como la vida es el presupuesto lógico del homicidio, de forma análoga -y para una argumentación ejemplificativa-, el homicidio sería el presupuesto lógico del feminicidio, ya que al igual que el básico, si no existiera la vida al momento de la ejecución de la conducta, no habría homicidio, lo mismo sucedería con esta nueva descripción, ya que si no existe el homicidio –al menos en grado tentativa- al momento de la ejecución de la conducta, no se actualizaría la hipótesis del artículo 126 bis. 
Por ende, para poder acreditar esta nueva figura normativa, es necesario, primero satisfacer los extremos exigidos por el homicidio, para después analizar la cualidad específica de la víctima y posteriormente si existieron razones de género.
De ahí que la descripción normativa del nuevo artículo 126 bis, esta compuesta por los tres elementos referidos con anterioridad, en donde la acción u omisión debe ser dolosa, esto es, no admite la culpabilidad (imprudencia); ahora bien, la Víctima siempre será mujer; el sujeto activo no exige cualidad específica, por lo que puede ser varón o mujer, y posteriormente debe haber alguna de razón de género desplegada en la conducta (dolosa). 
De ahí que a quien prive de la vida a una mujer por razones de género, se le sancionará con pena de prisión. Existen razones de género cuando se presente cualquiera de las siguientes circunstancias:
I. La víctima presente signos de violencia sexual de cualquier tipo.

II. Antes o después a la privación de la vida, a la víctima se le hayan infligido lesiones, mutilaciones o cualquier otro acto que atente contra la dignidad humana.

III. Existan antecedentes o datos que establezcan que el activo ejerció sobre la víctima de forma anterior a la privación de la vida, violencia física, psicológica, económica, patrimonial o de cualquier tipo; independientemente de que exista denuncia o haya sido del conocimiento de alguna autoridad.

IV. Por misoginia.
Además esta conducta se agrava cuando concurra cualquiera de las siguientes circunstancias: 
I. Si una servidora o servidor público, aprovechándose de su cargo, interviniere en cualquier etapa del hecho delictivo. 

II. Si fuere cometido por dos o más personas. 

III. Si fuere cometido en presencia de personas con quienes la víctima tuviere vínculo de parentesco por consanguinidad, afinidad, civil o una relación afectiva o sentimental de hecho, a sabiendas de esta relación.

IV. Cuando la víctima fuere menor de edad o adulta mayor; de pueblos originarios; estuviere embarazada; sufriere discapacidad física, mental, intelectual o sensorial; o se encuentre en cualquier otra condición especial.
V. Exista o haya existido entre el activo y la víctima una relación de parentesco por consanguinidad o afinidad, de matrimonio, concubinato, sociedad de convivencia, noviazgo, cualquier otra relación de hecho o amistad, laboral, docente, o cualquier otra que implique confianza, subordinación o superioridad.

VI. Si la víctima, por cualquier medio, fue sometida a prácticas que alteraran su estructura corporal con menosprecio al cuerpo de la víctima.

VII.- Si la víctima se encontraba bajo el cuidado o responsabilidad del agente, utilizando los medios o circunstancias que su cargo o situación personal le proporcionen.

VIII. La víctima haya sido incomunicada, cualquiera que sea el tiempo previo a la privación de la vida. 
IX. El cuerpo de la víctima sea expuesto, depositado, arrojado o exhibido en circunstancias tales que pueda ser visto por otras personas.

X. El cuerpo de la víctima sea enterrado u ocultado.

XI. Cuando la víctima se encuentre en estado de indefensión.
Además si no se acredita la razón de género, pero si ese “presupuesto lógico” -el homicidio-, se estará a la punibilidad prevista para este, ya que como apreciamos de esta nueva descripción deriva del homicidio y por ende, primero se tienen que satisfacer los extremos exigidos por el homicidio, para después analizar la cualidad de la víctima y posteriormente si existieron razones de género.
Ahora bien, no pasa inadvertido que en una hipótesis que agrava las razones de género, se menciona la sociedad de convivencia, figura jurídica que no se encuentra contemplada en nuestra legislación estatal, sin embargo es un elemento jurídico normativo de otras entidades federativas que así lo contemplan, por ende, las personas parte de esta figura que se encuentren en nuestra circunscripción territorial y despliegue alguna esta conducta homicida en contra de la otra parte, y si este fue perpetuado por razones de género, la penalidad se agravará.   

En cuanto a la reforma al artículo 136 se establece como calificativa del homicidio cuando este se cometa por estas razones de género, es decir, por las desarrolladas en el diverso 126 bis y que la conducta se realice en contra de una persona con identidad de género distinta a su sexo.
Es por todo lo anterior, en comunión con las consideraciones de supra, que llegamos al acuerdo incorporar esta nueva disposición en el Estado de Chihuahua y actuar contra esa forma extrema de violencia de género contra las mujeres.
VI.- En mérito de las consideraciones anteriormente expuestas, la Comisión de Justicia, somete a la consideración del Pleno el siguiente dictamen con carácter de:
D E C R E T O
ARTÍCULO ÚNICO.- Se reforma el artículo 136, primer párrafo; se adiciona el artículo 126 bis; al artículo 136 la fracción XI; todos del Código Penal del Estado de Chihuahua, para quedar redactados de la siguiente forma:
Artículo 126 bis. 

A quien prive de la vida a una mujer por razones de género, se le impondrá de treinta a sesenta años de prisión y la reparación integral del daño. 

Existen razones de género cuando se presente cualquiera de las siguientes circunstancias:

I. La víctima presente signos de violencia sexual de cualquier tipo.

II. Antes o después a la privación de la vida, a la víctima se le hayan infligido lesiones, mutilaciones o cualquier otro acto que atente contra la dignidad humana.

III. Existan antecedentes o datos que establezcan que el activo ejerció sobre la víctima de forma anterior a la privación de la vida, violencia física, psicológica, económica, patrimonial o de cualquier tipo; independientemente de que exista denuncia o haya sido del conocimiento de alguna autoridad.

IV. Por misoginia.

Además se aumentará de uno a veinte años la pena de prisión impuesta, cuando concurra cualquiera de las siguientes circunstancias: 

I. Si una servidora o servidor público, aprovechándose de su cargo, interviniere en cualquier etapa del hecho delictivo. 

II. Si fuere cometido por dos o más personas. 

III. Si fuere cometido en presencia de personas con quienes la víctima tuviere vínculo de parentesco por consanguinidad, afinidad, civil o una relación afectiva o sentimental de hecho, a sabiendas de esta relación.

IV. Cuando la víctima fuere menor de edad o adulta mayor; de pueblos originarios; estuviere embarazada; sufriere discapacidad física, mental, intelectual o sensorial; o se encuentre en cualquier otra condición especial.
V. Exista o haya existido entre el activo y la víctima una relación de parentesco por consanguinidad o afinidad, de matrimonio, concubinato, sociedad de convivencia, noviazgo, cualquier otra relación de hecho o amistad, laboral, docente, o cualquier otra que implique confianza, subordinación o superioridad.

VI. Si la víctima, por cualquier medio, fue sometida a prácticas que alteraran su estructura corporal con menosprecio al cuerpo de la víctima.

VII.- Si la víctima se encontraba bajo el cuidado o responsabilidad del agente, utilizando los medios o circunstancias que su cargo o situación personal le proporcionen.

VIII. La víctima haya sido incomunicada, cualquiera que sea el tiempo previo a la privación de la vida. 
IX. El cuerpo de la víctima sea expuesto, depositado, arrojado o exhibido en circunstancias tales que pueda ser visto por otras personas.

X. El cuerpo de la víctima sea enterrado u ocultado.

XI. Cuando la víctima se encuentre en estado de indefensión. 

Si faltaren las razones de género, se estará a la punibilidad prevista para el homicidio.

Artículo 136.

El homicidio y las lesiones son calificadas cuando se cometan con: premeditación, ventaja, traición, alevosía, retribución, por el medio empleado, saña o en perjuicio de servidores públicos que se encarguen de la administración o procuración de justicia, o de periodistas; así mismo, en los supuestos de la fracción X y XI del presente artículo:
I. a X. …

XI.  Cuando se cometa por razones de género contra una persona con identidad de género distinta a su sexo.

T R A N S I T O R I O S
ARTÍCULO PRIMERO.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Estado.
ARTÍCULO SEGUNDO.- El Poder Ejecutivo del Estado de Chihuahua, a través de la Fiscalía General del Estado, en el ámbito de su competencia y capacidades, de acuerdo al Resolutivo 18 de la Sentencia emitida por la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el caso González y Otras (“Campo Algodonero”) Vs. México, verificará la estandarización de sus protocolos para la investigación del Feminicidio. 
ECONÓMICO.- Aprobado que sea, túrnese a la Secretaría para los efectos legales correspondientes.
Dado en el Salón de Sesiones del Poder Legislativo en la Ciudad de Chihuahua, Chihuahua, a los doce días del mes de septiembre del año dos mil diecisiete.
ASI LO APROBÓ LA COMISIÓN DE JUSITICA, EN REUNIÓN DE FECHA 06 DE SEPTIEMBRE DE DOS MIL DIECISIETE.
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         La presente hoja de firmas corresponde al Dictamen que recae en las iniciativas con carácter de Decreto que pretenden incorporar delito de Feminicidio al Código Penal del Estado.
� Manuel de Capacitación para la Incorporación de la Perspectiva del Femenicidio a la Procuración y Administración de Justicia. Programa de Fortalecimiento a la Transversalidad de la Perspectiva de Género 2011. P. 4.  


�1. El andocentrismo. Se da cuando un estudio, análisis o investigación se enfoca únicamente desde la perspectiva masculina presentándola como central a la experiencia humana y por ende la única relevante. Cuando se estudia a la población femenina es en relación a las necesidades, experiencias y preocupaciones del paradigma del hombre.


2. La sobregeneralización y/o sobrespecificación. Ocurre cuando un estudio analiza solamente la conducta del sexo masculino y presenta los resultados de ese estudio como válidos para ambos sexos. También se da cuando un estudio se presenta de tal manera que es imposible o muy difícil si se trata de uno u otro sexo.


3. La insensibilidad al género. Se presenta cuando se ignora la variable sexo como socialmente importante o válida. Este es el caso de los estudios sobre los efectos de determinadas leyes o políticas que omiten la diferencia para cada sexo de, por ejemplo, los roles sexuales, la valoración de cada género, la utilización del tiempo y el espacio.


4. El doble parámetro. Es similar a la “doble moral”. Se da cuando una misma conducta, una situación idéntica y/o característica humanas, son valoradas o evaluadas con distintos parámetros o distintos instrumentos para uno y otro sexo, fundamentadas precisamente en el dicotomismo sexual y en deber ser de cada sexo.


5. El deber ser de cada sexo. Consiste en partir de que hay conductas o características humanas que son más apropiadas para un sexo que para el otro.


El dicotomismo sexual. Consiste en tratar a mujeres y hombres como si fueran absolutamente diferentes, en vez de tratarlos como dos grupos que tienen muchas semejanzas y algunas diferencias.


El familismo. Consiste en la identificación de la mujer persona humana con mujer familia, o sea, el hablar de las mujeres y relacionarlas siempre con la familia, como si su papel dentro del núcleo familiar fuera lo que determina su existencia y por ende sus necesidades y la forma en que se le toma en cuenta, se la estudia o se la analiza.


Alda Facio, Cuando el Género Suena, Cambios Trae. Una Metodología para el Análisis de Género del Fenómeno Legal.  


�Ávila Negrón, Santiago, La justicia Penal con Perspectiva de Género,  Editorial Flores, México, 2015, p 7. 


�Ibídem, p. 10.  


�Loc. Cit.


��Amparo directo en revisión 5267/14, párrafos 58 y 59. 


�Naciones Unidas, Comité de CEDAW, Recomendación General 19: La Violencia Contra la Mujer, 11º  período de sesiones, párrafo 6. 


�Naciones Unidas, Consejo Económico y Social, Informe de la Relatora Especial Sobre Violencia contra la Mujer, sus causas y consecuencias. Misión a México, 13 de enero de 2006. 


�Corte IDH, caso González y otras (“Campo Algodonero”) vs México, Sentencia 16 de Noviembre de 2009. Párrafos.144, 450-463.


�Ávila Negrón, Santiago. Ibídem. 


� José Hurtado Pozo, Director, Derecho Penal y Discriminación de la Mujer, Pontificia Universidad Católica de Perú. Universidad de Firburgo Suiza, Perú, 2001. P. 26.   


�Estudio de la Implementación del Tipo Penal de Feminicidio del México, Causas y Consecuencias 2012-2013.  


�Además es necesario aclarar que las razones contenidas en el citado Estudio, a fin de justificar cada una de las hipótesis del tipo penal, agotan los principales tópicos de género y justifican ampliamente su existencia, por lo que se retoman sus explicaciones  y se reconoce que constituyen un sustento apropiado y suficiente para ser tomado en cuenta y reproducido en estas líneas. Por lo anterior se advierte que la cita al pie de página en ocasiones única, hará mención a la pagina o paginas del Estudio, de las que se tomó el razonamiento.      


�Jiménez. Martínez Javier, Estructura del Delito. Editorial Ángel. Segunda Edición, México 2006. P 100.  


�Op. Cit. P.102. 


�Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia, artículo 6, fracción V.


�Estudio de la Implementación del Tipo Penal de Feminicidio del México, Causas y Consecuencias 2012-2013. P.35.


� José Hurtado Pozo, Director, Derecho Penal y Discriminación de la Mujer. Ibídem. p. 52. 


�Sistema de organización político, histórico y jerarquizado productor de situaciones de subordinación, dominación, abusos de poder y violencia, en perjuicio de ciertos segmentos de la población, a quienes se otorga un lugar subalterno en el desarrollo social y personal.


�CoIDH. Caso del Penal Miguel Castro,Reparaciones y Costas, Sentencia del 25 de noviembre de 2006, Serie C, No. 160.


�CoIDH, Caso Rosendo Cantú y otra Vs. México. Interpretación de la Sentencia de Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 15 de mayo de 2011. Serie C No. 225.


�Estudio de la Implementación del Tipo Penal de Feminicidio del México, Causas y Consecuencias 2012-2013. P. 37.


�Op. Cit. Pp 38 y39.


� Op. Cit. Pp. 39 y  40. 


�Op. Cit. Pp 43 y 44.


�� Op.cit. pp 45 y 46.


�Op. cit pp 46 y 47. 


�Op. Cit, pp.46 y 47.


�Op.Cit. pp.48.


� INEGI, Encuesta Nacional sobre la Dinámica de las Relaciones en los Hogares, 2011. 


� INEGI. Estadísticas de mortalidad (2011-2015)


� Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH), (2015). Situación de los derechos humanos en México. OEA/Ser.L/V/II. Doc. 44/15. 31 de diciembre de 2015. Pg. 121.


� Para dar un mayor contexto al clima político y social que se vivía en la ciudad fronteriza durante ese período, resulta pertinente referir una porción de la sentencia de González y Otras vs. México (“Campo Algodonero”) emitida por la Corte Interamericana de Derechos Humanos en diciembre de 2009, misma se retomará más adelante, en la que se señala textualmente lo siguiente: “Las desigualdades sociales y la proximidad con la frontera internacional han contribuido al desarrollo de diversas formas de delincuencia organizada, tales como narcotráfico, trata de personas, tráfico de armas y lavado de dinero.” 


� Caputi, Jane (1990), “The new founding fathers: The lore and lure of the serial killer in contemporary culture”, en Journal of American Culture, 13, Núm. 3, pp. 1-12.


� Radford, Jill (1992), “Introduction”, en Jill Radford y Diana E.H. Russell (eds.), Femicide: The politics of woman killing, Nueva York, Twayne Publishers, pp. 3.12.


� Lagarde, Marcela, “Por la vida y libertad de las mujeres, fin al feminicidio”, Jornadas de trabajo del Día V, Cd. Juárez, 14 de febrero de 2004.


� Monárrez Fragoso, Julia. “Feminicidio sexual serial en Ciudad Juárez: 1993-2001”, Debate Feminista, año 13, Vol. 25, abril 2002.


� Atencio, Graciela, 2015. “Feminicidio: una palabra nueva, una barbarie antigua”. El País, 17 de marzo de 2015, disponible en � HYPERLINK "http://elpais.com/elpais/2015/03/17/mujeres/1426568400_142656.html" �http://elpais.com/elpais/2015/03/17/mujeres/1426568400_142656.html� consultado el 22 de junio de 2017.


� Comisión Nacional de los Derechos Humanos (CNDH). Recomendación 44/1998, México, 1998, disponible en http://www.cndh.org.mx/sites/all/doc/Recomendaciones/1998/Rec_1998_044.pdf


� Comisión Nacional de los Derechos Humanos (CNDH). Informe Especial de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos sobre los casos de Homicidioes y Desapariciones de Mujres en el Municipio de Ciudad Juárez, Chihuahua. México, 2003, disponible en http://www.cndh.org.mx/sites/all/doc/Informes/Especiales/2003_HomicidioDesapariciones.pdf


� Corte Interamericana de Derechos Humanos (CIDH). Caso No. 205, González y Otras (“Campo Algodonero”) vs. México. 2009.


� Segato, Rita Laura, “Femigenocidio y Feminicidio: una propuesta de tipificación”, Mesa “Feminismos Poscoloniales y descoloniales: otras epistemologias”. II Encuentro Mesoamericano de Estudios de Género y Feminismos, 4-6 mayo de 2011, Ciudad de Guatemala, disponible en http://mujeresdeguatemala.org/wp-content/uploads/2014/06/Femigenocidio-y-feminicidio-una-propuesta-de-tipificacio%CC%81n.pdf





� Declaración Universal de los Derechos Humanos, adoptada y proclamada por la Asamblea General de las Naciones Unidas en su resolución 217 A (III), Paris, Francia, 10 de diciembre de 1948.


� Declaración sobre la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer, proclamada por la Asamblea General de Naciones Unidas en su resolución 2263 (XXII), de 7 de noviembre de 1967.


� Convención Americana sobre Derechos Humanos, suscrita en la Conferencia Especializada Interamericana sobre Derechos Humanos, San José de Costa Rica, 22 de noviembre de 1969.


� Convención sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación contra la Mujer (CEDAW), aprobada por la Asamblea General de las Naciones Unidas, Nueva York, Estados Unidos, 18 de diciembre de 1979.





� Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia Contra la Mujer, (Convención de Belem Do Para), aprobada por la Asamblea General de la Organización de Estados Americanos, Belém do Pará, Brasil, 6 de septiembre de 1994.


� Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia, Artículo 4, 2007, México.


� Ibidem. Artículos 6 y 7.


� Ley Estatal del Derecho de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia del Estado de Chihuahua. Artículos 1,5 y 6, 2007, México.
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“479. Por otra parte, el Estado adoptó en 2006 y 2007 diversas leyes y reformas legislativas que tienen como objetivo mejorar el sistema penal, el acceso a la justicia y la prevención y sanción a la violencia contra la mujer en el estado de Chihuahua: i) el nuevo Código Penal del estado de Chihuahua.  Cfr. Código Penal del estado de Chihuahua, publicado en el Periódico Oficial el 27 de diciembre de 2006 (expediente de anexos a la contestación de la demanda, tomo XXXIX, anexo 55, folios 14364 a 14452); ii) el nuevo Código de Procedimientos Penales del estado de Chihuahua. Cfr. Código de Procedimientos Penales del estado de Chihuahua, publicado en el Periódico Oficial el 9 de agosto de 2006 (expediente de anexos a la contestación de la demanda, tomo XXXIX, anexo 54, folios 14266 a 14362); iii) la Ley Estatal del Derecho de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia. Cfr. Ley Estatal de Derecho de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia, publicada en el Periódico Oficial el 24 de enero de 2007 (expediente de anexos a la contestación de la demanda, tomo XLIII, anexo 110, folios 16144 a 16163).; iv) la Ley para Prevenir y Eliminar la Discriminación. Cfr. Ley para Prevenir y Eliminar la Discriminación en el estado de Chihuahua, publicada en el Periódico Oficial el 7 de julio de 2007 (expediente de anexos a la contestación de la demanda, tomo XLIII, anexo 111, folios 16165 a 16178), y v)la Ley Orgánica del Poder Judicial del estado de Chihuahua. Cfr. Ley Orgánica del Poder Judicial del estado de Chihuahua, publicada en el Periódico Oficial el 9 de agosto de 2006 (expediente de anexos a la contestación de la demanda, tomo XXXIX, anexo 53, folios 14187 a 14264).





480. El Estado adoptó en 2006 la Ley de Atención y Protección a Víctimas u Ofendidos del Delito del estado de Chihuahua y facultó a la Subprocuraduría de Derechos Humanos y Atención a Víctimas del Delito para realizar tareas en derechos humanos, acceso a la justicia y reparación para las víctimas. Cfr. Ley de Atención y Protección a Víctimas u Ofendidos del Delito del estado de Chihuahua, publicada en el Periódico Oficial el 21 de octubre de 2006 (expediente de anexos a la contestación de la demanda, tomo XXXIX, anexo 58, folios 14506 a 14513). Asimismo, el Estado se refirió a las reformas de 2006 y 2007 del Ministerio Público del estado de Chihuahua y a sus siguientes órganos internos: i) la Agencia Estatal de Investigación; ii) el Centro de Estudios Penales y Forenses; iii) la Dirección de Servicios Periciales y Ciencias Forenses, y iv) la Dirección de Atención a Víctimas de Violencia de Género y Violencia Familiar. Cfr. Ley Orgánica del Ministerio Público del estado de Chihuahua, publicada en el Periódico Oficial el 9 de agosto de 2006 (expediente de anexos a la contestación de la demanda, tomo XXXIX, anexo 52, folios 14174 a 14185).





481. Respecto a la seguridad pública, México señaló que el estado de Chihuahua creó en el año 2005 el programa “Chihuahua Seguro”. Entre las acciones seguidas en dicho programa se encuentran: i) el combate a la impunidad; ii) la creación en 2005 de la Fiscalía Especial de Delitos contra Mujeres en Ciudad Juárez, para una mejor atención de víctimas y número telefónico de denuncia ciudadana; iii) la capacitación de las corporaciones municipales, especialmente en derechos humanos, equidad, género; y iv) otras medidas para atender casos de violencia contra las mujeres en el ámbito familiar. Cfr. Procuraduría General de Justicia del estado de Chihuahua, informe acerca de las políticas institucionales implementadas para prevenir, investigar, sancionar y eliminar la violencia en contra de las mujeres (expediente de anexos a la contestación de la demanda, tomo XL, anexo 60, folio 14946). El Estado aludió a una Red de Atención a Víctimas del Delito en Chihuahua, en coordinación con la CNDH Cfr. CNDH, Segundo Informe de Evaluación Integral, supra nota 79, folio 4714.





482. Del mismo modo, el Estado señaló que el Instituto Chihuahuense de la Mujer (en adelante “el ICHIMU”) fue creado en agosto de 2002, para “impulsar la igualdad de oportunidades en la educación, capacitación, salud, empleo, desarrollo, así como potenciar el pleno ejercicio de los derechos de las mujeres y fomentar la cultura de la no violencia para eliminar todas las formas de discriminación” y, conforme al decreto de creación del ICHIMU, para implementar las políticas públicas que promuevan el desarrollo integral de las mujeres y su participación plena en la vida económica, social, política, familiar y cultural Cfr. Decreto No. 274/02-II-P.O de 30 de mayo de 2002 (expediente de anexos a la contestación de la demanda, tomo XLIII, anexo 112, folios 16179 a 16193). El Estado indicó que el ICHIMU trabaja en dos vertientes: la institucionalización de la perspectiva de género y la prevención de la violencia hacia las mujeres.





483. Dentro del marco de la planeación y programación en el estado de Chihuahua, la Corte observa que fue presentada información en torno a cinco instrumentos que se reseñan a continuación: i) el Plan Estatal de Desarrollo 2004-2010 de Chihuahua (en adelante “el PEDCH”); ii) Programa para Mejorar la Condición de la Mujer; iii) Programa Integral para Garantizar el Derecho de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia; iv) el Programa de Atención a Víctimas del Delito, y v) el Programa Integral de Seguridad Pública entre 2003 y 2004.”





� Vid. supra Consideraciones III. 1. B. párrafo 3ro 


� Ibídem.


� Ibíd. párrafo 2do.


� Vid. La tipificación del feminicidio en México. Elena Laporta. http://www.feminicidio.net/articulo/la-tipificaci%C3%B3n-del-feminicidio-en-m%C3%A9xico


� Tipo de Tesis: Aislada. Época: Décima Época. Registro: 2009891. Tribunales Colegiados de Circuito.  Septiembre de 2015, Tomo III.  Materia: Constitucional. Tesis: III.2o.P.83 P (10a.) Página: 2071. “FEMINICIDIO. ACCIONES IMPLEMENTADAS PARA COMBATIRLO EN ATENCIÓN A LAS RECOMENDACIONES DE LA CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS EN LA SENTENCIA DICTADA EN EL CASO GONZÁLEZ Y OTRAS (CAMPO ALGODONERO) VS. MÉXICO (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE JALISCO).”


� Tesis: Aislada. Décima Época Registro: 2012108. Primera Sala. Libro 32, Julio de 2016, Tomo I. Materia: Constitucional. Tesis: 1a. CCIII/2016 (10a.) Página: 319.Homicidio. la agravante prevista en el artículo 126 del Código Penal para el Estado de Chihuahua, cuando la víctima sea del sexo femenino, es discriminatoria por no contener el elemento finalista consistente en que el crimen se haya cometido por razón de género.


� Tesis: Aislada. Décima Época. Registro: 2012109. Primera Sala. Libro 32, Julio de 2016, Tomo I. Materia: Penal. Tesis: 1a. CCIV/2016 (10a.). Homicidio por razón de género. para determinar tal circunstancia, no basta con identificar el sexo de la víctima, pues es necesario conocer la motivación y el contexto en el que ocurrió el crimen.


� “…1976- Diana Russell utilizó el término “femicide” / 90´s-Russell quien junto a Jane Caputi definen el concepto como “el asesinato de mujeres por hombres motivado por el odio, desprecio, placer o sentido de posesión hacia las mujeres (Cfr, Observatorio Ciudadano Nacional del Feminicidio, Estudio de la Implementación del Tipo Penal de Feminicidio en México: Causas y Consecuencias 2012 y 2013, p. 16. Disponible en: � HYPERLINK "http://observatoriofeminicidiomexico.org.mx/wp-content/uploads/2015/01/17-NOV-Estudio-Feminicidio-en-Mexico-Version-web-1.pdf" �http://observatoriofeminicidiomexico.org.mx/wp-content/uploads/2015/01/17-NOV-Estudio-Feminicidio-en-Mexico-Version-web-1.pdf�) /1994- Marcela Lagarde. son crímenes de odio contra las mujeres, crímenes misóginos...”


� “…Leyes de Primera y Segunda Generación / 2003, Chihuahua agrava la penalidad del homicidio cuando la víctima sea mujer…”


� “…aproximadamente 66% de los homicidios son el resultado de violencia familiar (Vid. Informe de México producido por el Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer bajo el Artículo 8 del Protocolo Facultativo de la Convención y respuesta del Gobierno de México. Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer. CEDAW/C/2005/OP.8/MEXICO. p. 43)


� “…la principal causa de muerte entre niñas y mujeres de 15 a 29 años de edad, es el homicidio intencional. (Vid. INEGI. “Estadísticas a Propósito del Día Internacional de la Eliminación de la Violencia Contra la Mujer 23 de Noviembre de 2016. Aguascalientes, Ags. Datos Nacionales. p.10)…”


� “… 2009-Corte Interamericana de Derechos Humanos. caso González y otras vs. México Campo Algodonero / 2016- Primera Sala. Suprema Corte de Justicia de la Nación (…manifestación de la discriminación, la situación de desigualdad y las relaciones de poder entre hombres y mujeres, se ejerce en razón de género. Por ende, para poder determinar si un homicidio fue cometido por razones de género, no basta con conocer el sexo de la víctima, sino que se requiere conocer la motivación y el contexto del crimen…)”


� Tesis: Aislada. Décima Época Registro: 2012108. Primera Sala. Libro 32, Julio de 2016, Tomo I. Materia: Constitucional. Tesis: 1a. CCIII/2016 (10a.) Página: 319.Homicidio. la agravante prevista en el artículo 126 del Código Penal para el Estado de Chihuahua, cuando la víctima sea del sexo femenino, es discriminatoria por no contener el elemento finalista consistente en que el crimen se haya cometido por razón de género.





�Cfr.� HYPERLINK "http://www.congresochihuahua.gob.mx/biblioteca/iniciativas/archivosIniciativas/5231.pdf" �http://www.congresochihuahua.gob.mx/biblioteca/iniciativas/archivosIniciativas/5231.pdf�





�Cfr.� HYPERLINK "http://www.congresochihuahua.gob.mx/biblioteca/iniciativas/archivosIniciativas/5033.pdf" �http://www.congresochihuahua.gob.mx/biblioteca/iniciativas/archivosIniciativas/5033.pdf�





�Cfr.� HYPERLINK "http://observatoriofeminicidiomexico.org.mx/wp-content/uploads/2015/01/17-NOV-Estudio-Feminicidio-en-Mexico-Version-web-1.pdf" \t "_blank" �http://observatoriofeminicidiomexico.org.mx/wp-content/uploads/2015/01/17-NOV-Estudio-Feminicidio-en-Mexico-Version-web-1.pdf�


� Vid. Tesis Aislada 1a. CCLXV/2016. Décima Época. Registro: 2013143 Primera Sala Noviembre de 2016, Materia: Constitucional “PRIMERA ETAPA DEL TEST DE PROPORCIONALIDAD. IDENTIFICACIÓN DE UNA FINALIDAD CONSTITUCIONALMENTE VÁLIDA.”.


� Vid. Tipo de Tesis: Aislada. 1a. LIV/2016 (10a.) Décima Época. Registro: 2011230. Primera Sala. Marzo de 2016, Tomo I Materia: Constitucional. “FEMINICIDIO. EL ARTÍCULO 153-A DEL CÓDIGO PENAL DEL ESTADO DE GUANAJUATO, QUE TIPIFICA EL DELITO DE HOMICIDIO POR CUESTIONES DE GÉNERO, NO TRANSGREDE LOS DERECHOS FUNDAMENTALES DE IGUALDAD Y NO DISCRIMINACIÓN ENTRE EL VARÓN Y LA MUJER.


� Vid. Tesis Aislada. Décima Época Registro: 2012108. Primera Sala. Julio de 2016, Materia: Constitucional. Tesis: 1a. CCIII/2016 (10a.) Homicidio. la agravante prevista en el artículo 126 del Código Penal para el Estado de Chihuahua, cuando la víctima sea del sexo femenino, es discriminatoria por no contener el elemento finalista consistente en que el crimen se haya cometido por razón de género.


� Vid. Tesis Aislada 1a. CCLXVIII/2016 de la Décima Época. Primera Sala en Materia Constitucional. “SEGUNDA ETAPA DEL TEST DE PROPORCIONALIDAD. EXAMEN DE LA IDONEIDAD DE LA MEDIDA LEGISLATIVA”.


� Vid. Tipo de Tesis: Aislada. 1a. LIV/2016 (10a.) Décima Época. Registro: 2011230. Primera Sala. Marzo de 2016, Tomo I Materia: Constitucional. “FEMINICIDIO. EL ARTÍCULO 153-A DEL CÓDIGO PENAL DEL ESTADO DE GUANAJUATO, QUE TIPIFICA EL DELITO DE HOMICIDIO POR CUESTIONES DE GÉNERO, NO TRANSGREDE LOS DERECHOS FUNDAMENTALES DE IGUALDAD Y NO DISCRIMINACIÓN ENTRE EL VARÓN Y LA MUJER.


� Vid. Jurisprudencia 1a./J. 87/2015 (10a.) bajo el número de registro: 2010595. De la Primera Sala en Materia Constitucional. CONSTITUCIONALIDAD DE DISTINCIONES LEGISLATIVAS QUE SE APOYAN EN UNA CATEGORÍA SOSPECHOSA. FORMA EN QUE DEBE APLICARSE EL TEST DE ESCRUTINIO ESTRICTO.


� Vid. Tesis Aislada. 1a. CCLXX/2016 bajo el registro: 2013154 de la Décima Época. Primera Sala de Noviembre de 2016 en materia Constitucional. “TERCERA ETAPA DEL TEST DE PROPORCIONALIDAD. EXAMEN DE LA NECESIDAD DE LA MEDIDA LEGISLATIVA.”.


� …“se busca lograr un mayor alcance y protección de los derechos de las mujeres, en especial, el derecho a vivir libres de cualquier tipo de violencia, de forma que las conductas delictivas que atenten contra su vida deben ser sustentadas y motivadas en razones de género”…


� Vid. Tipo de Tesis: Aislada. 1a. LIV/2016 (10a.) Décima Época. Registro: 2011230. Primera Sala. Marzo de 2016, Tomo I Materia: Constitucional. “FEMINICIDIO. EL ARTÍCULO 153-A DEL CÓDIGO PENAL DEL ESTADO DE GUANAJUATO, QUE TIPIFICA EL DELITO DE HOMICIDIO POR CUESTIONES DE GÉNERO, NO TRANSGREDE LOS DERECHOS FUNDAMENTALES DE IGUALDAD Y NO DISCRIMINACIÓN ENTRE EL VARÓN Y LA MUJER.


� Vid. Tesis: 1a./J. 87/2015 (10a.) bajo el número de registro: 2010595. De la Primera Sala en Materia Constitucional. CONSTITUCIONALIDAD DE DISTINCIONES LEGISLATIVAS QUE SE APOYAN EN UNA CATEGORÍA SOSPECHOSA. FORMA EN QUE DEBE APLICARSE EL TEST DE ESCRUTINIO ESTRICTO.





La constitucionalidad de las distinciones legislativas que se apoyan en una categoría sospechosa debe analizarse a través de un escrutinio estricto, pues para estimarse constitucionales requieren de una justificación robusta que venza la presunción de inconstitucionalidad que las afecta. Para ello, en primer lugar, debe examinarse si la distinción basada en la categoría sospechosa cumple con una finalidad imperiosa desde el punto de vista constitucional, es decir, debe perseguir un objetivo constitucionalmente importante y no simplemente una finalidad constitucionalmente admisible. En segundo lugar, debe analizarse si la distinción legislativa está estrechamente vinculada con la finalidad constitucionalmente imperiosa, es decir, debe estar totalmente encaminada a la consecución de la finalidad, sin que pueda considerarse suficiente que esté potencialmente conectada con tales objetivos. Finalmente, la distinción legislativa debe ser la medida menos restrictiva para conseguir la finalidad imperiosa desde el punto de vista constitucional.


� Gonzalo Rodríguez Mourullo. Derecho Penal Parte General. p. 19


� Cfr. Observatorio Ciudadano Nacional del Feminicidio. Estudio de la Implementación del Delito de Feminicidio en México: Causas y Consecuencias 2012-2013. p.28


� Cfr. Raúl González-Salas Campos. La teoría del bien jurídico en el derecho penal. Segunda edición. p.99


� Cfr. Observatorio Ciudadano Nacional del Feminicidio. Estudio de la Implementación del Delito de Feminicidio en México: Causas y Consecuencias 2012-2013. p.28


� “…son aquellos que tienen “vida propia”, sin depender de la presencia de otra figura típica…” Vid. Anexo 6 p. 4


� “…Una breve descripción: son los que, conforme a su estructura,  tienen vida en razón de la materialización de otra figura típica y su vigencia depende de esa otra figura delictiva. En otros términos existen en relación con otros delitos principales que constituyen su presupuesto, al que sólo modifican con atenuantes o agravantes de la conducta básica. Es decir: complementan esta conducta mediante supuestos específicos creados, por lo general, en atención a motivos de política criminal que abarca espacios teleológicos variopintos. …” Vid. Anexo 6 p. 5 


� Jurisprudencia de la Décima Época.  Primera Sala. Mayo de 2012, Materia Penal. Tesis: 1a./J. 53/2012 (10a.) HOMICIDIO. CONCEPTO DE CONCUBINATO EN MATERIA PENAL (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE MÉXICO). El artículo 242, fracción III, del Código Penal vigente en el Estado de México, establece que por el delito de homicidio se sancionará al que lo cometa en contra de su concubina o concubinario, de cuyo texto se advierte que es un tipo especial, porque se encuentra integrado con los elementos "dar muerte a otra persona" del tipo básico (homicidio), al cual subsume y agrega, como característica distintiva, que la víctima sea, en el caso, un "cónyuge, concubina o concubinario". En ese tenor, si entre los elementos normativos de valoración jurídica que integran el tipo que describe al delito especial que nos ocupa se encuentra el que la víctima sea concubinario o concubina, figura jurídica que regula la legislación civil, es a la que se debe acudir para construir su alcance en el aspecto penal. Sin que dicha remisión pueda considerarse como una aplicación analógica de la ley penal por el hecho de que tanto el Código Penal como el de Procedimientos Penales, ambos del Estado de México, no prevén ni definen los elementos jurídicos normativos del concubinato ni establezcan el término o el concepto del mismo. Lo anterior, en razón de que debe tenerse presente que las normas punitivas se componen de la descripción de una conducta que configura la infracción y el señalamiento de la sanción que ha de aplicarse a quien realice la conducta tipificada. En este sentido, si la legislación civil considera al concubinato como la relación de hecho que tienen un hombre y una mujer, que sin estar casados y sin impedimentos legales para contraer matrimonio, viven juntos, haciendo una vida en común por un periodo determinado; en tal virtud, para determinar el elemento normativo que prevé la fracción III, del artículo 242 de la legislación penal invocada, no se puede partir de la idea de considerar concubina o concubinario a cualquier pareja o personas que vivan juntos si no reúnen los requisitos que exige el dispositivo civil invocado.”


� Tipo de Tesis: Aislada. Décima Época. Registro: 2002306. Tribunales Colegiados de Circuito. Diciembre de 2012, Penal Tesis: I.5o.P.9 P (10a.) FEMINICIDIO. AL TRATARSE DE UN TIPO ESPECIAL, NO PUEDE SER REVESTIDO CON LAS CALIFICATIVAS DEL TIPO BÁSICO DE HOMICIDIO (LEGISLACIÓN PENAL DEL DISTRITO FEDERAL).


� Tipo de Tesis: Aislada. Décima Época. registro: 2002312. Tribunales Colegiados de Circuito. Diciembre de 2012, Materia: Penal. Tesis: I.5o.P.10 P (10a.) HOMICIDIO Y FEMINICIDIO. SUS SIMILITUDES Y DIFERENCIAS (LEGISLACIÓN PENAL DEL DISTRITO FEDERAL).


� Vid. Observatorio Ciudadano Nacional del Feminicidio. Estudio de la Implementación del Delito de Feminicidio en México: Causas y Consecuencias 2012-2013. p.30 
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